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Los conceptos de Derechos Humanos y de Justicia, transversales al derecho, a la filosofía y 
a las ciencias sociales, representan trascendental importancia para los constructos ético-
políticos y para la humanidad. A partir de un redireccionamiento de los debates en torno a 
los Derechos Humanos hacia reflexiones pragmáticas, es posible identificar problemáticas 
actuales, tanto sustantivas como procedimentales, que pueden ser abordadas en clave de 
Justicia a partir de su reconceptualización desde la justicia distributiva, para así verificar la 
aplicabilidad de los conceptos en escenarios prácticos. Esta labor se procura desde la 




Human Rights and Justice are transversal concepts in law, philosophy and the social 
sciences, and they represent critical importance for ethical-political constructs and for 
humanity. The redirection of debates along the lines of Human Rights towards pragmatic 
reflection enables us to identify ongoing problematics, both substantive and procedural, that 
can be read through the lens of Justice from its conceptual reframing in distributive justice 
to verify the applicability of said concepts in practical scenarios. This task will be 





El presente trabajo parte del supuesto según el cual los Derechos Humanos, así como la 
Justicia, atienden a creaciones humanas a partir de las interacciones sociales, lo que implica 
un cúmulo de contingencias históricas, económicas, políticas y culturales que dan piso a sus 
significados. Al tomar este punto de partida, resultará posible desarrollar la discusión sobre 
tales cuestiones desde la base de que los fenómenos sociales no son así “por naturaleza”, 
pues, de ser así, toda discusión se reduciría a comprender su funcionamiento para luego 
sentarse a contemplarlos. 
 
La dificultad estriba en que tal supuesto podría no estar en lo cierto, pues existen 
producciones en torno a los Derechos Humanos que se enfrascan en discusiones sobre si se 
puede o no darles la categoría de universales, algunos justificando tal categoría, otros 
realizándole críticas, al punto de encontrarse posiciones irreconciliables, donde se esgrimen 
argumentos de peso teórico. Situación similar puede identificarse en torno al concepto de 
Justicia, y me atrevo a afirmar que la discusión resulta más enconada, pues este último 
concepto ha verificado abordajes milenarios que datan desde la antigua Babilonia, la Grecia 
clásica, y Roma. Siendo así, ¿qué ocurrirá si se intentan conciliar estos dos conceptos? No 
se trata de un estudio para dilucidar si los Derechos Humanos son o no justos, sino de un 
trabajo que revista utilidad en la práctica. 
 
Cabe, entonces, preguntarse concretamente ¿qué posibles herramientas han de usarse en 
aras de conciliar los conceptos de Derechos Humanos y de Justicia en términos de eficacia? 
Lo primero será establecer una metodología afín a la investigación en ciencias sociales que 
permita abordar cada uno de los conceptos desde un punto de vista crítico, para lo cual se 
optará por la Investigación Documental, método que permite efectuar una recopilación, 
clasificación y contextualización de documentos, para su posterior análisis crítico. Con esto 
es posible conjugar la especial estrategia metodológica del Estado del Arte, a fin de 
comprender el estado actual del conocimiento respecto de los núcleos problémicos a tratar, 
y la Revisión Documental, no como proceso meramente informativo, sino como 
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herramienta analítica y argumentativa para el desarrollo teórico en tanto propuestas de 
nuevas conceptualizaciones o modelos interpretativos.
1
 Lo anterior, en aras de lograr 
reconstrucciones conceptuales para su posterior sometimiento a revisión práctica.  
 
Así pues, esta metodología requiere la plena identificación del marco discursivo a 
implementar, por lo que en primer lugar se procederá a realizar un trabajo explorativo, no 
en el sentido de escudriñar las génesis de los conceptos centrales, sino de una exploración 
de las producciones actuales en torno a estos. En esta clave, en el primer capítulo del 
presente trabajo se adelantará un Estado del Arte respecto de los conceptos de Derechos 
Humanos y Justicia de manera individual, y su respectiva conciliación.  
 
En este primer momento del trabajo se abordará la tesis doctoral intitulada “Universalidad 
de los derechos humanos. Una revisión a sus críticas”, producida en 2011 por Francisco 
Javier Gutiérrez Suárez en el Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas de la 
Universidad Carlos III de Madrid, y la tesis para optar por el título de maestría en filosofía 
de la Universidad Nacional de Colombia producida por José Leonardo González 
Valderrama en el año 2012 titulada “¿Derechos Universales = Derechos Humanos? Validez 
y práctica universal de los derechos humanos”. Estas dos producciones fueron escogidas, 
pues adelantan la reconstrucción histórica del fenómeno de los Derechos Humanos, y 
efectúan una juiciosa exposición de los trabajados fundamentadores de la universalidad del 
concepto estudiado y sus críticas. 
 
El rescate teórico en el Estado del Arte para el segundo concepto materia de investigación, 
la Justicia, será abordado desde las producciones contemporáneas. Para tal efecto se 
limitará a los desarrollos identificados en las últimas cuatro décadas, donde se exaltarán los 
avances de John Rawls, Amartya Sen y Richard Rorty, y se mostrará cómo las 
producciones ensayísticas actuales someten a debate las posiciones de estos autores 
centrales acudiendo a cuatro artículos específicos: “Amartya Sen: la idea de la justicia”, de 
Joaquín Migliore; “La justicia entre la ética y la política: Hume y Rorty”, de Antonia Aina 
                                                          
1
 Cfr. URIBE ROLDAN, Jorge. La investigación documental y el estado del arte comoestrategias de 
investigación en ciencias sociales. En: La Investigación en Ciencias Sociales. Estrategias de investigación. 
Universidad Piloto. Bogotá, D.C. 2011. Compilador. Pablo Páramo. P.p. 195 – 199. 
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Vidal Capó; “Teoría de la justicia de John Rawls”, de José Francisco Caballero, y 
“Contingencias de la justicia: para problematizar la teoría de la justicia de J. Rawls”, de 
autoría de quien escribe estas líneas. 
 
Para finalizar el apartado que se ocupa del Estado del Arte, la exploración documental 
permitirá identificar dos producciones que abordan simultáneamente los dos conceptos 
centrales de la problemática a investigar, en los cuales se procura adelantar un acercamiento 
al fenómeno de los Derechos Humanos desde la Justicia, me refiero a los artículos 
intitulados “Justicia y Derechos Humanos”, de Joel Flores Rentería, y “Evolución de las 
teorías de la justicia con respecto a los derechos humanos ya formulados y a los futuros 
derechos”, de María del Rosario Guerra González, artículos científicos que demuestran la 
actualidad de la problemática central del presente trabajo de investigación y abren las 
puertas a nuevos abordajes críticos de los conceptos. 
 
Este Estado del Arte será el insumo primordial para dar continuidad a la Revisión 
Documental, con la cual se buscará dar respuesta a las posiciones identificadas en torno a 
los conceptos materia de investigación. Para el caso de la universalidad del concepto de 
Derechos Humanos, el segundo capítulo de este trabajo procurará ofrecer un nuevo modelo 
interpretativo, proponiendo respuestas a las tendencias fundamentadoras de los Derechos 
Humanos desde dos estadios diferentes: i) el abordaje del fenómeno como normas de 
derecho, para lo cual se optará por una posición positivista, donde se expondrá, desde lo 
cuantitativo, la situación actual de los principales tratados sobre Derechos Humanos y se 
someterá a escrutinio dicha situación desde los postulados de las reglas del reconocimiento 
de validez de las normas de H.L.A. Hart, y ii) desde una visión pragmática a partir de 
posiciones como las de Richard Rorty y Ernst Tugendhat, quienes exponen caminos claros 
para la superación de los discursos sobre la universalidad de los Derechos Humanos, 
revisión que también llevará a la exaltación de problemáticas actuales en la materia 
identificadas por Jürgen Habermas. 
 
Continuando con el análisis crítico que permite la Investigación Documental, a partir de la 
revisión del Estado del Arte en torno al segundo núcleo problémico propuesto, en el tercer 
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momento de este producto se procurará una reconceptualización de la Justicia en respuesta 
a la posición neocontractualista de John Rawls, donde se buscará dar una respuesta 
alternativa a su Teoría de la Justicia a partir de tres corrientes específicas: i) desde la 
economía política de Amartya Sen, ii) desde la filosofía pragmática de Richard Rorty, y iii) 
desde filosofía política de los comunitaristas anarquistas Pierre Joseph Proudhon y Michael 
Walzer. Estos teóricos (Sen, Rorty, Proudhon y Walzer), resultarán centrales para la 
reconstrucción del concepto de Justicia desde una concepción distributiva que se defenderá. 
 
De esta manera, la ruta metodológica trazada redundará en la extracción de herramientas 
útiles para el propósito de la investigación, pues se contará con i) un diagnóstico de la 
situación actual de las producciones en torno a los dos conceptos clave enunciados, ii) una 
propuesta de reinterpretación de los Derechos Humanos en clave No universalista, y iii) una 
reconceptualización de la Justicia, restando, entonces, someter a escrutinio los conceptos 
analizados a partir de la propuesta de dos fórmulas de conciliación que comprenderán el 
ámbito local y el ámbito global. Es en este momento cuando se procurará dar una respuesta 
a la problemática central de la investigación, y se verificará empíricamente la pertinencia de 
la metodología adoptada. 
 
Ahora bien, el lector cuestionará cuál es la relevancia de todo este trabajo discursivo en el 
ámbito del derecho público, ya que el abordaje de las producciones, primordialmente, se 
efectúa desde el ámbito de la filosofía política. Mi respuesta y defensa será que la 
importancia de la reflexión en torno a los problemas de los Derechos Humanos y de la 
Justicia tiene una redundancia verificable en los campos de la Teoría del Estado y sus 
relaciones, y en el de las relaciones interestatales. Y esto es así en la medida en que el 
derecho público no se agota en normativas que regulan la interacción Estado-Particulares ni 
en cuestiones procedimentales, sino que trasciende a la visión que se tiene del Estado, su 
estructura, sus finalidades, etcétera. Todo ello ambientado, como puede verse a lo largo del 
cuarto capítulo de esta producción, en una serie de principios y derechos que tienen que ser 
estudiados no solo desde el campo de lo legal, sino a partir de la carga teórica que los 
reviste, lo cual se procura desde un abordaje jurisprudencial y normativo (Constitución 





¿Qué está ocurriendo con los conceptos Derechos Humanos y Justicia? 
 
Para este primer capítulo se hará uso del Estado del Arte como método de investigación, 
pues permite adelantar una recopilación, categorización y sistematización de las 
producciones documentales en torno a los núcleos problémicos del trabajo investigativo, a 
saber: la concepción de los Derechos Humanos y de la Justicia no como simples categorías, 
sino con vistas a la conciliación de ambos en clave de eficacia
1
. Así las cosas, el presente 
capítulo se dividirá en tres apartados, en los cuales se abordará la revisión de producciones 
científicas en torno a i) la defensa de la universalidad de los Derechos Humanos, ii) el 
acercamiento al debate contemporáneo sobre la concepción de la Justicia, y iii) posibles 
propuestas de entrelazamiento de los dos conceptos. 
 
Defensa de la universalidad de los Derechos Humanos 
 
En el marco del primer aspecto teórico de este proyecto, es decir, de los Derechos 
Humanos, se hará uso de dos hallazgos actuales en materia investigativa: el primero de 
ellos se trata de “Universalidad de los derechos humanos. Una revisión a sus críticas”. Esta 
tesis doctoral de la Universidad Carlos III de Madrid, producida en 2011 por Francisco 
Javier Gutiérrez Suárez en el Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas, se 
aborda la siguiente pregunta problema: ¿Qué validez tienen las críticas a la universalidad 
de los Derechos Humanos en su intento por desestimar, desvirtuar o negar la pretensión de 
universalidad de los mismos? Con esta problemática a estudiar, el autor se aventura a 
                                                          
1
 El término eficacia, que será utilizado de manera recurrente en el presente trabajo, se adopta en su acepción 
simple, como la capacidad de lograr el efecto que se desea o se espera. Cfr. Diccionario de la Lengua 
española, consultado en http://dle.rae.es/?id=EPQzi07. Así las cosas, al utilizar este término respecto de los 




recopilar las críticas más significativas a la pretensión de universalidad del concepto de 
Derechos Humanos y, siguiendo a Antonio Enrique Pérez Luño, propone tres grandes 
segmentos de las críticas: las filosóficas, las políticas y las jurídicas.  
 
Es de resaltar aquí que Gutiérrez Suárez efectúa el barrido de las enunciadas críticas con un 
norte específico, que consiste en hacer una adecuada fundamentación de los Derechos 
Humanos, bajo la siguiente premisa:  
 
[…] En especial, el análisis de la universalidad, en tanto rasgo esencial de los derechos 
humanos, aporta de manera directa a la fundamentación de los derechos humanos, en la 
medida en que la posibilidad de brindar buenas razones a favor de la universalidad, implica 




Es en esta clave que la tesis doctoral se enmarca en una revisión a las críticas de la 
universalidad de los Derechos Humanos, entendiendo que dicho trabajo ofrece una base 
para la idea y para la vigencia material y efectiva de la universalidad del concepto. 
 
No obstante, antes de entrar a estudiar las críticas, el autor realiza una extensa tarea para 
ofrecer una serie de justificaciones a su pretensión de ahondar en la tarea fundamentadora 
de los Derechos Humanos, exponiendo razones que enuncia como teóricas (para otorgarles 
a los Derechos Humanos solidez conceptual y metodológica, así como la afirmación del 
concepto mismo) y prácticas (como constructo social, mayor promoción de los Derechos 




El autor arriba a una serie de conclusiones en defensa de la tesis de que la universalidad 
deontológica de los Derechos Humanos mantiene plena vigencia como presupuesto básico 
del fenómeno; en tal defensa, se propone una visión integral de los derechos que tenga 
como base la tarea conceptual y fundamentadora permanente que establezca como límite a 
la dignidad de los seres humanos. Tal tarea se propone llevar a cabo a través de la 
coexistencia de la tradición histórica y la incorporación de los Derechos Humanos al 
                                                          
2
 GUTIÉRREZ SUÁREZ, Francisco Javier. “Universalidad de los derechos humanos. Una revisión a sus 
críticas” Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas Universidad Carlos III de Madrid. Madrid, 
España. 2011, P. 18 
3
 Cfr. Ibíd. P. 58 y ss. 
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derecho positivo. Así las cosas, el autor aprecia la validez de la universalidad de los 
Derechos Humanos como un instrumento conceptual con repercusiones prácticas dirigido a 
defender al hombre y a sus derechos. Es por todo lo anterior que la investigación considera 
que el debate sobre la universalidad propuesto, desde un punto teórico, es útil y necesario, 
pues a partir de este se fortalece el concepto mismo de universalidad y la teoría en pro de 
los Derechos Humanos en general. 
 
Tal tesis resulta de lo que el autor denominó “concepto integrador de los Derechos 
Humanos”, teniendo como norte teórico a Rafael de Asís Roig y a Gregorio Peces-Barba 
Martínez, en lo que se ha identificado como la Teoría Dualista de los Derechos Humanos, 
donde se considera su dimensión ética y jurídica para arribar a la conclusión de que tal 
modelo “más que un esquema de separación, es un esquema de integración entre la moral y 
el Derecho”. Así las cosas, presenta y defiende tal exploratorio, entendiéndolo como “un 
modelo de mínimos y no de máximos con vocación universal que se ubica entre las 
fundamentaciones abstractas y las históricas, y entre las fundamentaciones objetivistas y no 
objetivistas”; un modelo con vocación universal que “se expresa mediante la defensa de un 
marco mínimo de moralidad y juridicidad con un carácter procedimental. Se trata de una 




A partir de esta exposición, procede el autor a efectuar una extensa relación de la idea de 
universalidad a través de la historia, pasando por nociones de la Grecia clásica, el Imperio 
romano, textos bíblicos del Antiguo y Nuevo Testamento; el islamismo,  y el Medioevo, 
hasta llegar a la concepción de universalidad verificada en el humanismo laico de la 
Ilustración. Aquí se detiene a exponer el vuelco cultural, filosófico y político, así como el 
nacimiento de diversas corrientes del pensamiento y el surgimiento del concepto moderno 
de Estado. Se trata de una exposición que recoge fragmentos de cada periodo y sus 
exponentes más representativos, con lo que se pretende demostrar que todos ellos, de 
manera casi unívoca, presentan sus posiciones con miras hacia la universalización de 
conceptos. 
 
                                                          
4
 Cfr. Ibíd. P. 87. 
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Posteriormente entra a efectuar una presentación de tal noción a partir del siglo XIX, donde 
aborda a exponentes de diversas corrientes filosófico-económicas, presentando primero las 
teorías y modelos marxistas, los cuales considera como netamente universalistas, al 
entender la lucha de clases y el gobierno del proletariado como “una ideología con 
vocación universalista cuyo objetivo era la formación de un gobierno mundial dirigido por 
los líderes comunistas y la gran masa del proletariado”
5
, pero criticando, a su vez, el hecho 
de que esta posición “universalista” de Marx riñe con las críticas que, según la tesis 
estudiada, el mismo Marx efectúa a la Universalidad de los Derechos Humanos, para lo 
cual expone la crítica marxista a la Revolución francesa y la Declaración de los Derechos 
del Hombre, donde se indica que: “los derechos del hombre, propios de la ideología 
dominante, el capitalismo, pertenecían al hombre abstracto universal, pero que en la 




Posteriormente, se pasa a exponer tres autores representantes contemporáneos del 
universalismo, para lo cual echa mano, en su orden, de John Rawls, a partir de la obra 
Derecho de Gentes y su visión liberal del Derecho Internacional; Martha Nussbaum, 
presentando sus tesis centrales como plan de educación cívico cosmopolita, y Jürgen 
Habermas, en  quien encuentra una actualización de las teorías kantianas del derecho 
cosmopolita a través de la fundamentación y efectiva positivización de los derechos 
humanos con validez universal por la fundamentación moral que los constituye.
7
 Toda esta 
exposición tiene una finalidad expresa, que es la de demostrar cómo estos tres filósofos 
condensan y desarrollan las ideas de universalidad de Immanuel Kant, y llevan tales 
postulados a la práctica política contemporánea. 
 
Continúa la exposición haciendo un recorrido por el fenómeno de la positivización de los 
derechos, para lo cual aborda los postulados de la Revolución francesa con la consecuente 
Declaración Universal de los Derechos del Hombre, la Independencia norteamericana, su 
Constitución Política y sus diez enmiendas, para posteriormente describir los 
acontecimientos políticos e históricos que rodearon la Declaración Universal de los 
                                                          
5
 Cfr. Ibíd. P. 201 
6
 Cfr. Ibíd. P. 204 
7
 Cfr. Ibíd. P. 219 
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Derechos Humanos en 1948 y los subsecuentes desarrollos a través de diversos 
instrumentos internacionales y ratificaciones a nivel mundial.  
 
Todo este abordaje lleva al autor a realizar una diferenciación de los conceptos de 
universalismo, universalización y universalidad de los Derechos Humanos; de esto se ocupa 
a lo largo del capítulo tercero del texto donde presenta, primero, la aproximación histórica 
del concepto “universalismo”, para luego abordar una diferenciación semántica de los 
conceptos de “universalización” y “universalidad”, optando por defender el concepto de 
“universalidad” para hacer referencia a que asumir la universalidad de los Derechos 
Humanos, parafraseando a Jesús González Amuchástegui, implica contar con un estándar 
moral de validez universal para reconocer a todos los seres humanos como sujetos y 




La segunda parte de esta tesis se dedica a la exposición de las diversas críticas a la 
universalidad de los Derechos Humanos, trabajo que efectúa clasificando tales críticas en 
tres estadios, a saber: i) críticas filosóficas, ii) críticas políticas y iii) críticas jurídicas. No 
se hará hincapié en este apartado, pues se trata de un listado de las críticas tanto históricas 
como actuales a la pretensión de universalidad, que si bien resulta un trabajo juicioso, 
podría pecar de sesgado al entender que tales críticas se han dado con la intención de 
erosionar la idea de universalidad y no como una serie de intentos para disolver un debate 
posiblemente inacabado desde la moral. 
 
Este trabajo de la segunda parte culmina con un producto en el que el autor se bate en 
franca lid contra las críticas expuestas, efectuando réplicas a cada una de ellas a lo largo del 
capítulo IV, mas su culmen se halla en el segundo apartado del mismo capítulo, intitulado 
“La universalidad posible”. Allí se presentan los riesgos que acarrean las posturas extremas, 
tanto en pos de la universalidad a toda costa, o también denominada por el autor como 
“imposición”, como aquellas que tienden a la defensa de la particularidad y que el autor 
encuadra en una suerte de “relativismo”, extremo dañino y criticable. 
 
                                                          
8
 Cfr. Ibíd. P. 255  
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Así pues, propone una posición intermedia a la cual denomina “universalidad no 
fundamentalista con límites”, y que parece ser la herramienta principal para dar respuesta al 
problema central de la investigación. Aquí advierte que en la actualidad no resulta útil 
mantener las dos posiciones irreconciliables al hablar de los Derechos Humanos 
(universalismo absolutista versus particularismo relativista), pues, para el autor, resulta más 
urgente y necesario para la humanidad llegar a acuerdos sobre la fundamentación (el deber 
ser) y la realidad material (el ser) de la universalidad de los Derechos Humanos, para lo 
cual ofrece como herramienta útil la propuesta de Rodolfo Vázquez acuñada en 
Liberalismo, Estado de derecho y minorías, la cual plantea que las propuestas deben 
ubicarse en una zona intermedia que facilite el reconocimiento de las minorías y abra la 




Pues bien, para materializar semejante proyecto el autor opta por mantener una visión 
acorde con los planteamientos de Javier de Lucas en el texto “Para una discusión de la nota 
de universalidad de los derechos”, los cuales sugieren no concebir la universalidad de las 
máximas morales y las normas legales como una validez intemporal y supraterritorial, sino 
atendiendo a la posibilidad de que éstas sean universalizables. Desde esta perspectiva, los 
Derechos Humanos destacan por ser susceptibles de una aceptación cuasi universal. 
 
Finaliza el autor con una serie de conclusiones, las cuales me permitiré sintetizar de la 
siguiente manera: 
 
1. La universalidad de los Derechos Humanos, como “deber ser”, es un presupuesto 
básico, y estos Derechos constituyen logros irreversibles, expresiones claras del 
progreso moral de la humanidad y, por lo tanto, patrimonio común de las presentes 
y futuras generaciones, y las críticas no han logrado sustentar por qué no pueden ser 
universales. 
2. La “universalidad posible y necesaria” solo se logra con un trabajo permanente de 
orden conceptual y de fundamentación, estableciendo como límite la dignidad de los 
seres humanos. 
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3. Teórica y empíricamente, una concepción común de los Derechos Humanos de 
carácter universal es un instrumento conceptual con repercusiones prácticas dirigido 
a defender al hombre y a sus derechos, y no a atacar ni debilitar a ningún Estado o 
cultura en particular. 
4. El debate sobre la universalidad de los Derechos Humanos es, desde el punto de 
vista teórico, útil y necesario. Gracias a él se fortalece el concepto mismo de 
universalidad, y se constituye en una forma de apoyar la causa de los Derechos 
Humanos, en especial para su promoción y defensa informada. 
5. Debe construirse una universalidad material que permita el ejercicio efectivo de los 
Derechos Humanos a todas las personas, en todos los rincones del planeta. 
6. La universalidad de los Derechos Humanos requiere de mayor clarificación y 
esclarecimiento conceptual para hacerle frente a sus críticas. 
 
Ahora bien, respecto del abordaje de estos derechos a nivel nacional, la producción 
investigativa más actualizada es el trabajo para optar por el título de maestría en filosofía en 
la Universidad Nacional de Colombia de José Leonardo González Valderrama titulado 
¿Derechos Universales=Derechos Humanos? Validez y práctica universal de los derechos 
humanos. Este trabajo de investigación fue presentado en el año 2012 en la facultad de 
ciencias humanas, departamento de filosofía, y el autor propone dos cuestiones como 
engranajes de su investigación: 
  
a) Ofrecer una justificación de la validez universal de los Derechos Humanos. 
b) Demostrar que la pretensión de validez universal de los Derechos Humanos no es 
incompatible con el fenómeno de la diversidad cultural. 
 
El abordaje inicial del trabajo presenta una visión histórica del fenómeno de los Derechos 
Humanos, reconociendo la Declaración Universal de los Derechos Humanos como el 
instrumento culmen de su positivización, pero dándole una importancia y relevancia 
especial a la carga histórica que devino en tal producto; así pues, a sabiendas de que la 
instrumentalización del concepto se presentó como respuesta a la Segunda Guerra Mundial, 
el autor procura un barrido histórico desde el siglo XVII con la Paz de Westfalia (1648), las 
19 
 
revoluciones estadounidense y francesa (siglo XVIII), los movimientos en contra de la 
esclavitud en Estados Unidos de Norteamérica y la protección de las minorías religiosas en 
el Imperio Otomano (siglo XIX), para llegar a los albores del siglo XX y las repercusiones 
de la Primera Guerra Mundial en el pensamiento global respecto de los Derechos del 
Hombre y de los Trabajadores, que se tradujeron en el Tratado de Paz de Versalles, la 
articulación internacional para la creación de la Liga de Naciones, y el surgimiento de la 
Organización Internacional del Trabajo durante las dos primeras décadas del siglo XX, 
resaltando también los diversos esfuerzos académicos y jurídicos europeos en pro del 
fortalecimiento de la Liga de Naciones, y de los movimientos nacionalistas dentro de los 




Inmediatamente después el autor pasa a exponer la situación pos segunda guerra mundial, 
donde se establecen las bases para la creación de la Organización de las Naciones Unidas, y 
los fallidos intentos de generar una Carta de Derechos Humanos, destacando que tras la 
situación histórica y la coyuntura jurisdiccional y de interpretación normativa que 
generaron los Tribunales de Núremberg y de Tokio, las convenciones sobre genocidio y las 




González resalta aquí el hecho de la carga histórica, política, social y cultural que rodea al 
concepto de Derechos Humanos, y particularmente a la Declaración misma de 1948, de la 
cual pasa a efectuar un análisis respecto de su estructura y objeto, apartes que no competen 
profundizar en este espacio, pues se trata de un trabajo analítico del instrumento mismo, el 
cual será materia de revisión en el capítulo cuarto de la presente producción, apelando a la 
fuente primaria, la Carta de las Naciones Unidas. 
 
En aras de buscar salida a los problemas de investigación, concretamente a su afán de 
demostrar la compatibilidad de la pretensión de universalidad del concepto de Derechos 
Humanos frente a la diversidad cultural, dispone el autor el segundo y tercer capítulo del 
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 Cfr. GONZÁLEZ VALDERRAMA, José Leonardo. ¿Derechos Universales = Derechos Humanos? 
Validez y práctica universal de los derechos humanos. Universidad Nacional de Colombia, Facultad de 
Ciencias Humanas, Departamento de Filosofía. Bogotá, D.C., Colombia. 2012. P. 5 – 9. 
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trabajo para tratar las diversas críticas. En primer término, expone el escepticismo sobre las 
condiciones para garantizar el cumplimiento de los derechos humanos, crítica que aborda 
condiciones económicas, sociales y políticas que truncan la implementación de la cultura de 




La segunda crítica expuesta atiende al escepticismo político, corriente que entiende al 
fenómeno de los Derechos Humanos como una creación netamente occidental e 
imperialista (Europa y Estados Unidos de Norteamérica), con la que se pretende expandir la 
colonización occidental a otros pueblos gracias a la maleabilidad del concepto de 
“violación de los Derechos Humanos” que emplean los países “defensores” para justificar 
la incursión en tierras extranjeras con el fin de salvaguardarlas, pero que en la práctica solo 
sirve de fachada para obtener beneficios; esta crítica es sintetizada bajo el postulado según 
el cual:  
 
[…] si los Derechos Humanos son una creación occidental, entonces la pretensión de 
universalizarlos equivaldría a la imposición de los parámetros occidentales a sociedades 
muy distintas a la occidental, lo cual ratificaría la idea de que los Derechos Humanos son un 




Una vez ilustrado lo anterior, el autor pasa a centrar su atención en la tercera crítica que 
proviene desde el escepticismo, exponiendo el fenómeno de la diversidad cultural, que 
resulta ser el punto neural de la investigación, ya que permite abordar diversas posiciones 
respecto de la imposibilidad de una universalización de los Derechos Humanos, y de 
manera adicional sirve de base para el desarrollo posterior de la cavilación en torno a la 
problemática propuesta; así pues, aborda dos posiciones dentro del escepticismo de la 
diversidad cultural, diferenciando la posición fuerte de la diversidad, a la que llama también 
pluralismo radical o relativismo, donde se exalta que cada sociedad tiene unos patrones 
culturales que son inconmensurables entre sí, lo que demuestra la imposibilidad de 
identificar elementos compartidos entre culturas y conlleva a la imposibilidad de estimar 
como universales los Derechos Humanos; y la posición débil, que a pesar de mantener el 
concepto de pluriculturalismo y la evidente diferencia de patrones sociales, estima que 
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“existe una base o conjunto común de intereses compartidos por todos los seres humanos. 
En este sentido, el pluralismo débil no niega la posibilidad de que exista un acuerdo inter-
cultural”
14





Ya diferenciados estos escenarios respecto a las críticas a la universalidad de los Derechos 
Humanos, González Valderrama centra su atención en el fenómeno de la pluralidad 
cultural, exponiendo para ello una serie de ejemplos prácticos y posiciones desde la 
Asociación Americana de Antropología, donde se exalta que, desde la misma Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, la diversidad cultural es el sustento conceptual para 
poder hablar de la universalización de los mismos,
16
 aclarando primero que el concepto de 
cultura es usado en un sentido amplio, donde se incluye sociedades, Estados, grupos 
raciales, comunidades religiosas, y en general todo tipo de grupo humano con algún rasgo 
común, para dejar sentado que el denominado pluralismo cultural atiende a un hecho del 
mundo que conjuga dos aspectos concretos: i) que existen muchas culturas en el mundo, y 
ii) que dichas culturas son muy diferentes entre sí respecto de los marcos de evaluación, 
creencias, preferencias, leyes, costumbres, etcétera.
17
    
 
Ya efectuada esta precisión trascendental, pasa a exponer cómo los Derechos Humanos, 
como normas positivizadas, difieren de la idea misma de los Derechos Humanos, es decir, 
para el autor, el hecho de que exista o no un reconocimiento legal de los Derechos 
Humanos (entiéndase con ello la instrumentalización de tales derechos a través de tratados, 
pactos, declaraciones, etcétera, y su consecuente aprobación por parte de una jurisdicción 
legítima) difiere de la concepción de dicho fenómeno, cuya validez, para el autor, no está 
sujeta a criterios legales, existiendo a pesar del reconocimiento legal o no, de donde 
devienen los conceptos de “derechos legales” y “derechos no legales”. Estos conceptos, 
aplicados a su problema de investigación, implican que los Derechos Humanos deben ser 
independientes de los derechos legales, en la medida en que el reconocimiento y el respeto 
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por los Derechos Humanos no puede depender de la existencia o no de un reconocimiento 
de derechos legales, pues aquellos se supeditarían al hecho de ser ciudadano de un Estado 
legalmente constituido, así como a la contingencia de que el Estado al cual se pertenece 
negara los derechos de ciertos seres humanos (por ejemplo: Política del Apartheid, Leyes 
de Núremberg).
18
    
 
En el campo de las conclusiones, el autor ofrece seis puntos de síntesis, de los cuales los 
tres primeros hacen referencia a una serie de críticas a la doctrina internacionalista de los 
Derechos Humanos, momento en el cual introduce la distinción entre Derechos Humanos 
negativos y Derechos Humanos positivos, dando por sentado que los derechos positivos no 
pueden ser universales porque presuponen un bien compartido por toda la humanidad; 
también expone las críticas a las posiciones relativistas y fundacionistas de los Derechos 
Humanos, procediendo así, en los restantes tres puntos de conclusión, a introducir y 
defender la validez universal de los Derechos Humanos desde la pluralidad cultural, 
proyecto que puede materializarse a partir de la educación sentimental, como proyecto de la 
tolerancia para la práctica universal de los Derechos Humanos 
 
1. Crítica a la doctrina internacional de los derechos humanos: la diversidad 
cultural hace impensable universalizar todos los Derechos Humanos, por lo que se 
opta por el minimalismo de este fenómeno, introduciendo la distinción entre 
Derechos Humanos negativos y Derechos Humanos positivos, dando por sentado 
que los derechos positivos no pueden ser universales porque presuponen un bien 
compartido por toda la humanidad, lo que resulta inaceptable desde la pluralidad 
cultural. 
 
2. Crítica al relativismo: tal crítica se expone apoyándose en la posición minimalista 
de los Derechos Humanos, entendiendo que una visión relativa de los Derechos 
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 Cfr. Ibíd. P 27 - 30. Respecto de la diferenciación entre derechos legales y no legales, el autor trae a 
colación un hecho histórico narrado por Hannah Arendt en “Culpa organizada”. La tradición oculta. Buenos 
Aires: Paidós, 2004, donde se expone cómo, tras la caída de los imperios ruso y astrohúngaro, los habitantes 
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que, por no existir una nación que les reconociera sus calidades de ciudadanos y sujetos de derechos, la 
consecuente titularidad de derechos del hombre tampoco podía serles reconocida.  
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Humanos representa un riesgo inminente de caer en tratos crueles e inhumanos bajo 
la premisa de que “dado que todo es relativo, todo vale, pero solo lo mío vale”, 
luego una visión de relatividad puede cerrar la posibilidad a todo acuerdo universal. 
 
3. Crítica al fundacionalismo de los derechos humanos: en este punto, además de 
exponer tres corrientes fundacionistas de los Derechos Humanos (naturalismo, 
fundacionismo moral y la idolatría a los Derechos Humanos), el autor expone las 
críticas fuertes y la oposición pragmática al fundacionismo, concluyendo que el reto 
consiste en lograr una expansión universal de los Derechos Humanos sin que sea 
necesario un discurso fundacionista, pues tal discurso es contraproducente para los 
mismos Derechos Humanos. 
 
4. Pluralidad cultural y tolerancia: esta cuarta conclusión, de acuerdo con el autor, 
propicia el objetivo principal de la investigación de ofrecer una justificación 
universal de los Derechos Humanos, pues la tolerancia, como forma de respeto que 
consiste en aceptar y permitir las creencias y prácticas que desaprobamos, propicia 
y promueve la pluralidad cultural; así, la línea entre lo tolerable y lo no tolerable va 
a estar signada por los Derechos Humanos. 
 
5. Justificación de la validez universal de los Derechos Humanos: se explica que la 
universalidad no necesariamente está ligada a la fundamentación, por lo que 
pretende dar una justificación externa a los Derechos Humanos, para lo cual indica 
que la validez universal de estos estriba en que son válidos en la medida en que 
protegen aquello que importa a los seres humanos, resaltando la importancia de la 
sociabilidad para la vida de los seres humanos, y aborda el tema de la educación 
sentimental que deviene del pragmatismo rortyano. 
 
6. ¿Es compatible la pretensión de universalidad de los Derechos Humanos con la 
pluralidad cultural? Busca el investigador dar respuesta a esta pregunta, la cual da 
un giro al inicial problema de investigación, e incluye un nuevo interrogante, a 
saber: ¿cómo mantener la pretensión de universalidad de los derechos humanos 
24 
 
frente al fenómeno de la diversidad cultural? Ante tales cuestionamientos, la síntesis 
de la investigación propone que sea apoyado el proyecto de la tolerancia y la 
educación sentimental como corolario para la práctica universal de los Derechos 
Humanos. 
 
Si bien González Valderrama arriba a conclusiones que permitirían la superación del afán 
de justificación moral, continúa en su empeño de otorgar una defensa de la validez 
universal del fenómeno de los Derechos Humanos, partiendo de un concepto de validez 
alejado de la ciencia del derecho, respecto de lo cual, en el segundo capítulo del presente 
trabajo, se presentará la correspondiente réplica.  
 
Las dos producciones expuestas son un punto de partida para el abordaje que se propone en 
la presente investigación, en la medida en que el recorrido histórico que ofrecen sirve de 
sustento material para evidenciar la actualidad de la problemática a trabajar; igualmente 
resultan de gran utilidad en la medida en que, con la presente investigación se proyecta 
otorgar una respuesta a la pretensión de justificación de la universalidad del fenómeno de 
los Derechos Humanos. Así pues, los resultados de las investigaciones actuales sobre la 
materia dan pie para explorar posibles herramientas que permitan superar la 
fundamentación teórica del mismo, en aras de la concentración de esfuerzos en su eficacia. 
 
Acercamiento al debate contemporáneo sobre la concepción de la Justicia 
 
La problemática sobre la concepción de la Justicia no es un tema reciente, antes bien, se 
verifica como una discusión milenaria,
19
 por lo que existen diversos intentos de generar 
teorías y conceptos que, por lo general, pugnan por erigirse como teorías inamovibles, con 
pretensiones de universalidad. En tal clave, procurar un estado del arte al respecto 
implicaría una producción autónoma, toda vez que la evolución de este concepto en el 
tiempo ha sido tan variada que abarcaría preceptos y producciones bíblicas, platónicas, 
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aristotélicas, nietzscheanas, kantianas, entre muchas otras; así las cosas, resulta práctico 
situarse en la evolución que ha venido dándose a lo largo de las últimas cuatro décadas, 
desde la aparición de la Teoría de la justicia, de John Rawls, donde los debates se han 
presentado a nivel mundial, con diversos exponentes y producciones que pueden condensar 
el estado actual del conocimiento al respecto. 
 
Así las cosas, las producciones sobre el problema de la Justicia como concepto han 
permeado los ámbitos de la filosofía, la economía, la sociología y el derecho, con 
producciones que han alentado el debate mundial sobre el tema. Tal fue el impacto de 
Teoría de la justicia, de John Rawls, publicado en 1971, su posterior revisión en 
Liberalismo político, de 1993, o La Idea de la justicia, de Amartya Sen, que data de 2010. 
Estas producciones generaron la actualización y continua discusión en torno a un tema, en 
principio, inacabado, junto con las diversas réplicas desde diferentes corrientes del 
pensamiento. 
 
Pues bien, la arqueología sobre el concepto de Justicia se dejará a un lado para pasar a las 
posiciones y producciones actuales, o de mayor actualidad, para lo cual se apelará a cuatro 
artículos que efectúan acercamientos a las nuevas corrientes del fenómeno, a saber: 
“Amartya Sen: la idea de la justicia”, de Joaquín Migliore, publicado en el número 81-82 
de la Revista Cultura Económica de la Pontificia Universidad Católica de Argentina. Por 
otra parte, y con mayor afinidad a la propuesta pragmática de Richard Rorty, se ha ubicado 
la revista RECERCA, publicación anual realizada desde el Departamento de Filosofía y 
Sociología de la Universitat Jaume I de Castellón, en cuya entrega del año 2003 se publicó 
el artículo “La justicia entre la ética y la política: Hume y Rorty”, de Antonia Aina Vidal 
Capó. Se apelará también al artículo intitulado “Teoría de la justicia de John Rawls”, de 
José Francisco Caballero, publicado en la Revista de Ciencias Sociales de la Universidad 
Iberoamericana Iberofórum, número II, año 1. Finalmente, un artículo de reflexión 
publicado por la Revista Criterio Jurídico Garantista, de la Universidad Autónoma de 
Colombia, titulado Contingencias de la justicia: para problematizar la teoría de la justicia 




En el primero de los artículos enunciados, “Amartya Sen: la idea de la justicia”, el autor 
rescata los puntos álgidos de las críticas a la Teoría de la Justicia de John Rawls desde La 
idea de la justicia, de Amartya Sen, pero, previo a ello, adelanta una exposición respecto de 
la superación de la hegemonía positivista en torno a la reflexión acerca de la Justicia, 
exaltando que se vuelve a dar cabida a la reflexión ética, exponiendo la crítica que Sen 
realiza al imaginario de que la racionalidad práctica, per se, lleva a la sagaz maximización 
del interés propio. Se cita en este punto el especial estudio de Adam Smith en su Teoría de 
los sentimientos morales, aparte donde Sen concluye que “no hay nada contrario a la razón 




El artículo procede a exponer los distanciamientos que se presentan entre Sen y Rawls, 
primordialmente a partir de la reacción del economista respecto del “institucionalismo 
trascendental” que defiende el filósofo. La reacción es condensada en tres acápites que se 
ocupan de: i) la exigua probabilidad de que se pueda alcanzar un acuerdo unánime respecto 
de cuáles deberían ser los principios de la justicia; ii) el alejamiento de la realidad al apelar 
al contrato social, figura que representa una talanquera, pues si se pretende hablar de una 
justicia global, debe primero cimentarse un Estado Soberano Global, y iii) las limitantes 
prácticas que trae consigo el institucionalismo trascendental, pues la posición 
contractualista limitaría el diálogo de los pueblos internamente, dejando huérfano al diálogo 
entre los habitantes. La reacción que Sen efectúa frente a este último acápite se realiza 
apelando a la figura del espectador imparcial de Adam Smith, donde se promueve el 
intercambio cultural, y se da lugar a la interacción de diversos puntos de vista y 




Luego de tal exposición, se presentan los principios defendidos por los autores teóricos 
estudiados. Así, mientras para Rawls debe darse preponderancia a la libertad civil, para 
luego garantizar la libertad de participación, dejando en último término el problema de la 
distribución de bienes, servicios y cargos, Sen se aleja de tal orden, invirtiéndolo, pues 
exalta que debe atenderse en primer término la distribución, escenario que, una vez 
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satisfecho, da paso a la garantía de la libertad de participación, o libertad democrática, lo 




Esta categorización de principios es defendida por Sen a partir del alejamiento de las 
posiciones contractualistas rawlsianas, apelando a que el hecho de actuar de una manera 
justa hacia un tercero no dependerá de un contrato primigenio, sino del reconocimiento del 
otro como ser en posición de desventaja, y, si se cuenta con los medios y las capacidades 
para actuar de manera que la desventaja sea menos oprobiosa, el actuar para mitigarla 
redundará en actos que reducirían la injusticia en el mundo, lo cual constituye razón 
suficiente para apelar a la teoría de la decisión racional, sin temor a caer en el egoísmo que 
se le critica al utilitarismo.  
 
Concluyendo este acápite, se muestra cómo Sen se opone al utilitarismo económico y a la 
actual posición capitalista que determina la caracterización de la sociedades a partir de su 
Producto Interno Bruto, con su propuesta de generar acciones positivas tendientes a mitigar 
las injusticias a partir del desarrollo de políticas públicas que redunden en una medición de 
las capacidades reales de vivir, es decir, la incorporación de indicadores que permitan 
efectuar mediciones que reflejen de manera más directa la calidad de vida, el bienestar y las 
libertades de las vidas humanas, incluyendo así no solo a las personas individualmente 




Contrario sensu, el artículo “Teoría de la justicia de John Rawls”, de José Francisco 
Caballero,
24
 procura adelantar una defensa de la teoría de la justicia de Rawls como 
reacción al utilitarismo, al relativismo y al escepticismo ético, abordando críticamente las 
posiciones de Robert Nozyck, Bruce Ackerman y Jon Elster. Es de resaltar que la 
concepción del utilitarismo que el autor esboza atiende a la formulación clásica de tal 
corriente, entendiendo al individuo como “una gota en el océano de la utilidad general”, 
con lo cual se presenta el distanciamiento de Rawls del utilitarismo por considerar que este 
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contiene una eminente falta de respeto hacia el individuo, lo cual se presenta como 
contraintuitivo en las democracias liberales modernas.
25
   
 
El autor ofrece una síntesis del acercamiento que efectúa Rawls al concepto de sociedad, 
teniendo a la estructura de una sociedad como objetivo primario de la justicia, es decir, el 
modo en que las grandes instituciones sociales distribuyen los derechos y deberes 
fundamentales y determinan la división de las ventajas provenientes de la cooperación 
social, por lo que se pasa a efectuar una descripción juiciosa de los ejes centrales de la 
Teoría de la justicia, haciendo hincapié en los conceptos más criticados, como son: la idea 
de la posición inicial y el velo de ignorancia que debe estar presente en la primera. La 
defensa estriba, esencialmente, en el punto de lograr, desde una posición neocontractualista, 
la definición de primeros principios que guiarán las interacciones sociales, amparados, para 
no llegar a la desidia identificada en el utilitarismo, en un estado de ignorancia que permita 
la toma de decisiones sin atender a características particulares, propias o ajenas, lo que 




Así pues, reivindica el ensayista las bondades de la posición inicial rawlsiana al indicar 
que:  
Actuar tras el velo de ignorancia en ventaja propia implica actuar en ventaja de todos. De 
esta manera nadie desatiende sus propias pretensiones pero tampoco pisotea las de los 
demás, no por razones altruistas sino por razones del cálculo general que se aplica. El velo 
de ignorancia sitúa así a las personas en pie de igualdad y asegura que las contingencias 




Con lo anterior, la posición inicial propuesta por Rawls adquiere un “blindaje” respecto de 
intereses personales y egoístas, conservando, además de la capacidad de razonar, las 
nociones económicas y sociológicas más elementales, con lo cual se procederá a la 
hipotética suscripción del contrato social, el cual permitirá, de alguna forma, la convivencia 
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Como se pudo observar, la crítica al utilitarismo esbozada por este autor puede ser superada 
desde la perspectiva adoptada por Amartya Sen ya expuesta por Joaquín Migliore, es decir, 
desde el punto de vista utilitarista de Smith, presentando la decisión racional como una 
posición que no es ajena al reconocimiento de los demás, y que no proscribe los actos 
altruistas, es decir, a partir de una posición no clásica del utilitarismo, lo que haría inane la 
crítica al utilitarismo en defensa de Rawls. 
 
Otra posible respuesta a esta defensa a la teoría de la justicia de John Rawls, se encuentra el 
artículo de Cardona Giraldo,
29
 donde se procura una problematización a la obra del filósofo 
desde la última etapa de Hans Kelsen, cuya propuesta del concepto de justicia fue tachada 
como relativista. Allí, el autor aborda problemáticas hipotéticas para presentar la tensión de 
la posición inicial y del velo de ignorancia, conceptos presentados como los ejes centrales 
de la Teoría de la justicia de John Rawls, exaltados por Caballero. 
 
Así pues, en contraposición a la defensa adelantada por Caballero, Cardona pasa a situar las 
herramientas rawlsianas en la época inmediatamente posterior a la catástrofe del 11 de 
septiembre de 2001 en Nueva York, exaltando cómo una misma acción puede apreciarse 
desde diferentes posiciones iniciales, resultando a la vez justas e injustas, dependiendo de 
sus actores y/o espectadores; así pues, una injusticia que rayó con la barbaridad de acuerdo 
con un amplio sector de la población mundial, desde el punto de vista del yihad de los 
perpetradores del acto, resultó estar acorde con interpretaciones de un texto que regula 
conductas, derechos y deberes para una comunidad; normas válidas y eficaces para estos, 




Pero las tensiones de los ejes de la Teoría de la justicia se hacen más palmarios en las 
posteriores reacciones de la población y en las políticas adoptadas por Estados Unidos de 
Norteamérica en el escenario en que se ambienta el artículo, pues, ante tales actos, ciertos 
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 CARDONA GIRALDO, José Camilo Isaac. “Contingencias de la justicia: para problematizar la Teoría de 
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grupos poblacionales, como los ciudadanos estadounidenses de ascendencia musulmana, 
fueron limitados y hasta privados de derechos y privilegios que se les había otorgado en el 
hipotético contrato social, signado por aquella posición inicial revestida del velo de la 
ignorancia, y que permearon no solo a las instituciones, sino que superó límites de 




Se critica entonces la propuesta rawlsiana de que la posición inicial, bajo el manto de la 
ignorancia, debe presentarse como ahistórica e impersonal, pues, siguiendo a Kelsen, 
Cardona explica que se ha visto que “la razón humana sólo puede acceder a valores 
relativos y que, desde el punto de vista del conocimiento racional, no existen más que 
intereses humanos y, por tanto, conflictos de intereses”
32
, contingencia que no es 
compatible con la pretensión de dejar sentadas las bases iniciales en un único acto o 
momento, por un grupo determinado de personas, pues aquella posición neocontractualista 
de Rawls presupone una racionalidad e infalibilidad de quienes definieron los términos 
fundamentales de su asociación, lo que hace inferir que una propuesta de este talante no 
permitiría una aplicación efectiva en una sociedad que no se encuentre “bien organizada”, 




Por su parte, la visión neocontractualista rawlsiana exaltada por Caballero también obtiene 
una respuesta con la corriente pragmatista contemporánea de Richard Rorty expuesta por 
Vidal Capó,
34
 donde se presenta un acercamiento al concepto de justicia en Rorty como 
crítica a la metafísica y a los fundamentos universales y absolutos de tal concepto. La 
autora expone la respuesta liberal pragmatista de Richard Rorty a los argumentos 
racionalistas y contractualistas de Kant y Rawls sobre la Justicia. 
 
Se resalta que el abordaje que adelanta la autora respecto de Rawls parte de la obra 
Liberalismo político, donde se presenta la tesis de que la justicia como imparcialidad 
constituye una concepción política para un régimen democrático, la cual podría ser 
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aceptada por una pluralidad de doctrinas razonables, pues la posición rawlsiana atenderá 




Este viraje en Rawls es lo que, de acuerdo con la autora, exalta Rorty como el polo 
pragmatista de la teoría social liberal, en contraposición al polo absolutista, es decir, 
considera la autora que, en el sentir de Rorty, Rawls abandona los discursos absolutistas y 
fundamentadores, dando paso a una reflexión más práctica de la justicia, y evita discusiones 
sobre la naturaleza humana ahistórica, o la motivación de la conducta moral.  
 
Así pues, la posición rortyana expuesta por la autora deviene en el rechazo tajante que el 
pragmatismo efectúa a las teorías contractualistas kantianas, las cuales le otorgan una 
preponderancia a la moralidad por sobre la política, en atención a la categoría de deber 
moral, categoría que parte del supuesto ético según el cual las acciones humanas son 
intencionadamente buenas porque surgen de una buena voluntad, de razones morales puras 




La respuesta que desde el pragmatismo expone la autora, recoge las reacciones rortyanas a 
este tipo de propuestas que otorgan a la moral un halo de infalibilidad ligado al aumento y/o 
preponderancia de la racionalidad humana, por lo cual se busca sustituir la noción de 
obligación moral no condicionada para dar un viraje hacia una postura en la que el 
comportamiento se encuentre alineado con las necesidades de los demás. Es así como Rorty 
se adentra en el campo de la simpatía como base para el progreso moral, un aumento de la 
capacidad para responder a las necesidades de un grupo más extenso de personas y cosas, lo 




Es en este momento cuando la autora señala el punto de encuentro entre las corrientes 
filosóficas de Hume y Rorty, pues no se opta por proponer respuestas dogmáticas y 
universales, sino respuestas concretas a problemas concretos, atendiendo a las 
contingencias y mutaciones de las realidades históricas y sociales, teniendo a la justicia 
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como una convención humana que, más allá de atender a una esencia o naturaleza 
intrínseca, persigue la materialización de un interés común y de utilidad de la vida en 
sociedad, en clave del reconocimiento del sufrimiento del otro a partir de actos injustos, es 




La propuesta rortyana propende por una concepción de la justicia desde la noción de 
simpatía, identificándola como una relación de confianza y lealtad entre los miembros de 
un grupo. Así, en las familias o clanes se identifican lazos de solidaridad que se 
materializan en la identidad, es decir, en el identificar a los integrantes de tales círculos 
como un “nosotros”, con lo que se aborda a la justicia no como una identidad moral 
determinada por la razón, sino como una identidad que se va adaptando a los grupos con los 




Así pues, aclara la autora, la concepción de la justicia propuesta desde el liberalismo 
pragmático atiende a una concepción de justicia occidental, que no a una idea universal de 
moralidad, humanidad o racionalidad, por lo cual se busca una ampliación de las 
identidades existentes en clave de simpatía, o bien, la generación de nuevas identidades, 
pugnando para que aquellos lazos que unen a un individuo con determinados grupos se 
amplíen cada vez más, y así ampliar también los sentimientos de solidaridad hacia aquellos 
grupos con los que se da la identificación. En esta clave, propone Rorty, lo que hace que se 
sea leal a un grupo determinado puede dar razones para cooperar en la construcción de un 
grupo más amplio con el cual se generará una identidad tal que, a la larga, la lealtad 




Finaliza la autora exponiendo que el distanciamiento entre Hume y Rorty radica en sus 
concepciones de la justicia como virtud, ya que, mientras para el primero la justicia se tiene 
como una virtud artificial, creada, que tiende a un bien común a partir de la benevolencia, 
para el segundo resulta necesario eliminar el velo de la virtud en aras de desvincularse en 
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definitiva de una concepción moral, por lo que la propuesta atiende a la identificación de 




La reconstrucción del debate contemporáneo en torno a la Justicia como concepto otorga 
una línea de partida para el trabajo a desarrollar, pues se hace evidente que la 
conceptualización se ha verificado desde discursos liberales-democráticos, y la discusión 
continúa vigente en la actualidad, por lo que es posible intervenir activamente a partir de 
propuestas de reconceptualización que son posibles desde la metodología de investigación 
adoptada para el presente trabajo.  
 
Posibles propuestas de entrelazamiento de los dos conceptos 
 
Concluido el barrido individual propuesto sobre los dos conceptos centrales, se pasa ahora a 
la exploración de los trabajos integradores de estos fenómenos, selección que arroja dos 
artículos científicos publicados en 2011, donde se recogen diversas corrientes filosóficas en 
torno al concepto de justicia, y la aplicabilidad de este al escenario de los Derechos 
Humanos. Se trata de los artículos intitulados “Justicia y Derechos Humanos”, de Joel 
Flores Rentería,
42
 y “Evolución de las teorías de la justicia con respecto a los derechos 




La primera producción enunciada parte de una concepción clásica platónica de la Justicia 
distributiva, la cual es traslapada por el ensayista a la concepción rawlsiana de esta 
institución, es decir, parte del supuesto de que la Justicia se traduce en la “distribución 
equitativa de los bienes y de los males que a cada cual le corresponden”, o lo que es lo 
mismo “dar a cada cual lo que merece”, exaltando los riesgos relativistas y de ambigüedad 
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que tal posición implica.
44
 La equivalencia de esta concepción platónica de la Justicia que 
efectúa el autor con la Teoría de la Justicia de J. Rawls atiende a la convergencia de 
elementos en cuanto que, para Rawls, “los principios de la justicia social proporcionan un 
modo para asignar derechos y deberes en las instituciones básicas de la sociedad y definen 




Con base en esta posición, arriba a una concepción democrática de los Derechos Humanos, 
dando preponderancia a los principios de igualdad y libertad, donde se identifican estos 
principios con los bienes más preciados dentro de una democracia liberal y, como tal, deben 
ser materia de la distribución equitativa enunciada. Tales principios, de acuerdo con el 
autor, son fruto no de una sapiencia omnisciente de la Comunidad de Naciones, sino que 
surgen a partir de una evolución histórica, cultural, política y filosófica de la modernidad, 





El análisis de la justicia distributiva resulta de utilidad, guardando las distancias respecto de 
los principios rawlsianos sobre la génesis distributiva, es decir, manteniendo una posición 
crítica frente a los ingredientes de la “posición inicial”, así como frente al “velo de 
ignorancia” defendido por el filósofo norteamericano. Por su parte, el punto de llegada 
respecto a la democratización de los Derechos Humanos resulta una herramienta aplicable 
para el trabajo que se adelanta, pues es deducida a partir de las contingencias históricas, 
culturales y sociales que revisten el decálogo de los Derechos Humanos, donde se exalta la 
libertad y la igualdad como el primero de los principios positivizados; no así la pretensión 
justificadora de su universalidad a partir de tales contingencias, pues riñe con la oposición a 
la fundamentación que se promueve en este escrito. 
 
Por otra parte, el abordaje del concepto de Justicia por parte del autor representa una 
posición muy riesgosa de adoptar, pues aplicar una concepción platónica de merecimiento 
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al concepto de Justicia expone a conflictos prácticos como los expuestos más arriba, los 
cuales podrían representar dificultades de aplicación, como el caso expuesto por Cardona 
Giraldo en Contingencias de la Justicia, así como las dificultades evidenciadas en las 
respuestas dadas desde Amartya Sen a Rawls en La idea de la justicia. Así las cosas, para 
los fines del presente trabajo se extraerán como posibles herramientas la democratización 
de los Derechos Humanos y la noción de contingencias históricas, culturales y sociales que 
revisten el decálogo de los Derechos Humanos, sin hacer uso de la justificación de su 
universalidad, así como tampoco de la concepción de Justicia estudiada por el autor. 
 
El segundo de los artículos identificados propone, de entrada, la necesidad de dar un peso 
significativo a las desigualdades sociales y económicas en la época actual de globalización, 
fijando como problemática atender la necesaria revisión del marco conceptual en aras de 
hacer compatibles las reflexiones ético-filosóficas con el estilo de vida actual de los 
pueblos y ciudadanos que constituyen la aldea global, para lo cual se propone abordar las 
producciones teóricas actuales en torno a la igualdad y la libertad, como pilares de una 





En primer término, la autora efectúa una exposición de tres de las actuales corrientes dentro 
del liberalismo en pos del respeto de la autonomía personal, donde se encuentra: i) quienes 
defienden la autonomía a ultranza, llegando hasta la necesaria imposición de los ideales 
liberales; ii) una opción liberal moderada, donde se reconoce y acepta la autonomía de cada 
pueblo (en este apartado se sigue a John Rawls en su Derecho de gentes), y iii) la opción de 
distribución como equilibrio, limitando al más fuerte para evitar las arbitrariedades, con lo 




A continuación, la autora expone una nueva alternativa promovida por Will Kymlicka y 
Luis Villoro, donde se da preponderancia al principio de la diferencia como bien integrante 
de una concepción de justicia, corriente que pugna por la necesidad de un permanente 
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reconocimiento de las minorías, no solo desde la tolerancia de las diversidades culturales, 
sino desde una efectiva acción estatal que garantice la continuidad de las formas de vida de 





La corriente patrocinada por Kymlicka en el apartado en cuestión pugna por una 
concepción de justicia dual y complementaria, que debe necesariamente integrar a los 
Derechos Humanos. En primer término, a partir de una garantía de los derechos universales 
asignados a los individuos sin reparar en su pertenencia a determinado grupo, y, como 
complemento, un estatus especial para las poblaciones minoritarias, es decir, derechos 
diferenciados de grupos. Por su parte, Villoro propone una política de no exclusión, en 
donde se ponen en entredicho las libertades otorgadas por las legislaciones internas, 
libertades que para determinados sectores se materializan efectivamente, mientras que para 
otros, se encuentran formuladas de manera formal solamente, por lo que propone que, en 
clave de justicia, se deben igualar las condiciones de los grupos minoritarios con los 
mayoritarios, sin que se pueda favorecer a las minorías donde no se garanticen las 




Como corolario de la exposición, Guerra trata las falencias de las posturas estudiadas y 
exalta que las concepciones de justicia propuestas yerran al omitir elementos necesarios en 
el contexto actual de diversas naciones como son: la pobreza, la propiedad privada y la 
consideración de otros seres vivos. En el primer ítem propone, desde los planteamientos de 
Muhammad Yunus, el acceso al crédito como derecho fundamental, y un viraje en los 
indicadores para medir la distribución de riquezas desde un punto en el que se adecúe a las 
reales necesidades sociofamiliares, y que no se agote en listados de “bienes básicos”; el 
asunto de la propiedad es abordado no como reclamo para acceder a la propiedad privada, 
sino desde la actual crisis que la privatización sin control ha significado para servicios y 
bienes como la salud, el conocimiento, el arte, la educación, bienes y servicios cuyo acceso 
se encuentra limitado por haber sido entregado a particulares para su explotación como 
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negocio. Por último, aborda la explotación de la naturaleza y de los animales, situación que 
representa una crisis medioambiental a mediano y largo plazo que no es calculada por 
quienes se lucran de tal práctica, pues animales y naturaleza son asemejados a recursos. En 





Las reflexiones finales de la autora muestran la actual necesidad de alinear las diversas 
teorías de la Justicia en clave de los Derechos Humanos, donde se respete la diversidad 
cultural y de estilos de vida, siempre bajo cabal observancia de derechos y libertades 
fundamentales, y que genere una especial protección dentro del desigual sistema 
económico, social y cultural actual, invitando a dar continuidad a la atención de esta 
problemática, proponiendo un listado enunciativo de posibles bienes a proteger dentro de 




Como se observa, la problemática del presente trabajo investigativo cobra actualidad, pues 
los ejes centrales que se busca abordar resultan ser conceptos inacabados, teniendo en 
cuenta que las dinámicas sociales, históricas y culturales se mantienen en constante 
desarrollo, lo que exige una permanente revisión, reevaluación y reflexión desde las 
ciencias sociales y humanas, por lo cual la discusión respecto de los Derechos Humanos y 
la concepción de Justicia ni cuenta ni podrá contar con un punto final, sino que requiere de 
la exploración e identificación de herramientas útiles para reflexionar y promover su 
desarrollo. 
 
Se tiene, entonces, un diagnóstico de la producción teórica actual sobre la universalidad del 
concepto de Derechos Humanos, pues los insumos estudiados al respecto ofrecen trabajos 
arqueológicos que ahondan en el surgimiento del concepto mismo, recogen las diversas 
críticas a la universalización y proponen dar continuidad al trabajo fundamentador bajo 
argumentos teóricos válidos. Así las cosas, la propuesta del presente trabajo atenderá no a 
dar continuidad a la fundamentación, sino a superarla a partir de una reinterpretación del 
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concepto, lo cual se procurará a lo largo del segundo capítulo desde la Revisión 
Documental.  
 
En lo tocante al concepto de Justicia, la exploración del estado actual del conocimiento 
efectuada permitió comprender que las discusiones en torno al concepto se verifican a partir 
de diversas corrientes del pensamiento dentro de una posición liberal-democrática, lo que 
servirá de base para adelantar un abordaje en pos de una reconceptualización de la Justicia, 
a partir de la inclusión de las posiciones comunitaristas anarquistas desde la justicia 
distributiva. Con tal inclusión se buscará enriquecer la discusión identificada en este Estado 
del Arte, y la reconceptualización que se logre será el producto que se someterá a tensión 
en el campo práctico. 
 
El último nodo del Estado del Arte, además de indicar que la problemática propuesta 
reviste actualidad e interés para las ciencias sociales y el derecho, demuestra que la 
discusión teórica es susceptible de abordajes discursivos desde diversas corrientes del 
pensamiento, lo que dará pie a la formulación de propuestas de conciliación de los dos 
conceptos base desde la filosofía política aplicada a la ciencia del derecho, lo cual será 
emprendido en el último paso metodológico de la Investigación Documental, en tanto que 
en el cuarto capítulo se buscará adelantar la conjugación de las reinterpretaciones y 






Fundamentación del concepto de Derechos Humanos: consecuencias prácticas o 
menos prácticas para su promoción 
 
En el presente capítulo, dando continuidad a la metodología adoptada de Investigación 
Documental, se hará uso del diagnóstico inicial sobre la defensa de la universalidad de los 
Derechos Humanos como punto de partida, para proceder al Análisis Documental que 
permita la identificación de herramientas conceptuales en pro de un viraje en el modelo 
interpretativo como respuesta a la pretensión fundamentadora de los Derechos Humanos. 
Lo anterior en dos apartados específicos: i) desde una visión formal o positivista, 
entendiendo en esta categoría a los Derechos Humanos como unidad normativa 
positivizada o llevada a norma, y ii) desde una visión teórico-filosófica, o sea, los Derechos 
Humanos como categoría extralegal que permea el campo de la ética. 
 
Dado que el presente trabajo atiende a una exploración de herramientas para intentar 
conciliar dos conceptos transversales a la ciencia del derecho: Justicia y Derechos 
Humanos, a pesar de las extensas tesis estudiadas en la primera sección del primer capítulo 
a manera de estado actual del conocimiento, específicamente respecto de las críticas a la 
fundamentación de los Derechos Humanos, se hace necesario reflexionar que, empero la 
exposición de conclusiones efectuada por Francisco Javier Gutiérrez Suárez
1
, no se cuenta 
con unos claros derroteros que puedan ser utilizados para determinar la utilidad o no de tan 
enconado esfuerzo por justificar el concepto de universalidad del fenómeno. 
 
Sea lo primero advertir que las críticas expuestas y analizadas por Gutiérrez Suárez, si bien 
resultan de un notable y juicioso trabajo de compilación y exposición, no es menos cierto 
que puede catalogarse de somero el abordaje al contenido y peso conceptual de cada una de 
ellas al tenerlas como intentos por erosionar la idea de universalidad, con lo que, de 
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entrada, las reacciones o respuestas ofrecidas para dichas críticas no le harían justicia a los 
planteamientos mismos, menguando así el rigor de los resultados, tras haber emprendido 
tan titánica tarea. 
 
La división de la Revisión Documental en dos apartados permitirá demostrar que el debate 
respecto de la universalidad, la universalización o la universabilidad del concepto de 
Derechos Humanos, puede ser superado sin que se sacrifique la validez ni la eficacia del 
mismo, y sin que se cierre la posibilidad a debates de utilidad en el campo de las ciencias 
sociales. 
 
Primera herramienta para la superación del debate fundamentador sobre los 
Derechos Humanos: visión positivista desde las reglas del reconocimiento de H.L.A. 
Hart 
 
Desde un punto de vista instrumentalista positivista, es decir, tomando a los Derechos 
Humanos como ley positiva o escrita, lo primero que ha de resaltarse es que el producto 
decantado de diversas revoluciones en los diferentes continentes arrojó un decálogo de 
derechos que se ha venido instrumentalizando en tratados internacionales multilaterales
2
; 
estos decálogos y sus ulteriores desarrollos normativos, de acuerdo con la propia 
Organización de Naciones Unidas, han sido adoptados por los países miembros de la 
Organización en los siguientes términos:  
 
En la actualidad, todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas han ratificado al 
menos uno de los nueve tratados internacionales básicos de Derechos Humanos, y el 80% 
de ellos ha ratificado al menos cuatro de ellos, lo que constituye una expresión concreta de 




                                                          
2
 A lo largo del documento se apelará a los términos “tratados internacionales”, “acuerdos internacionales” y 
“convenios internacionales” desde una acepción genérica, es decir, no desde los rigurosos significados que el 
derecho le otorga a tales categorías de instrumentos públicos. Esto se efectúa desde las definiciones de 
términos fundamentales en la Colección de Tratados de las Naciones Unidas, el cual puede consultarse en la 
página Web de la Organización de las Naciones Unidas: http://www.un.org/es/treaty/untc.shtml. 
3




Igualmente, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (OACDH –sigla en español– u OHCHR –sigla en inglés–)  ofrece un texto de 
compilación titulado Los principales tratados internacionales de derechos humanos,4 
donde, además de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, se compilan los 
nueve principales tratados, convenios y pactos en torno al fenómeno, así como los diversos 
protocolos facultativos que desarrollan a aquellos; tal compilación ha sido promovida, de 
acuerdo con su introducción, con la finalidad de “hacerlos más accesibles, en particular a 
los funcionarios gubernamentales, a la sociedad civil, a los defensores de los derechos 
humanos, a los profesionales de derecho, a los especialistas, a los ciudadanos y otras 




Siguiendo con la visión formal, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos ha generado y recopilado insumos informativos donde 
periódicamente publican listados detallados de todos los tratados, convenios, pactos 
internacionales, protocolos facultativos, resoluciones y demás instrumentos; cada uno de 
ellos con el dato específico de la nación miembro y las fechas en que los han firmado, 
adoptado, adherido o sucedido; la aceptación del procedimiento de comunicaciones 
individuales y la aceptación del procedimiento de investigación.
6
 Estos datos se encuentran 
discriminados por tratados y protocolos, arrojando diversas tablas que han sido recopiladas 




Pues bien, en el Cuadro anexo número 1 se encuentra el listado detallado de los países 
miembros de la Organización de Naciones Unidas, ciento noventa y tres en total; la fecha 
exacta en que cada uno de los países miembro fue reconocido como Estado soberano 
miembro de la Organización; el listado de cada uno de los tratados que ha suscrito, con 
indicación de la fecha de suscripción. Por su parte, el Cuadro anexo número 2 contiene, 
                                                          
4
 Naciones Unidas. Los principales tratados internacionales de derechos humanos. Nueva York, Estados 
Unidos y Ginebra, Suiza. 2006.  
5
 Ibíd. P. V. 
6
 Los datos publicados por la OACDH han sido consultados en: 
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/TreatyBodyExternal/Treaty.aspx?CountryID=5&Lang=SP.  
7
Los insumos para la creación de los cuadros anexos han sido extraídos desde 
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/TreatyBodyExternal/Treaty.aspx?CountryID=5&Lang=SP, con corte a 10 
de marzo de 2018.   
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además del listado de países y fechas de admisión en la ONU, la discriminación de cada 
tratado con las fechas exactas en que se ha ratificado, adherido o sucedido, por cada una de 
las Naciones. Finalmente, desde los Cuadros anexos se han construido dos gráficos 
estadísticos que permiten medir porcentualmente el estado de cada uno de los tratados, que 
se abordarán más adelante. 
 
También se encontrará el Cuadro anexo número 3, donde se presentan aclaraciones sobre 
algunos países miembros que han sufrido cambios a lo largo de la historia, como por 
ejemplo la antigua Unión Soviética, o Alemania después de la unificación, entre otros. 
Igualmente se encontrarán explicaciones sobre la situación de países que son reconocidos 
como Estados Soberanos, pero no tienen asiento en la Organización de las Naciones 
Unidas, como es el caso de Siria y el Estado del Vaticano, y países que no han sido 
formalmente reconocidos como Estados soberanos, dadas determinadas situaciones 
políticas o sociales, como el caso de Kosovo o Taiwán. 
 
Antes de continuar, es necesario efectuar algunas precisiones en materia conceptual, para 
así lograr un mejor entendimiento en el ámbito de los términos utilizados en la 
Organización de Naciones Unidas respecto de los instrumentos internacionales, con lo que 
se dará una mejor comprensión de los Cuadros anexos 1 y 2, así como de las gráficas que se 
expondrán; en tal sentido, se deben precisar los términos de firma o suscripción, así como 
los de ratificación, adhesión y sucesión, para lo cual se echará mano de las previsiones 
contenidas en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 y de la 
Convención de Viena sobre el derecho de los tratados entre Estados y organizaciones 
internacionales o entre organizaciones internacionales de 1986. 
 
Así las cosas, el literal b del artículo 2 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados de 1969 precisa los términos "ratificación", "aceptación", "aprobación" y 
"adhesión" como el “acto internacional así denominado por el cual un Estado hace constar 
en el ámbito internacional su consentimiento en obligarse por un tratado”. Por otra parte, en 
atención a los artículos 10, 11 y 12 de la misma convención, se prescribe la fuerza 
vinculante que la firma de un tratado tiene, al considerar que tal acto, a falta de 
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procedimiento expreso para su autenticación, refrendará como auténtico y definitivo el 
texto del instrumento, traduciéndose así en la manifestación del consentimiento de un 
Estado en obligarse por el tratado suscrito, siempre y cuando el tratado mismo o los Estados 
negociadores así lo determinen, o bien, cuando de los plenos poderes dados a los 
representantes de los Estados negociadores así lo determinen.  
 
Ahora bien, retomando los dos primeros Cuadros anexo, como se dijo, en ellos se 
encontrarán los nueve principales tratados internacionales que conforman el decálogo o 
Carta Fundamental de los Derechos Humanos, en orden cronológico, a saber: 
 
1. Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial (CERD) de 21 de diciembre de 1965. 
2. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (CCPR) de 16 de diciembre de 
1966. 
3. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) de 16 
de diciembre de 1966. 
4. Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
mujer (CEDAW) de 18 de diciembre de 1979. 
5. Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes (CAT) de 10 de diciembre de 1984. 
6. Convención sobre los Derechos del Niño (CRC) de 20 de noviembre de 1989. 
7. Convención Internacional sobre la protección de derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares (CMW) de 18 de diciembre de 1990. 
8. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (CRPD) de 13 de 
diciembre de 2006. 
9. Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas (CED) de 20 de diciembre de 2006.  
 
Este insumo permite extraer datos estadísticos que reflejan cómo, desde un punto de vista 
positivista, el dilema de si los Derechos Humanos pueden denominarse universales o no es 
fácilmente sorteable y no requiere mayor desgaste discursivo, teniendo en cuenta que, de 
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los ciento noventa y tres países miembros de la Organización de las Naciones Unidas, solo 
tres de ellos no han suscrito ningún tratado, a saber: Kiribati, Tayikistán y Tuvalu; sin 
embargo, estos tres países, aun sin ser suscriptores de tratados o convenios internacionales 
de Derechos Humanos, han ratificado, adherido o sucedido tratados así: Kiribati 3, 
Tayikistán 7 y Tuvalu 4. 
 
También puede apreciarse cómo solo el 10,3% de los países miembros han firmado solo un 
tratado internacional de Derechos Humanos, pues nos encontramos con solo veinte países 
en esta situación, mismos países que han ratificado, adherido o sucedido, en promedio, 5 
tratados, rango significativo en materia de instrumentalización de normas a nivel mundial y 
que permite deducir la validez de las normas que desarrollan a la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, entendiendo este concepto de la validez, tanto interna como externa 
en un sistema normativo, desde H.L.A. Hart, es decir, no solo como un conjunto de reglas 





Este abordaje de la validez se extrae de la exposición de Hart sobre sistemas jurídicos 
modernos, donde existe gran variedad de criterios para determinar lo que se puede tener 
como fuentes del derecho, haciendo hincapié en las reglas del reconocimiento, las cuales 
deben ser observadas desde el ámbito interno de cada Estado, así como en lo externo
9
. De 
esta manera, la validez o no de una norma de derecho se puede identificar, desde un punto 
de vista instrumentalista, como la producción de normas o postulados de conducta emitidas 
por el organismo competente, agotando los procedimientos o ritualidades específicas 
contempladas en su norma fundante, y que es reconocida tanto interna como 
                                                          
8
 HART, Herbert L.A. El concepto de Derecho. Ed. Abeledo Perrot S.A.E. e I. Buenos Aires, Argentina. 
1998, traducción Genaro R. Carrió. P. 128 – 129. 
9
 Para aclarar los conceptos de reconocimiento interno y externo, Hart (Op. Cit. P. 128) trae como ejemplo 
dos vocablos, a saber: “El derecho dispone que…” y “En Inglaterra reconocen como derecho… cualquier 
cosa sancionada por la Reina en Parlamento”, con base en los cuales pasa a explicar lo siguiente: 
“Denominaremos a la primera forma de expresión un enunciado interno, porque manifiesta el punto de vista 
interno y es usada con naturalidad por quien, aceptando la regla de reconocimiento y sin enunciar el hecho de 
que ella es aceptada, la aplica al reconocer como válida alguna regla particular del sistema. Denominaremos a 
la segunda forma de expresión un enunciado externo porque es el lenguaje natural de un observador externo 





 Como se ve, este concepto de validez es diametralmente opuesto a aquel al 
que apela Gutiérrez Suárez en la tesis estudiada en el primer acápite de este trabajo, y se 
opta por la posición de Hart en la medida que representa una aproximación mucho más 
técnica y aplicable a la ciencia del derecho. 
 
Ya a nivel global, a continuación se pueden observar los gráficos denominados Suscripción 
de tratados (gráfico 1) y Ratificaciones, adhesiones y sucesiones (gráfico 2), donde se 
condensa la situación de los 193 países miembros de la Organización de Naciones Unidas 
respecto de cada uno de los nueve Tratados Básicos en términos porcentuales. 
 
 
Gráfico 1. Elaboración propia con datos extraídos de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos en: 
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/TreatyBodyExternal/Treaty.aspx?CountryID=5&Lang=SP 
 
En este primer gráfico encontramos datos específicos sobre la situación de cada tratado 
internacional sobre Derechos Humanos respecto de los 193 países miembros de la 
Organización de las Naciones Unidas, donde la Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad (CRPD) representa el tratado que más países miembros han 
suscrito, con un 81,87%, es decir, un total de 158 países, mientras que la Convención 
Internacional sobre la protección de derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
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CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD
Gráfico número 1  
Suscripción de tratados 
con corte a 10 de marzo de 2018 
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familiares (CMW), resulta ser el tratado con menor índice de suscripción (37 países en 
total). Esta proporción de la CMW es compartida en el ámbito de las ratificaciones, 
adhesiones y/o sucesiones, lo cual se verifica en el siguiente gráfico 2, con un total de 
25,39%, es decir, con tan solo 49 de 193 países que lo han ratificado, adherido o sucedido.  
 
No obstante, estas proporciones que se pueden observar en la CMW no son comunes a los 
demás tratados y convenciones, pues las variaciones porcentuales en materia de 
ratificaciones, adhesiones y/o sucesiones frente a la suscripción de tratados permiten 
deducir una especial situación que denota la validez de que se habla más arriba.  
 
 
Gráfico 2. Elaboración propia con datos extraídos de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 






















CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD
Gráfico número 2 
Ratificaciones, adhesiones y sucesiones 
con corte a 10 de marzo de 2018 
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En este segundo gráfico, amén de lo expuesto respecto de la situación de la CMW, se 
encuentran datos significativos como el concerniente a la Convención sobre los Derechos 
del Niño (CRC), que representa el tratado con mayor índice de adhesiones con un 99,48% 
de países miembros que reconocen la validez de este Instrumento, siendo Estado Unidos de 
Norteamérica el único de todos los países miembros que no lo ha ratificado, adherido o 
sucedido, pero sí lo ha suscrito. 
 
Igualmente, de los gráficos presentados y los correspondientes cuadros anexo, puede 
extraerse claramente que de los nueve tratados principales sobre Derechos Humanos, solo 
tres países se han abstenido de suscribir alguno de ellos pero, en contraposición, de los 193 
países miembros, todos han ratificado, adherido o sucedido por lo menos dos tratados, lo 
que demuestra que la validez de las normas del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, bajo la óptica positivista, es patente en la Carta de los Derechos Humanos, y no 
obstante el cien por ciento de los países miembros no ha suscrito, ni ratificado, ni adherido, 
ni sucedido la totalidad de los tratados, esto no le resta peso al hecho de que el decálogo de 
los Derechos Humanos goza de un margen altísimo de reconocimiento, lográndose concluir 
que esta serie de instrumentos internacionales representan normas de derecho con 
reconocimiento, tanto interno como externo, lo cual da lugar a superar, desde el punto de 
vista instrumentalista, la necesidad de cuestionar el concepto de universalidad de los 
mismos. 
 
Por otro lado, y bajo una óptica pragmática, el reconocimiento de los fenómenos 
presentados en los gráficos y cuadros, que además son cambiantes de acuerdo con las 
decisiones que se sigan adoptando a futuro por parte de los países miembros, los nuevos 
reconocimientos de países, la promulgación de nuevos instrumentos, etcétera, pueden 
redundar en beneficio de una mayor promoción de los Derechos Humanos, puesto que los 
datos sobre la instrumentalización del decálogo pueden colaborar para evidenciar nuevas 
problemáticas, para diseñar estrategias para la promoción de los tratados, para indagar las 
situaciones políticas, religiosas, estructurales o económicas que rodean la ratificación o no 
de un tratado por parte de determinado país, entre muchos otros campos posibles en las 




Así las cosas, el abordaje instrumentalista de la adopción de tratados internacionales 
permite superar la talanquera de si a la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
puede o no dársele esa categoría de universal, permitiendo ir más allá de una categorización 
al dar por sentado que el decálogo de los Derechos Humanos goza de una validez externa, y 
recubre también de validez, tanto interna como externa, a la propia Declaración Universal, 
pues si bien esta Declaración no se tiene como un instrumento internacional, sí consagra 
una serie de principios y derechos que son reconocidos por Estados soberanos miembros de 
la Organización de las Naciones Unidas y, como tal, permite materializar las reglas del 
reconocimiento expuestas por H.L.A. Hart para ser tenidos como fuentes materiales del 
derecho. 
 
Igualmente, no puede ser desconocido el procedimiento interno que cada país debe agotar 
para que un tratado internacional cobre vigencia y sea adherido a su legislación, lo que, en 
casos como Colombia, por ejemplo, requiere de la generación de una Ley de la República 
que adopte expresamente el instrumento internacional como parte del edificio normativo, y 
que, de acuerdo con el artículo 93 de la Carta Política, aquellos tratados que interesan 
Derechos Humanos, entran a hacer parte de lo que se ha denominado Bloque de 
Constitucionalidad, es decir, se convierten en norma de rango superior, al nivel de la propia 
Constitución Política. 
 
El concepto de Bloque de Constitucionalidad ha sido estudiado por la Corte Constitucional 
colombiana, entregando una definición precisa en la Sentencia C – 067 de 2003, 
Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra, donde se explica que:  
 
La Corporación definió entonces el bloque de constitucionalidad como aquella unidad 
jurídica compuesta “por (...) normas y principios que, sin aparecer formalmente en el 
articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de 
constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la 
Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues 
verdaderos  principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el 
49 
 
nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma 




Abordando entonces la discusión sobre los Derechos Humanos desde el punto de vista de la 
validez tras adoptar una posición práctica desde el positivismo, entendiendo al decálogo de 
los Derechos Humanos y a la propia Declaración como fuentes formales del derecho, con 
una vocación de universalidad cuyo reconocimiento, tanto interno como externo, es 
palmario, dadas las estadísticas expuestas, y, apelando a las reglas del reconocimiento, es 
dable dar por superada la discusión sobre la universalidad del fenómeno, lo que permitirá 
abrir nuevos escenarios de discusión, en aras de adelantar acciones concretas para pasar de 
la validez de tales normas, a su puesta en marcha y eficacia. 
 
Segunda herramienta para la superación del debate fundamentador sobre los 
Derechos Humanos: visión pragmática desde el debate ético-filosófico 
 
Ahora bien, pasando a un abordaje del fenómeno de los Derechos Humanos desde lo 
extralegal, se ha encontrado una serie de artículos científicos en torno al tema en la Revista 
SAGA, Revista de estudiantes de filosofía de la Universidad Nacional de Colombia, en 
cuya entrega 16 se presenta la discusión titulada “¿Se requiere una fundamentación de los 
Derechos Humanos?”, donde los autores Javier Guillot, Yecid Muñoz y Ángela Uribe, 
entregan tres diferentes abordajes de la problemática desde un punto de vista pragmatista, 




Sin que los autores se propusieran esto (pues sus producciones son anteriores a los trabajos 
expuestos en el primer capítulo de este estudio), el abordaje de la concepción de los 
                                                          
11
 Cfr. Corte Constitucional colombiana. Sentencia de constitucionalidad C – 067 de 2003. M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra. 4 de febrero de 2003. 
12
 GUILLOT, Javier Eloy. ¿Por qué podemos prescindir de una fundamentación de los derechos humanos? Un 
análisis de la propuesta neopragmatista de Rorty. Bogotá D.C., 2007. Universidad Nacional de Colombia, 
Revista SAGA, Revista de estudiantes de filosofía No. 16. Bogotá, D.C. Colombia. P. 131 – 138. 
MUÑOZ SANTAMARÍA, Yecid. El problema de la inalienabilidad de los derechos humanos. Limitaciones 
de una fundamentación ligada al concepto de Estado-nación. Bogotá D.C., 2007. Universidad Nacional de 
Colombia, Revista SAGA, Revista de estudiantes de filosofía No. 16. Bogotá, D.C. Colombia. P. 138 – 146. 
URIBE BOTERO, Ángela. Sobre fundamentación, liberalismo y solidaridad. Bogotá D.C., 2007. Universidad 
Nacional de Colombia, Revista SAGA, Revista de estudiantes de filosofía No. 16. Bogotá, D.C. Colombia.  
P.146 – 149. 
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Derechos Humanos en el artículo enunciado ofrece una herramienta útil, sencilla y eficaz 
para poder superar las problemáticas planteadas por Francisco Javier Gutiérrez Suárez y 
José Leonardo González Valderrama, y, sin vituperar las producciones de estos últimos, se 
expone por qué y cómo sortear de una vez por todas los afanes fundacionistas y de 
justificación. 
 
En primer término, los autores abordan la posición neopragmática de Richard Rorty y la 
concepción de Eduardo A. Rabossi sobre el fenómeno de los Derechos Humanos, donde se 
propone que este, antes que ser estudiado como una cuestión atemporal y filosófica 
generalizable a partir de justificaciones morales, debe abordarse en un sentido más amplio y 
con miras a la funcionalidad del mismo. En este punto se introduce la propuesta de Rabossi 
de pensar los Derechos Humanos como “un hecho del mundo”, en el cual se integran 





Partiendo de estos postulados, puede apreciarse cómo la integración de los Derechos 
Humanos a la cultura, independientemente de encontrarse reconocidos o no en su totalidad 
por determinada nación, permite no solo apreciar el cumplimiento o materialización de los 
mismos, sino también hacer evidente su violación y sus posibles vacíos, con lo que se 
presenta un reconocimiento tácito de su existencia, lo que hace vano agotar los esfuerzos 
argumentativos en su justificación.
14
 En este apartado se aclara cómo Rabossi, a diferencia 
de Rorty, presenta una crítica exclusiva a la fundamentación de los Derechos Humanos, 
pues el segundo resulta ser un poco más radical en cuanto que reacciona frente a cualquier 
tipo de fundamentación, conjugando en su renuencia su posición neopragmática, que 
rechaza al fundamentalismo en general, desde dos argumentos claves: i) la postura 
darwinista (con apoyo en los análisis de John Dewey), mediante la cual se desarticuló la 
idea de una superioridad metafísica del hombre sobre el animal, con lo que se desmontó 
también la concepción de una obligación moral natural; y ii) la máxima pragmática o 
                                                          
13
 Cfr. GUILLOT, et al. Revista SAGA, P. 131 - 133 
14
 Ibíd. P. 134 
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principio de James, según la cual para que valga la pena discutir determinada diferencia, 




Se cierra la primera parte del artículo con la propuesta rortyana desde la superación del 
fundamentalismo del concepto de Derechos Humanos, que es precisamente la educación 
sentimental, con lo cual se apuesta a la aprehensión de una concepción del nosotros más 
amplia, en donde se observaría y acataría el fenómeno de la cultura de los Derechos 
Humanos no en clave de la racionalidad, sino de la capacidad del otro de tener 
sentimientos, propendiendo por encontrar “similitudes modestas y superficiales” para lograr 




Pues bien, con la intención de complementar el estudio de Guillot, si se acude a la fuente 
primaria, Derechos humanos, racionalidad y sentimentalismo
17
, se encuentra que la 
propuesta de la ampliación de los lazos de solidaridad como forma de promoción de la 
cultura de los Derechos Humanos en clave de identificación del otro como ser con la 
potencialidad de sentir sufrimiento, parte de escenarios claves donde la existencia o no de 
un decálogo que prevé una serie de derechos o garantías no resulta útil si el sujeto “agresor” 
no identifica a su “víctima” como un ser humano, un ser como él.  
 
Para estos fines, Rorty expone diversos acontecimientos presentados entre 1992 y 1995 en 
medio de la desintegración de la antigua Yugoslavia, donde tuvo lugar la guerra entre 
musulmanes, serbios y croatas. De acuerdo con la “Carta desde Bosnia” de David Rieff 
publicada en la revista New Yorker, Rorty plantea que la clave para entender las 
sistemáticas violaciones de Derechos Humanos en dicho acontecimiento histórico estriba en 
el hecho de que los serbios no identificaban a los musulmanes como sujetos de derechos, en 
la medida en que no eran considerados como humanos. Claro está, esta misma situación se 
puede extrapolar a diversas épocas dentro de la historia, como es el caso de la esclavitud, 
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 Ibíd. P. 135-136 
16
 Ibíd. P. 137-138 
17
 RORTY, Richard. Derechos Humanos, racionalidad y sentimentalismo. Tomado de The Yale Review, 
volúmen 81, número 4, octubre de 1993, p. 1-20. Traducción: Anthony Sampson. Publicado originalmente en 
Praxis Filosófica Etica y Política, número 5 de octubre de 1995, Departamento de Filosofía, Universidad del 
Valle. Santiago de Cali. Colombia.  
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las cruzadas, el holocausto judío o, más recientemente, las torturas y abusos de prisioneros 
iraquíes por parte de la Compañía 372 de la Policía Militar de los Estados Unidos de 
Norteamérica en Abu Ghraib, escenarios donde ni los esclavos, ni los infieles, ni los judíos, 
ni los iraquíes eran considerados como seres humanos titulares de derechos y/o garantías, 
sino como pseudohumanos. 
 
Rorty aclara que se encuentran tres maneras de deshumanizar a los sujetos, a saber: la 
distinción humano/animal (identificar al otro con un animal distinto al ser humano), la 
distinción adulto/niño (dar categoría de incapaz al otro), y la distinción sexual 
(identificación del Hombre como único sujeto de derechos, desplazando a las mujeres y a 
quienes tengan comprometida su virilidad).
18
 En estos estadios, la discriminación del otro a 
efectos de deshumanizarlo permite evitar el conflicto de si el trato cruel dispensado resulta 
o no una violación de los Derechos Humanos, lo cual es superable, de acuerdo con el autor, 
si se evita el estudio ontológico para desentrañar la naturaleza humana, buscando más bien 
abordar la pregunta ¿qué podemos hacer por nosotros mismos?, lo cual implica un trabajo 
asociado al irracionalismo, no como una negación de la racionalidad como atributo de la 
persona o como la mayor coherencia en los actos y creencias, sino como una herramienta 
para superar el fundacionismo, dejando atrás las reflexiones desde intuiciones morales, y 
pasar así a la esfera de la eficacia de las instituciones existentes, a fin de que la historia, y 




Así pues, la propuesta pragmática de la educación sentimental reclama un lugar en lo 
práctico en cuanto a que “[…] Ese modo de educación hace que personas de distintos tipos 
obtengan suficiente familiaridad entre sí para que tengan menos tentación de creer que los 
que les son diferentes sólo son cuasi-humanos. La meta de esta clase de manipulación del 





                                                          
18
 Cfr. Ibíd. Pp. 2 y 3. 
19
 Cfr. Ibíd. Pp. 5 y 8. 
20
 Ibíd. P. 12. 
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Toda vez que la respuesta al fundamentalismo de los Derechos Humanos expuesta en la 
publicación estudiada corresponde a varios autores, la segunda parte del artículo aborda la 
respuesta a la fundamentación otorgada desde Ernst Tugendhat, y las dificultades 
presentadas por Hannah Arendt y Giorgio Agamben.  
 
El primero muestra una faceta más instrumentalista del fenómeno de los Derechos 
Humanos, entendiendo que los derechos (en general) operan solo en cuanto son 
garantizados por un determinado marco jurídico positivo, razón por la cual no puede 
hablarse de derechos connaturales a los seres humanos. En tal sentido, Tugendhat explora 
una posible salida a la fundamentación naturalista de los Derechos Humanos desde una 
posición ético-política, donde la legitimidad de cualquier Estado sea dada por el 




La propuesta anterior surge desde una concepción igualitaria de Tugendhat, que entiende al 
Estado a partir de un sistema democrático y liberal, donde se respeta los intereses de los 
individuos y se defiende tales intereses como condiciones de legitimidad y fines medulares 
del Estado, procurando que la defensa de tales libertades básicas incluya también el 
reconocimiento de los derechos socioeconómicos. En este punto se efectúa una 
diferenciación entre derechos negativos (derechos que prohíben la interferencia del Estado) 
y derechos positivos (derechos que obligan al gobierno a proveer bienes y servicios), con la 
finalidad de incursionar en la propuesta de incluir a los derechos socioeconómicos 
(derechos positivos) en el marco de los Derechos Humanos (cuya concepción resulta en 




La reacción esbozada en el trabajo estudiado propone, desde Tugendhat, abandonar la idea 
de los Derechos Humanos como derechos naturales del hombre, teniendo en cuenta que en 
un estado de naturaleza resulta inconcebible hablar de derechos, y pasar a una posición 
menos pétrea donde los Derechos Humanos no se agoten en un listado estático, legitimado 
por el sistema normativo, sino que se conciban como “exigencias creadas con el Estado”.
23
  
                                                          
21
 Cfr. GUILLOT, et al. Op. Cit.  P. 139 
22
 Ibíd. P. 139 - 140 
23




Consecuentemente, surgen diversos escenarios que pueden ser resueltos con aquella visión, 
tal es la contingencia expuesta por Hannah Arendt en el caso de las minorías y de los 
apátridas en la Europa de entreguerras, donde la condición de reconocimiento de derechos 
fundamentales se encontraba íntimamente ligada bien a la pertenencia a una mayoría étnica 




Estas situaciones extremas (expuestas suficientemente por Arendt en su obra Los orígenes 
del totalitarismo), permiten sustentar la tesis de Tugendhat del riesgo de que el 
reconocimiento, la validez y la eficacia de los Derechos Humanos dependan de la 
aceptación o de la instrumentalización de tales derechos en el sistema normativo interno de 
los Estados, con lo que se podría patrocinar la posición del viraje propuesto por Tugendhat 
el cual formula que el reconocimiento de tales Derechos sea el sustento del Estado, con lo 
que podría prevenirse situaciones límites en las que los derechos de las personas se 
supediten a la existencia o no de una determinada Nación, negándole así a los 
conciudadanos o a las minorías poblacionales la aplicabilidad de los Derechos Humanos a 
su favor dada la ausencia de nacionalidad determinada, y, a su vez, elimina toda concepción 
naturalista del fenómeno de los Derechos Humanos, pues el hecho de eliminar el atributo 
de la personalidad de la ciudadanía como posibilidad de ser sujeto de derechos minimiza el 
riesgo identificado por Tugendhat, pero también demuestra que el hecho de ser humano no 




A una conclusión similar arriba el último apartado del  ensayo estudiado siguiendo a 
Agamben, quien explica que las naciones, a través de figuras propias del derecho interno, 
de la autonomía normativa estatal y la facultad de suspender la aplicación de derechos a sus 
pobladores (nacionales o no), pueden generar situaciones de privación y/o desconocimiento 
flagrante y sistemático de derechos fundamentales, sustentando su tesis en los nefastos 
campos de concentración generados en Cuba, a finales del siglo XIX en la guerra civil; o en 
Sudáfrica, a inicios del siglo XX, con el Apartheid; o en la Alemania nazi, donde bajo 
                                                          
24
 Ibíd. Pp. 141 – 142. 
25
 Ibíd. P. 143. 
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normas internas que avalaban estados de sitio o de conmoción interior, se permitía la 
creación de espacios de reclusión de personas con desconocimiento de normas 
internacionales, espacios que no se encontraban ligados al poder punitivo del Estado, sino a 




Es pues patente que la pertenencia o no a un Estado resulta un parámetro necesario para la 
materialización de los Derechos Humanos si se parte del esquema actual, en el que su 
reconocimiento y garantía deviene de la pertenencia o no a un Estado reconocido por la 
Comunidad de Naciones, lo que deja en serias desventajas a regiones como por ejemplo 
Kosovo o la República Árabe Saharaui Democrática que se caracterizan por no ostentar el 




En esta clave surgen obligatorias preguntas como: ¿Qué ocurriría con la población civil en 
estas regiones ante una situación de guerra internacional? ¿Cómo se garantizaría la 
integridad de la población de estos territorios ante actos que pongan en vilo la comunión 
internacional y que ameriten la intervención de las Naciones Unidas? Las limitantes 
procedimentales dejarían en entredicho la universalidad de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, así como las estrategias previstas para la garantía de estos derechos a 
la población, y los esfuerzos por sortear estas talanqueras no podrán ser del resorte de un 
trabajo de fundamentación a partir de posiciones morales, donde se exija el respeto y la 
garantía de los derechos a estas poblaciones por el solo hecho de pertenecer a la raza 
humana, pues las normas procedimentales mantendrían las limitantes en la intervención 
efectiva, y tales motivos fundamentadores podrían o no ser de recibo por el interlocutor. 
 
Tal es la talanquera que se identifica en la propuesta de Jügen Habermas de que los 
Derechos Humanos guardan un doble carácter, a saber: derechos positivos y derechos 
morales
28
. Dentro de la primera categoría, se refiere a la validez normativa de aquellos 
derechos fundamentales recogidos en las diversas declaraciones internacionales producto 
                                                          
26
 Ibídem P. 145 - 156 
27
 Ver cuadro anexo 3. 
28
 HABERMAS, Jüergen. La inclusión del otro. Estudios de teoría política. Ed. Paidos. Madrid. España. 
2013. Pp. 174 - 176. 
56 
 
de eventos históricos concretos (Revolución norteamericana, Revolución francesa, 
Declaración Universal de los Derechos Humanos), y que han sido adoptados por las 
Constituciones (a nivel local), a partir de mecanismos y procedimientos legislativos. Es 
decir, se estructuran como normas válidas de acuerdo con los sistemas normativos, tal y 
como se observó en el primer apartado de este capítulo. 
 
El segundo carácter es el que ofrece dificultad pues, para Habermas, la validez universal de 
los Derechos Humanos se da desde un ámbito suprapositivo, pudiéndose justificar 
exclusivamente desde el punto de vista moral,
29
 y representa dificultad toda vez que esta 
tarea justificadora puede presentarse como útil de manera discursiva, sobre todo 
observando la explicación que el propio Habermas otorga al exponer que los Derechos 
Humanos resultan de un proceso normativo positivista, lo que los sitúa dentro del ámbito 
del derecho y, como tal, mantienen su estatus de norma jurídica válida a pesar de su 
justificación moral, sin embargo, en el ámbito práctico no significa mayor utilidad.  
 
Y resulta de poca utilidad en dos escenarios: primero en cuanto que tal justificación moral 
promovida por Habermas atendería a que “los derechos fundamentales liberales y sociales 
tienen la forma de normas generales que se dirigen a los ciudadanos en su calidad de 
<<seres humanos>> (y no solo como miembros de un Estado).”
30
, pero esta pertenencia a la 
humanidad, esa categoría de humano, no es compartida per se, tal y como se expuso en la 
“Carta desde Bosnia” de David Rieff citada por Richard Rorty. Así pues, apelar a la calidad 
de humano para que solo por esto sean respetados los Derechos Humanos, francamente no 
sería de recibo para aquel que ha negado la humanidad a su víctima. 
 
El segundo estadio que denota la poca utilidad atiende al ámbito procedimental, donde se 
verificarían inconvenientes serios para la demanda de garantías a favor de poblaciones que 
no se encuentran reconocidas como pertenecientes a un Estado Soberano (nuevamente se 
apela al ejemplo de Kosovo o de la República Árabe Saharaui Democrática), donde el 
sistema normativo podría no contar con la incorporación de normas internacionales que 
                                                          
29
 Cfr. Ibíd. Pp. 175 - 179 
30
 Ibíd. P. 175. 
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garanticen los derechos que se les está violentando, y donde la Organización de las 
Naciones Unidas no tendría jurisdicción para acudir en defensa de la población, haciendo 
que su incursión en el territorio se tradujera, bien en violaciones a la soberanía interna, o 
bien en actuaciones ineficaces dada la ausencia de competencia para la incursión.  
 
Este debate entre Richard Rorty y Jürgen Habermas es expuesto a profundidad por Juan 
Ignacio Cardona Giraldo en la Tesis de Maestría en filosofía titulada Filosofía y 
democracia: una reconstrucción del debate Habermas-Rorty, en donde se aborda el debate 
filosófico a partir del giro lingüístico, y concretamente en el apartado 2.1 se aborda la 
discusión desde el ámbito de la moral y de la política democrática.
31
 También se evidencia 
esta discusión en el artículo “La crítica neopragmatista de Rorty a la fundamentación 
discursiva de Habermas: Dos estrategias de legitimación democrática” de Javier Ruiz 
Moscardó, donde se pone de manifiesto la crítica de Richard Rorty a este afán 
fundamentador habermasiano desde la justificación moral así:  
 
Son las personas que piensan que existen cosas como una dignidad humana intrínseca, 
derechos humanos intrínsecos y una distinción ahistórica entre las exigencias de la 
moralidad y las de la prudencia  (…) a ellas se oponen quienes afirman que la „humanidad‟ 
es una noción más biológica que moral, que no existe una dignidad humana no derivada de 
la dignidad de una comunidad concreta, y no puede apelarse a nada que vaya más allá de los 




Dado pues que este debate comunitarista representa una ardua labor que ya ha venido 
documentándose, se prescindirá de ahondar en estos campos, no sin antes advertir que, de 
acuerdo con la metodología adoptada en este trabajo, la Investigación Documental, se 
extraerán los apartados útiles para la solución del núcleo problemático de la investigación, 
por lo que, a pesar de efectuar un distanciamiento de la propuesta habermasiana de 
justificación moralista de los Derechos Humanos, se echará mano de los estudios que dicho 
autor ha adelantado respecto de la problemática actual de las relaciones entre naciones a 
partir del fenómeno de los Derechos Humanos. 
                                                          
31
 Cfr. CARDONA GIRALDO, Juan Ignacio.  Filosofía y democracia: una reconstrucción del debate 
Habermas-Rorty. Universidad Pontificia javeriana. Bogotá, D.C. Colombia. 2011. 
32
 RORTY, R.: “Objetividad, relativismo y verdad”, ed. Paidós, Barcelona, 1996, pág. 267, citado por RUIZ 
MOSCARDÓ, Javier en La crítica neopragmatista de Rorty a la fundamentación discursiva de Habermas: Dos 
estrategias de legitimación democrática, en Daimon. Revista internacional de filosofía No. 67. Universidad de 




Habermas, al reevaluar las teorías kantianas sobre la paz perpetua, evidencia las diversas 
crisis que enfrentan las naciones en un panorama de asociaciones de Estados en búsqueda 
de la paz, a saber: i) la crisis de la soberanía exterior de los Estados dadas las fluctuantes 
relaciones interestatales, ii) la crisis de la soberanía interna de los Estados en virtud de las 





La primera de estas crisis atiende al hecho de que los Estados soberanos que ingresan a la 
comunidad de naciones deben ceder, de cierta forma, en su soberanía, al efectuar y aceptar 
coerciones hacia y desde otras naciones soberanas ante eventos que pongan en riesgo el 
acatamiento de normas de derecho, es decir, que la comunidad internacional debe contar 
con el poder de coerción bajo amenazas de sanciones, y hasta incursiones militares, para 
garantizar la observancia de las reglas de derecho, sin embargo, la actual estructura de la 
Organización de las Naciones Unidas no cuenta con la fuerza coercitiva necesaria para esta 
tarea, lo que hace necesario gestionar el apoyo ante otras naciones miembro, lo que 
implicaría, en el ámbito militar, una posible afrenta a las soberanías internas, y en el ámbito 
procedimental, serias desventajas para otras naciones al enfrentarse ante la estructura del 
Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, donde existen naciones 




En lo tocante a la soberanía interna, la Carta de las Naciones Unidas proscribe la 
intervención en asuntos internos de los Estados
35
, salvo en casos específicamente 
contemplados en el capítulo VII de la misma Carta, situaciones que exponen a la 
Organización a limitantes de jurisdicción y competencia, entorpeciendo también la facultad 
de persecución a título de responsabilidad personal por crímenes perpetrados en el servicio 
del Estado y en el servicio militar de las personas individuales, lo que representa entonces 
                                                          
33
 HABERMAS, Jüergen. La inclusión del otro… Pp. 161 y 162.  
34
 Cfr. Ibíd. Pp. 162 – 163. 
35
 Artículo 2,7 de la Carta de las Naciones Unidas: “Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las 
Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, 
ni obligará; a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente 




una limitante a la Organización, dada la carencia de un poder ejecutivo con mayor 




En cuanto al tercer punto, la estratificación de la sociedad mundial, Habermas expone las 
dificultades para adoptar un norte específico dada la división mundial generada a partir de 
1917, y replanteada desde 1989, respecto de los denominados primero, segundo, y tercer 
mundo. Las tensiones sociales y las desigualdades económicas que esta categorización trae 
consigo representan una talanquera para la comunidad de naciones, a menos, según el autor, 
que se logre un consenso respecto de tres puntos: i) una conciencia histórica compartida por 
todos los miembros a cerca de la no sincronización de aquellas sociedades que al mismo 
tiempo están obligadas a mantener una coexistencia pacífica; ii) un acuerdo normativo 
sobre los Derechos Humanos cuya interpretación se disputan por ahora, por una parte, los 
europeos y, por otra, los africanos y asiáticos y iii) un acuerdo sobre la concepción del 




A las anteriores dificultades puede añadírsele el diagnóstico efectuado por el mismo 
Habermas en la conferencia El derecho internacional en la transición hacia un escenario 
posnacional, donde se encuentran los conflictos que enfrentan las reglas clásicas 
establecidas para la participación de los Estados soberanos en la Comunidad de Naciones, 
en un escenario donde la globalización del comercio, los riesgos transfronterizos en la 
salud, la criminalidad y el medio ambiente, entre otros factores, llevan a pensar en un 
panorama posnacional, donde podría no tomarse en cuenta las condiciones fronterizas
38
, 
expuestas de la siguiente manera: 
 
 los Estados nacionales se enfrentan de modo creciente a problemas técnicos de una 
magnitud tal que exigen la cooperación internacional con finalidad de coordinación 
y de persecución regional e incluso global de políticas concertadas; 
                                                          
36
 Cfr. HABERMAS, Jüergen. La inclusión del otro… Pp. 164-166. 
37
 Ibídem pp. 168 – 170. 
38
 Cfr. HABERMAS, Jüergen. El derecho internacional en la transición hacia un escenario posnacional. 
Katz Editores. Barcelona. España. 2008. Pp. 28-29 
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 comparten el campo internacional con agentes globales no estatales (con 
corporaciones multinacionales y organizaciones no gubernamentales, con 
autoridades e instituciones altamente especializadas que han sido parcialmente 
acogidas por las Naciones Unidas, con tribunales internacionales como el de La 
Haya o con instituciones transnacionales como por ejemplo la Organización 
Mundial del Comercio o el Banco Mundial); 
 se unen para formar comunidades supranacionales (como la Unión Europea) o en 
alianzas regionales (como la OTAN) y se someten formalmente en algunos casos a 




La Revisión Documental adelantada como respuesta al primer momento del Estado del Arte 
permitió abordajes cuantitativos y cualitativos de los Derechos Humanos, con lo cual se 
hizo evidente que la tarea fundamentadora puede dejarse de lado sin que se mengüe la 
riqueza discursiva en torno al fenómeno, ni se erosione la universalidad misma de tales 
Derechos. En tal sentido, los diversos documentos e insumos analizados a lo largo de este 
capítulo abrieron la posibilidad de dar un giro al modelo interpretativo, con lo que se 
propone superar las discusiones sobre la universalidad y dar paso a la atención de 
problemas prácticos que redunden en la real materialización del fenómeno. 
 
Así las cosas, la variación propuesta al modelo interpretativo respecto de los Derechos 
Humanos busca llamar la atención para centrar las discusiones en ámbitos que presten 
mayor utilidad, como son, por ejemplo, la exploración de diferentes estrategias de 
promoción de los Derechos Humanos, la búsqueda de interpretaciones cada vez más 
inclusivas de las garantías otorgadas por las Declaraciones y los instrumentos 
internacionales, la exploración de nuevas estrategias de medición de las condiciones 
sociales, económicas y culturales de los pueblos, a fin de lograr una efectiva generación de 
políticas públicas (nacionales e internacionales) para la atención de necesidades; y también, 
la atención de requerimientos estructurales o procedimentales que las fluctuantes relaciones 
interestatales generan, como las crisis expuestas desde Habermas. 
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Herramientas para una aproximación al concepto de Justicia 
 
Las herramientas que la metodología adoptada pone a disposición del investigador hacen 
posible no solo la propuesta de virajes en los modelos interpretativos, como en efecto se 
procuró en el segundo capítulo de este trabajo, sino que también permiten intervenir en las 
discusiones identificadas a fin de contribuir con el debate a través de propuestas de 
reconceptualizaciones, que es el propósito de este apartado, para lo cual se partirá del 
diagnóstico ofrecido en el Estado del Arte en torno al debate contemporáneo sobre la 
Justicia, se propondrá un distanciamiento de las posiciones rawlianas, y se buscará la 
inclusión de posiciones comunitaristas anarquistas en el diálogo liberal-democrático, a fin 
de rescatar un concepto de Justicia útil para la discusión que pueda llegar a ser aplicable en 
aras de la eficacia y no solo con miras a la validez. 
 
El problema de la Justicia, como concepto, no es un terreno pacífico, sino, antes bien, 
inacabado, sobre todo en cuanto concepto transversal de las ciencias sociales y humanas, en 
la medida en que las diversas culturas poseen diferentes cosmovisiones, algunas con puntos 
de encuentro en común, otras marcadamente opuestas. Cada una de las cuales posee cargas 
históricas, económicas, políticas, etcétera, que las definen y signan. Igualmente, dentro del 
ámbito legislativo y jurisprudencial, existen producciones autónomas con base en las 
legislaciones propias, con esquemas procedimentales, estructurales y sustantivos que 
pueden o no ser compartidos por otras comunidades, dependiendo de diversas 
contingencias, lo que hace patente que ante la diversidad, entre y dentro de los pueblos, 
existirá diversidad de concepciones de Justicia. 
 
Igualmente, lo justo y lo injusto hacen parte del día a día en las sociedades. Aún desde 
temprana edad se puede escuchar a los infantes reclamando por justicia en sus relaciones, 
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gustos, creencias, juegos; convirtiéndose estos términos en categorías que serán aplicadas a 
lo largo de su existencia, con mutaciones y adecuaciones, de acuerdo con el proceso 
formativo, educativo, cultural y hasta sentimental de cada cual. Tales categorías, en 
ocasiones, son aplicadas sin reparar en su carga conceptual, o bien, su aplicación parte de 
consensos tácitos dentro de cada comunidad. 
 
Con lo anterior se quiere trazar una línea de partida para el abordaje del concepto de 
Justicia, teniéndolo como una creación humana y social con consecuencias éticas, y no 
como concepto metafísico, lo que implicará, lógicamente, que su defensa no atenderá a 
universalidades, es decir, no se pretende abogar por una concepción aplicable en todo 
tiempo y lugar, sino que se persigue la identificación de una concepción que pueda llegar a 
ser útil para la discusión en torno a dicha problemática y su posible aplicación práctica. 
 
Distanciamiento de los postulados rawlsianos sobre el concepto de Justicia 
 
Abordando entonces a los principales teóricos de la filosofía política, se encuentra el debate 
John Rawls-Amartya Sen. La producción literaria del primero contribuyó enormemente a la 
actualización de la problemática en torno al concepto de la Justicia desde la década de 
1970,
1
 y ha procurado encuentros teóricos que incluyen trabajos desde la filosofía, el 
derecho, la sociología y la economía. En este último ámbito es donde se encuentra el 
magistral trabajo de Amartya Sen, quien exalta al primero como influencia general en torno 




En el presente trabajo se procurará un distanciamiento de los postulados de John Rawls, 
principalmente por tres razones, a saber: i) la defensa, por parte de Rawls, de una 
concepción de justicia desde la corriente filosófica del institucionalismo trascendental; ii) 
las ideas de la “posición inicial” y del “velo de ignorancia”, presentes en sus trabajos, desde 
                                                          
1
 Cfr. POGGE, Thomas. John Rawls: una biografía. En: Revista Co-Herencia. Volumen 7. Número 12. 
Medellín. Colombia. Enero – junio 2010. 
2
 Cfr. SEN, Amartya. La idea de la justicia. Distribuidora y editora Aguilar, Altea, Taurus, Alfaguara S.A. 
Bogotá, D.C. Colombia. 2010. Pp. 81 y ss. 
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Justicia como equidad y hasta su Liberalismo político, que representan inconvenientes 
prácticos que ponen en tela de juicio su aplicabilidad, y iii) la idea de la equidad, como 
primer punto de referencia para la construcción de una concepción de Justicia en Rawls, 
parte de la hipótesis de relaciones equitativas en un “estado de naturaleza” que dan lugar al 
surgimiento del concepto. Se pasa, entonces, a exponer el sustento de las razones que 
marcan el distanciamiento enunciado. 
 
El abordaje rawlsiano del concepto de Justicia desde el institucionalismo trascendental 
representa una de las principales críticas que Amartya Sen efectúa en La idea de la justicia, 
y signa el distanciamiento metodológico del economista, en cuanto expresa que la adopción 
de un punto de partida como el de Rawls (el cual guarda estrecha cercanía con las 
posiciones de Hobbes, Locke, Rousseau y Kant) tiende a un abordaje del concepto en aras 




Tal tendencia se ocupa, principalmente, en indagar una suerte de principios y fórmulas para 
otorgar un sustento teórico con vocación de universalidad, aplicable a diversas sociedades 
en todo tiempo y lugar, desconociendo, tal vez, la gran carga que representa la diversidad 
cultural, histórica, política, económica, entre otras. Esta crítica pone de manifiesto que 
pretender dejar sentadas unas bases universalizables presupondría cierto tipo de identidad 
entre las preferencias de los diferentes pueblos, lo que resulta de poca utilidad en la práctica 
ante la diversidad, y hace que las cavilaciones se queden en el marco de lo puramente 
metafísico. 
 
Por su parte, Amartya Sen opta por un abordaje pragmático del concepto de justicia, de 
mayor coincidencia metodológica con las corrientes argumentativas de Smith, Bentham, 
Marx y Mill, es decir, el tratamiento que este da al problema de la concepción de justicia 
partirá de un doble efecto, a saber: a través de una técnica comparativa (en lugar de una 
trascendental), y centrándose en las realizaciones reales de las sociedades estudiadas, más 
que en las instituciones y las reglas.
4
 
                                                          
3
 Cfr. Ibíd. P. 40.  
4




Esta última corriente resulta palmariamente más útil para la búsqueda de la materialización 
de la eficacia en el tratamiento de la Justicia, toda vez que los esfuerzos podrán 
encaminarse ya no a una producción estructural y/o deontológica, sino a la generación de 
elementos, más o menos útiles, para abordar problemas prácticos, lo que, si bien no 
ofrecerá una teoría aplicable en todo tiempo y lugar, permitirá cavilaciones y técnicas de 
argumentación que podrán ser traslapadas a diferentes estadios y/o comunidades, con lo 
cual Sen procurará sustituir preguntas como ¿qué serían las instituciones perfectamente 





Así pues, dado que el giro propuesto por Sen ofrece mayor utilidad y se presenta más afín a 
una filosofía pragmática, en la medida en que, de acuerdo con él, la identificación de una 
alternativa trascendental no ofrece solución al problema de comparar dos alternativas no 
trascendentales,
6
 la dinámica propuesta por Sen será la que se adopte para el desarrollo del 
presente trabajo, aclarando desde ya que la contribución al debate se procurará a partir de la 
justicia distributiva, teniendo como norte los postulados de las corrientes comunitaristas del 
anarquismo de Pierre Joseph Proudhon y Michael Walzer. 
  
La segunda de las razones del distanciamiento representa el ítem que más producciones, a 
favor y en contra, se encuentran respecto de las teorías de Rawls, quien tampoco escapó al 
ojo crítico de Sen. No obstante, a continuación se presentará la problematización efectuada 
a partir del pragmatismo de Richard Rorty y la etapa tardía de Hans Kelsen, expuesta en el 
artículo “Contingencias de la justicia: para problematizar la teoría de la justicia de J. 
Rawls”, donde se expone la tensión de estos conceptos centrales de Rawls como riesgosos 
al tenerse como una  
 
[...] pretensión cargada de contenido metafísico, donde se apuesta todo a la imparcialidad y 
objetividad de un grupo determinado de personas que deciden, libremente y sin finalidades 
egoístas, asociarse. (…) Ese tinte utópico puede llevar a que se pase de una racionalidad a 
un racionalismo, y a otorgar una infalibilidad desmedida a individuos, sin comprender que 
                                                          
5
 Cfr. Ibíd. P. 41. 
6
 Ibíd. P. 48. 
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las situaciones históricas, familiares y culturales, así como las situaciones políticas, pueden 




En tal clave, las razones de este segundo distanciamiento estriban en que bajo la idea de 
una “posición inicial”, velada por el “manto de la ignorancia” se está otorgando un poder 
fundante a seres finitos y contingentes, quienes paradójicamente deben privarse de sus 
propias cargas históricas, familiares y sociales para el establecimiento de principios y 
reglas, siendo que cargas como las enunciadas, está demostrado empíricamente, resultan ser 
la base de muchos de los progresos en materia de la determinación de reglas y principios, 
tal como ocurrió en las diversas coyunturas históricas que dieron lugar a avances 
democráticos y a la conquista de derechos a nivel mundial, como la Revolución francesa y 
la consecuente Declaración Universal de los Derechos del Hombre, en reacción con los 
modelos feudales;
8
 la constitución de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), a 
partir del reconocimiento de la lucha de clases que representó injusticias, miserias y 
privaciones de derechos de gran número de seres humanos;
9
 o la propia Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948, consecuencia de las atrocidades y 




El tercer y último punto de discrepancia, que estriba en la idea de la equidad como punto de 
partida para la construcción de una concepción de justicia, resulta ser clave en la 
argumentación de Rawls en cuanto idea o precepto fundacional, y aspira a ser previa al 
desarrollo de los principios de la justicia.
11
 Tal idea, además, es rescatada y aceptada por 
Amartya Sen para su estudio sobre el problema de la justicia, otorgando una definición del 
concepto de equidad, de muchas posibles, en los siguientes términos:  
 
                                                          
7
 CARDONA GIRALDO, José C. Op. Cit. P. 53. 
8
 A este respecto puede consultarse a CLEMENTE, Isabel, en: La Revolución Francesa como revolución 
burguesa: Albert Soboul y Michel Vovelle. Historia Crítica, Revista del Departamento de Historia de la 
Universidad de Los Andes. Santa Fe de Bogotá. Colombia. 1989 
9
 Cfr. Preámbulo Constitución de la OIT, consultado en: 
http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:62:0::NO:62:P62_LIST_ENTRIE_ID:2453907:NO#A1 
10
 Cfr. Preámbulo Declaración Universal de los Derechos Humanos, consultada en: 
http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/ 
11
 Cfr. SEN, Amartya. Op. Cit. Pp. 82 – 83. 
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[…] la exigencia de evitar prejuicios en nuestras evaluaciones y tener en cuenta los 
intereses y las preocupaciones de los otros, y en particular la necesidad de evitar el influjo 




El distanciamiento adoptado, tanto respecto de Rawls como de Sen, no atiende a 
desconocer la idea de la equidad como integrante de una concepción de Justicia, sino a que 
aquellos la identifican como punto de partida, y no como meta. Para Rawls, la equidad 
surge como requisito necesario de aquellos seres que participarán en la definición de los 
principios y reglas para la estructuración de la concepción de justicia, es decir, como 
requisito de los sujetos participantes en la “posición inicial”,
13
 y esta última, como se 
expuso más arriba, representa serios inconvenientes para la práctica. 
 
Ahora, el investir la equidad como condición previa y necesaria para aquellas personas que 
definirán la “posición inicial” representaría aplicabilidad para la definición de principios y 
reglas primarias, lo que serviría para el abordaje desde el institucionalismo trascendental, y 
no para un análisis pragmático de la problemática, ya que sería un indicador para 
determinar si los acuerdos iniciales estuvieron signados por la equidad, mas no para evaluar 
si las distribuciones que se realizan resultan o no justas. Como se ve, la cuestión semántica 
tiene implicaciones prácticas, por lo que no es gratuito el distanciamiento, lo cual se podrá 
observar en la posición comunitarista que se defenderá. 
 
Adicionalmente, se procurará un distanciamiento de la concepción de Justicia propuesta por 
Sen, en cuanto este realiza su defensa dando preponderancia a la diferenciación y 
reconocimiento de la población en posición de desventaja. Tal concepto, si bien es exaltado 
y reconocido, sobre todo en lo que se refiere a la igualdad material y no meramente formal 
(que más adelante se abordará), podría resultar insuficiente si se toma como único criterio 
para la distribución de bienes sociales. En tal sentido, se apoya de manera firme la 
necesidad del reconocimiento de la igualdad material en un concepto de Justicia, pero se 
considera que no puede ser tenido como el único criterio para la reconstrucción del 
concepto. 
                                                          
12
 Ibíd. Pp. 83. 
13
 Cfr. RAWLS, John. Teoría de la Justicia. Fondo de Cultura Económica. México, D.F. México. 1997. P. 24 




Una posible reconstrucción del concepto de Justicia 
 
Con las precisiones precedentes se procederá al abordaje del problema de la Justicia, como 
se dijo, desde el comunitarismo anarquista, para lo cual se echará mano de dos obras 
centrales: ¿Qué es la propiedad?, de Pierre Joseph Proudhon,
14
 y Las esferas de la justicia, 
una defensa del pluralismo y la igualdad, de Michel Walzer,
15
 de donde se extraerán los 
conceptos medulares para reconceptualización perseguida, no sin antes presentar una última 
consideración necesaria respecto del contractualismo. 
 
Si bien en el presente trabajo se ha efectuado una oposición enconada respecto del 
contractualismo rawlsiano (como se pudo observar a lo largo del primer capítulo), es 
preciso señalar que no se rechaza todo tipo de contractualismo, sino que se opta por una 
concepción más afín a la corriente comunitarista, como la defendida por Walzer: “un 
acuerdo para redistribuir los recursos de los miembros en arreglo a una noción compartida 
de necesidades, sujeto a continua determinación política de sus detalles”
16
, y se opta por tal 
acepción, en la medida en que representa un punto de partida para la idea de asociatividad, 
pero tal contrato no representará acuerdos pétreos, a diferencia de la postura rawlsiana. 
 
El abordaje desde Proudhon. 
 
Esta última consideración resulta necesaria en la medida en que, como se explicó al inicio 
del presente capítulo, se pretende adelantar el estudio del concepto de Justicia no desde una 
fundamentación, sino como fenómeno social, como constructo social y concepto transversal 
a las ciencias sociales y humanas, lo que llevará, necesariamente, a evaluar el fenómeno de 
la sociabilidad, el cual, para Proudhon, representa la base para la construcción del concepto 
de Justicia, fenómeno que tiene tres escenarios o grados concretos: i) el instinto de 
                                                          
14
 PROUDHON, Pierre Joseph. ¿Qué es la propiedad? Libro electrónico recuperado de 
www.cgt.es/biblioteca.html. Noviembre de 2001. 
15
 WALZER, Michael. Las esferas de la justicia, una defensa del pluralismo y la igualdad. Fondo de Cultura 
Económica. México, D.F. México. 1993. 
16
 WALZER, Michael. Op. Cit. P. 93.  
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supervivencia, tanto de la especie como del individuo, acompañado del raciocinio; ii) el 





i) La asociación, en el hombre como en otros animales, parte de un instinto de 
supervivencia, siendo esta asociación un pilar para la continuidad de la especie ante 
ataques, condiciones meteorológicas o climáticas, búsqueda de alimentos, entre otras 
necesidades. Para el humano este instinto se mantiene y presenta una connotación 
adicional: la supervivencia como individuo, lo cual se desarrolla a partir de la intervención 
del raciocinio, pero finalmente no altera en nada el hecho de que aquella sociabilidad 
instintiva sea plenamente compartida con los demás animales, aunque sí cobra significancia 
en dos aspectos: primero, en cuanto se toma conciencia y se calcula lo perjudicial que 
resultaría atentar contra tal instinto de sociabilidad (tanto en lo individual como en lo 
colectivo), y segundo, en tanto que la afectación del instinto permite deducir 




ii) El reconocimiento del otro como semejante, capaz, por lo menos potencialmente de 
padecer sufrimiento, dolor, amor, alegría, representa el segundo grado de sociabilidad 
identificado por Proudhon, y es enunciado como sentimiento de simpatía o atracción de 
seres sensibles, que, por cierto, tampoco genera una especial característica diferenciadora 
entre el humano y otros animales, salvo por la capacidad de reflexionar sobre el particular, 




En este apartado se evidencia una correspondencia asombrosa con los postulados 
pragmatistas de Richard Rorty
20
, quien defiende una concepción de la justicia contrapuesta 
a la de la filosofía moral promovida por Kant. Este último da por sentado que el concepto 
de Justicia parte de la razón, mientras que el de lealtad deviene de los irracionales 
sentimientos. En respuesta, el filósofo estadounidense propone un giro radical al entender a 
                                                          
17
 Cfr. PROUDHON, Pierre. Op. Cit. Pp. 133 y s.s. 
18
 Cfr. Ibíd. P. 135. 
19
 Cfr. Ibíd. P. 137. 
20
 Es de resaltar que la obra que se sigue del teórico francés data de 1840. 
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la justicia como la ampliación de los lazos de solidaridad, o como solidaridad más amplia, 
de la siguiente manera:  
 
La idea de obligación moral universal de respeto a la dignidad humana es reemplazada por 
la idea de lealtad a un grupo muy amplio: la especie humana. La idea de que la obligación 
moral se extiende más allá de la especie, hacia un grupo aún más amplio, se convierte en la 
idea de lealtad hacia todos aquellos que, como uno mismo, pueden experimentar dolor (…) 




Este reconocimiento del otro, en términos de igualdad material y no meramente formal, 
resulta de vital importancia dentro de una concepción de Justicia, ya que la negación del 
otro como semejante, o lo que es lo mismo, la deshumanización de la “contraparte”, abre la 
puerta para el desconocimiento y privación de derechos y garantías, justifica el trato 
desigual en perjuicio del otro y puede dar lugar a atrocidades como las verificadas en 
Bosnia expuestas en el capítulo segundo del presente trabajo. 
 
Adicionalmente, este reconocimiento permite efectuar discriminaciones positivas o 
asertivas, en aras de lograr materializar efectivamente la igualdad para personas que se 
encuentren en condiciones especiales y que ameriten un trato diferenciado. Para el caso 
local, la ley 1346 de 2009, mediante la cual se aprueba la Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
incluyó normativamente este tipo de mecanismos,
22
 y, en su revisión de constitucionalidad 
por parte de la Corte Constitucional, se presenta un barrido histórico sobre el concepto y 
una definición concreta, siendo esta última del siguiente tenor:  
 
[…] acciones afirmativas, denominación que, como es sabido, alude a todas aquellas 
medidas políticas o decisiones públicas a través de las cuales se establece un trato 
ventajoso, y en cuanto tal formalmente desigual, que favorece a determinadas personas o 
                                                          
21
 RORTY, Richard. La justicia como lealtad ampliada. En: Pragmatismo y Política. Paidós. Barcelona. 
España. 1998. Pp. 109 – 110. Igualmente esta posición sobre la justicia es ampliada en: RORTY, Richard. El 
pragmatismo, una versión. Ariel S.A. Barcelona. España. 2000. 
Por otra parte, en CARDONA, José, Contingencias de la…, esta posición pragmatista rortyana, apoyado 
además en los planteamientos de Hans Kelsen, fue uno de los insumos para la problematización de la Teoría 
de la Justicia de John Rawls, donde, a partir de ejemplos hipotéticos, se ahonda en esta concepción de la 
justicia. 
22
 Se resalta que el mecanismo de discriminación positiva o asertiva en Colombia se había desarrollado 
anteriormente por vía jurisprudencial en sentencias de la Corte Constitucional colombiana como: C – 964 de 
2003 o C – 667 de 2006 
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grupos humanos tradicionalmente marginados o discriminados, con el único propósito de 




iii) La equidad o proporcionalidad social es el punto en el que se identifica un avance 
respecto de la propuesta pragmatista rortyana, ya que de este último grado de sociabilidad 
se logra extraer el culmen de la propuesta comunitarista proudhoniana en torno al concepto 
estudiado. En tal clave, en la distribución con vistas a la equidad, se logra identificar real y 
materialmente al asociado dentro del pacto social mutual, en el cual el hecho de ser 
asociado aplica para toda producción, ergo, para todo consumo, y a su vez, la desigualdad o 
divergencia de facultades, y la especialidad de funciones, requieren ser compensadas en la 
asociación,
24
 compensación que implica una indemnización desde la sociedad a favor de su 
productor en virtud de haberle encomendado una obra que requiere de la especial 
destinación de su talento, haciendo necesario que el productor se separe de su función 
industrial para atender la obra encomendada.
25
   
 
Ahora bien, se afirma que para Proudhon el concepto de equidad permite diferenciar al real 
asociado, esto es, respecto de relaciones como las de esclavo/esclavista, bestia/amo y 
obrero/capitalista; y se diferencian de los asociados, en la medida en que los primeros 
(esclavo, bestia, obrero) producen para los segundos (esclavista, amo, capitalista), pero 
estos últimos no participan con los primeros de los productos en un sentido de equidad en 





Para abordar el concepto de la equidad, Proudhon y Walzer someten a escrutinio tres 
máximas distributivas, a saber: la máxima de Saint-Simón que reza: “a cada uno según su 
capacidad, y a cada capacidad según sus obras”; la máxima de Fourier: “a cada uno según 
su capital, su trabajo y su capacidad”, y la máxima marxista: “cada quien de acuerdo con su 
capacidad, a cada quien de acuerdo con sus necesidades”. Las dos primeras son revisadas 
por Proudhon, y la última por Walzer, y en tal orden se expondrán a continuación, no sin 
                                                          
23
 Corte Constitucional colombiana. Sentencia de constitucionalidad C – 293 de 2010.  
24
 Cfr. PROUDHON, Pierre. Op. Cit. Pp. 142 – 146. 
25
 Cfr. Ibíd. P. 97. 
26
 Cfr. Ibíd. Pp. 137 – 138. 
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antes resaltar que la propuesta del primero podría presentar mayores dificultades en su 
aplicación práctica en la actualidad, pero tal dificultad puede ser suplida a partir de las 
propuestas de Walzer, que se expondrán más adelante. 
 
Dado que Proudhon rechaza categóricamente la noción de propiedad (como facultad de 
poseer algo, que no como atributo),
27
 y siendo que los réditos del capital solo se producen 
en virtud del derecho de ocupación, el autor analiza que Fourier y sus seguidores tienen a la 
propiedad como fruto del trabajo, pero la rechazan como consecuencia de la ocupación, por 
lo que el ingrediente de capital contenido en la segunda máxima enunciada es eliminado 
por sustracción de materia, quedando por abordar lo concerniente a las capacidades y al 




Respecto del trabajo (o las obras fruto del trabajo), para que sea criterio de distribución, 
debe partirse de la igualdad en el intercambio dentro del modelo mutualista, donde a los 
bienes sociales se les adjudicaría el valor de cambio en atención a la cantidad de trabajo y 
de insumos requeridos para producirlos, y la retribución se efectuaría con los productos o 
frutos del trabajo de los demás. Ahora bien, dado que las materias explotables son 
limitadas, resulta imperativo que el trabajo sea dividido por el número de trabajadores. 
Siendo estas las condiciones, una retribución mayor a favor de un trabajador implicaría la 




                                                          
27
 Precisamente, es a partir de la intensa revisión que practica el teórico respecto de la propiedad, que se logra 
estructurar la concepción de justicia que se está reconstruyendo, por lo que el abordaje de la propiedad como 
imposible requeriría ser estudiada a fondo en un trabajo aparte. Así las cosas, se pasa a exponer los 
lineamientos más cruciales, extraídos de los tres primeros capítulos de la obra que se sigue, a riesgo de que 
sea una exposición demasiado simplificada: la propiedad sobre la tierra resulta injusta, inequitativa, arbitraria 
e imposible, pues la tierra, al ser un recurso natural, no creado por el hombre, es imposible de apropiación si 
no es en desmedro o privación de otros. Así, si se entiende el derecho de propiedad como fruto de la 
ocupación primitiva, tal ocupación no cuenta con una explicación lógica, pues el derecho de ocupación es 
igual para todos, no dependiendo de la voluntad, sino de acuerdo con las variables del espacio y del número 
de extensión de tal derecho. Al no ser la tierra un recurso renovable, sino finito, su apropiación resulta 
inequitativa. Si su acceso tiene fundamento en el trabajo, todo trabajador debería tener igual acceso a la tierra, 
lo cual no se verifica en absoluto, y de allí la lucha de clases. Y, por último, al entender los bienes como de 
interés social general, se hacen imprescriptibles y no susceptibles de negociación. 
28
 Cfr. PROUDHON, Pierre. Op. Cit. Pp. 81 – 83. 
29
 Cfr. Ibíd. Pp. 83 – 86. 
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Proudhon procede a verificar las capacidades, ingrediente adicional de las máximas en 
revisión. En este punto se debe reiterar que la igualdad por la que se pugna en las 
posiciones estudiadas se trata de una igualdad material, y no meramente formal, por lo que 
se reconoce, de entrada, la diversidad de facultades y capacidades. Así, entonces, no se 
desconocen los talentos ni las destrezas existentes, sino que se defienden como evidentes y 
necesarias, dado que existen funciones tan especiales que requieren de talentos también 
especiales. De no reconocerlos ni promocionarlos, se le exigiría al productor más allá de 




No obstante, la diversidad de talentos en clave de equidad no puede ser base para una 
distribución desigual, lo cual parte de dos elementos: las funciones y las relaciones. El 
primer elemento implica que cada trabajador tiene la capacidad de realizar las obras que se 
le confíen, y dada la multiplicidad de obras necesarias, debe existir multiplicidad de 
talentos para realizarlas, lo que hace que ningún trabajo sea superior al trabajador mismo. 
En esta clave, se promueve la división del trabajo fundado en la especialidad de aptitudes. 
Si no se efectuara tal división, y se midieran todas las aptitudes con el rasero de la igualdad 
formal, los trabajos más odiosos y repugnantes deberían ser los mejor retribuidos, pues 
nadie querría realizarlos de manera libre, lo cual atenta contra la igualdad social tanto como 




El segundo elemento, las relaciones, requiere de la igualdad y la libertad, pues las 
transacciones que se efectúen en un sistema mutual serán operaciones de comercio, y como 
tal se demanda que en ellas no se verifiquen ventajas indebidas de una parte respecto de la 
otra, o sea, que no haya provecho de uno en perjuicio del otro (igualdad), y que el acto de 
intercambio, el acto de comercio, se realice sin ningún tipo de violencia o fraude, y con 
pleno conocimiento de los pormenores de la transacción, en lo cual se basará la decisión de 




                                                          
30
 Cfr. Ibíd. Pp. 88 – 89. 
31
 Cfr. Ibíd. P. 88. 
32
 Cfr. Ibíd. P. 89. 
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En tal clave, ni la diferenciación del trabajo ni de las capacidades, desde Proudhon, podrán 
ser criterios únicos de distribución, puesto que, como el hombre aislado no puede atender 
sino a una parte de sus necesidades, no hay hombre que no viva del producto de infinidad 
de industrias diferentes, las que, a su vez, exigirán capacidades y talentos diferentes. En 
este orden de ideas, el consumo de cada asociado estará facilitado por la producción de 
todos los demás, y su producción facilitará el consumo de los otros, convirtiéndose cada 
producto particular en producto común. Así pues, todas las industrias constituyen, por sus 




Por su parte, Walzer somete a tensión la máxima marxista en cuanto que el hecho de 
promover una distribución de bienes y/o trabajo de acuerdo con cualidades individuales 
(capacidades) no necesariamente implica que tales capacidades estén alineadas con la 
necesidades del individuo capacitado, como por ejemplo en el caso de que todas las 
necesidades materiales del individuo se encuentren cubiertas y no necesite en absoluto 
desarrollar el trabajo para el cual se encuentra calificado. Ahora bien, si se presenta un 
escenario en el que exista multiplicidad de individuos capacitados, y todos ellos presenten 
la necesidad no material de trabajar, tal necesidad no implicará distinción entre ellos que 
permita realizar la distribución en tal o cual sentido. Adicionalmente, el criterio de 
necesidad no permite ser traslapado a otro tipo de bienes que, en estricto sentido, no se 




Desde los diferentes grados de sociabilidad, y en especial desde la equidad o 
proporcionalidad social en la justicia distributiva, se pueden vislumbrar acercamientos 
clave para abordar dos preguntas medulares: ¿qué se ha de distribuir?, y ¿cuál será el 
criterio de la distribución? Desde Proudhon se podría otorgar respuesta a tales 
interrogantes, más o menos, de la siguiente manera: se distribuirán los bienes sociales, o 
productos generados a partir del pacto social mutual, o sea, los productos de los trabajos 
mancomunados tendientes al sostenimiento de la asociación. Tal distribución dentro de la 
sociedad, que está conformada con miras a la comunidad de pérdidas y de ganancias, 
                                                          
33
 Cfr. Ibíd. Pp. 99 – 100. 
34
 Cfr. WALZER. Michael. Op Cit. P. 38. 
74 
 
implica la producción de cada uno de los asociados, no para sí, sino para la sociedad 
misma, repartiendo los productos, entonces, no en virtud de la calidad de productor, sino en 
virtud de la calidad de asociado, de donde devendrán derechos y obligaciones, 




Ahora, teniendo como criterio de distribución la condición igual de trabajo, y aceptando los 
dos primeros grados de sociabilidad arriba expuestos (instinto de supervivencia y 
reconocimiento del otro como semejante), podría verificarse una dificultad en el criterio de 
distribución proudhoniano, ya que estos dos primeros grados podrían generar choques al 
momento de la distribución en clave de equidad, dadas las preferencias que pueden 
implicar, máxime cuando tales grados de sociabilidad están más cercanos a la animalidad 
de las personas.  
 
Para abordar esta problemática se partirá del siguiente postulado:  
 
[...] en el seno de la universalidad social existen para cada uno de nosotros tantas sociedades 
particulares como individuos, y en virtud del principio mismo de sociabilidad debemos 
llenar las obligaciones que aquellas nos imponen según el orden de proximidad en que se 




Este postulado de multiplicidad de sociedades o asociaciones puede ser ilustrado también 
desde la exposición de Richard Rorty, según la cual “conocemos mejor nuestra familia que 
el pueblo, el pueblo que la nación, la nación que la humanidad en general, el ser humano 
que una simple criatura viviente”,
37
 es decir, el vínculo asociativo dentro de una gran 
comunidad está mediado por diversidad de comunidades singularizadas, respecto de las 
cuales existen lazos de proximidad, algunos más estrechos que otros. 
 
La solución a la dificultad se plantea teniendo claro que cada sociedad particular contendrá 
diversos grados de preferencia (por amistad, por familiaridad, por vecindad, etcétera), pero 
la facultad de preferencia solo puede ejercitarse en el evento de que se trate de cosas que 
                                                          
35
 Cfr. PROUDHON, Pierre. Op. Cit. Pp. 139 – 141. 
36
 Ibíd. P. 140. 
37
 RORTY, Richard. El pragmatismo... P. 231. 
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nos son propias y personales, como el amor, el aprecio, los lazos de sangre, y que podrían 
concederse a todos a la vez y por diversos grados de cercanía, pero tal facultad no puede ir 
en contra del pacto social, en cuanto no puede dársele prevalencia a una afinidad de estos 




Si bien las propuestas proudhonianas permiten dilucidar varias herramientas clave para la 
reconstrucción del concepto de Justicia que se persigue en la presente investigación, el 
concepto de bienes sociales resulta un poco abstracto, y el criterio de distribución propuesto 
se contrae al trabajo libre e igualitario, puntos estos que limitarían mucho la aplicación a las 
sociedades actuales, por lo que se deberán buscar en la corriente comunitarista otras 
herramientas que permitan una actualización de aquellas categorías de bienes y criterios 
para su distribución, donde serán de gran ayuda los postulados de Walzer, especialmente 
desde el reconocimiento de diversidad de esferas dentro de la justicia distributiva. 
 
El abordaje desde Walzer 
 
Walzer basa su obra en el criterio del igualitarismo político, categoría que pugna por una 
sociedad libre de dominación, es decir, donde se elimine el control de los medios que 
permiten el dominio sobre otros, resaltando siempre la diversidad, tanto dentro de las 
sociedades como entre ellas, y lógicamente entre los individuos. Este criterio de igualdad 
reconoce las contingencias históricas, temporales, geográficas, políticas, etcétera, de las 
personas y de las sociedades; reconoce también la pluralidad de principios y reglas, y así 
mismo exalta la necesidad del reconocimiento mutuo en términos de solidaridad. Tales 
reconocimientos resultan la base para la defensa de un concepto de Justicia desde el 




Ahora bien, en aras de dar respuesta a los interrogantes arriba formulados, ¿qué se ha de 
distribuir?, y ¿cuál será el criterio de la distribución?, Walzer pasa a proponer una teoría de 
los bienes, entendiendo que estos son concebidos, producidos y luego distribuidos, siendo 
                                                          
38
 Cfr. PROUDHON, Pierre. Op. Cit. P. 140.  
39
 Cfr. WALZER, Michael. Op. Cit. Pp. 9 – 13. 
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este último campo el que ofrece mayores complicaciones dada la pluralidad de 
posibilidades distributivas, pero sentencia que la distribución estará signada, precedida y 





En primer término, la concepción y la creación de bienes se tienen como procesos sociales, 
en virtud de lo cual, en diferentes sociedades, tendrán significaciones diferentes, pudiendo 
ser valorados o despreciados por diversas causas. Este punto implica dos postulados: i) que 
los bienes, dada su concepción y creación, serán siempre bienes sociales, y ii) que su 
valoración social no se dará por razones privadas o sentimentales, así como tampoco a 
partir de las peculiaridades exclusivas de los bienes, sino a partir de significados 
compartidos. Estos procesos sociales de concepción y creación, al estar cargados de 
significancias, repercuten en las identidades y en las relaciones de los individuos y serán la 




Precisamente aquella contingencia social en los procesos de concepción y creación de 
bienes conlleva a que no pueda existir un único conjunto de bienes primarios, aún dentro de 
una misma sociedad, en los ámbitos de la moral y de lo material, lo que implicará, a efectos 
de la distribución, que se deban separar los bienes básicos de cualquier carga de significado 
particular y consecuentemente vedarle cualquier propósito particular a la distribución, 
logrando así que las transacciones sobre los bienes y los criterios y reglas para su 




Para este fin se debe exaltar el hecho de que tales significancias, así como los criterios para 
llevar a cabo las distribuciones, poseen un carácter histórico, pues varían con el tiempo. 
Todo lo anterior lleva a inferir que, dados los diversos significados, las distribuciones 
deberán ser autónomas, por lo menos relativamente, sin perder de vista que la distribución 
en una esfera distributiva podría afectar a otra, y la prevención de esta afectación será lo 
                                                          
40
 Cfr. Ibíd. P. 20. 
41
 Cfr. Ibíd. P. 21. 
42
 Cfr. Ibíd. Pp. 22 – 23. 
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Nótese que en este punto se introdujo un nuevo concepto, el de la autonomía, el cual deberá 
ser abordado, toda vez que presenta afinidad con el de equidad de Proudhon arriba 
expuesto, pues a través de tales conceptos estos teóricos buscan materializar las 
distribuciones justas, procurando que los criterios distributivos se planteen de forma tal que 
no se sacrifique la igualdad material en las relaciones y transacciones en sociedad, así como 
tampoco la libertad en el intercambio, es decir, como punto de llegada, y no de partida, para 
la realización del concepto de Justicia, que, como se anunció,  representa el tercer punto de 
distanciamiento de las posiciones rawlsianas, y, en cierta medida, de la concesión que Sen 
otorga a Rawls.  
 
La autonomía reclamada desde la propuesta walzeriana atiende a un control de la 
distribución de los bienes en las diferentes esferas o ámbitos sociales, identificando que las 
principales usurpaciones de la autonomía se presentan en los eventos en que se materializan 
condiciones como el predominio y el monopolio. El predominio de un bien, o de un 
conjunto de bienes, implica que este es determinante de valor en todas las esferas de 
distribución, mientras que el monopolio implica que una persona o un conjunto de personas 
detentan la posesión del bien o bienes dominantes, y mantienen su significancia o valor por 
la fuerza y/o la cohesión de estas personas o conjunto, por lo cual el problema de la 




Tal conflicto social se podrá presentar, entre otras posibles variantes, en tres estadios, a 
saber: que se rechace el monopolio por injusto, que se rechace el predominio por injusto, o 
que se rechace el esquema existente de predominio y monopolio, también por ser injusto. 
Para abordar este tipo de problemáticas, Walzer propone dos opciones en defensa de la 
igualdad: la Igualdad Simple
45
 y la Igualdad Compleja. La primera de ellas atiende a la 
                                                          
43
 Cfr. Ibíd. Pp. 22 – 24. 
44
 Cfr. Ibíd. Pp. 24 – 25. 
45
 Tal ecuación en materia de distribución, en términos generales, podría ser aplicable a la propuesta de 
Proudhon ya estudiada. 
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identidad de posesiones sobre bienes sociales, por lo que, si se trata de bienes dominantes, 
el hecho de que se posean todos ellos en iguales proporciones permeará todos los ámbitos 
de la vida social, eliminando el conflicto, lo cual requerirá de una continua intervención 




Así pues, de optar por esta Igualdad Simple, la esfera de la política se convertiría en el bien 
predominante, y los conflictos sociales se verificarían en torno a la monopolización de la 
dirección del Estado, lo cual podría combatirse a partir de modelos en los que el poder 
político pueda compartirse de la manera más amplia posible (opción democrática), y a 
partir de la imposición de barreras constitucionales para restringir a los propios agentes 
estatales restrictores. Sin embargo, se mantendría latente el riesgo del predominio de esa 






La Igualdad Compleja, por su parte, no atiende a la identidad de posesiones, sino a las 
intrincadas relaciones que surgen en virtud de la concepción, la producción y el intercambio 
de los bienes sociales, momentos que, como se expuso, responden a diversas cargas 
históricas, sociales, culturales, etcétera, y por ello adquiere su complejidad, es decir, en la 
medida en que no podría identificarse una única categoría de bienes sociales primarios, ni 
un único criterio de distribución, por las contingencias que ambas contienen, y se requerirá 




Sin que Walzer reste importancia a la Igualdad Simple, la propuesta tiende a adoptar a la 
Igualdad Compleja como la ruta metodológica a seguir, pues dentro de esta, finalmente, 
tendrá lugar la aplicación de la Igualdad Simple para determinados bienes y momentos de 
distribución, sin que se agote toda evaluación en ella. Así pues, la Igualdad Compleja 
permitirá un abordaje más crítico y pormenorizado de los bienes y criterios de distribución, 
no para todo el abanico de bienes y sociedades en todo tiempo y lugar, pero sí permitiría 
traslapar criterios y métodos a diversas sociedades, lo que ofrece mayor utilidad en clave de 
                                                          
46
 Cfr. WALZER, Michael. Op. Cit. 26 – 31. 
47
 La definición de tiranía será abordada más adelante, pues previamente se deberá exponer la segunda opción 
de la igualdad propuesta.  
48
 Cfr. Ibíd. Pp. 28 – 29. 
49
 Cfr. Ibíd. P. 31. 
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eficacia, ya que, al repensar el conjunto de relaciones que dan lugar a la concepción de 




Siendo entonces la pretensión del comunitarismo anarquista el enfrentar toda clase de 
dominación, esta corriente efectúa una oposición a la tiranía, entendiendo este concepto 
como “el desbordamiento de alguna frontera particular, o la violación de un significado 
social en particular”,
51
 concepto que también es expuesto apelando a Pascal, así: “La tiranía 
es el deseo de obtener por algún medio aquello que solo puede ser obtenido por otros 
medios…”,
52
 por lo que la propuesta tiende a que, a través de la justicia distributiva, se 
logre la interpretación de los significados sociales otorgados a los bienes sociales, buscando 




En tal sentido, el ingrediente de la autonomía entre las esferas de distribución es presentado 
(en una de muchas posibles acepciones) como principio del siguiente tenor:  
“ningún bien social X ha de ser distribuido entre hombres y mujeres que posean algún otro 
bien Y simplemente porque poseen Y sin tomar en cuenta el significado de X”, pero insta a 
que, para abordar el compartimiento y la división, se deban examinar las distintas esferas 




Un abordaje conjunto 
 
Con el camino recorrido se han recopilado herramientas suficientes para proponer una 
reconceptualización de la Justicia en términos de justicia distributiva en el ámbito del 
comunitarismo, para lo cual se conjugan las posiciones de Proudhon y de Walzer, alineados 
con la corriente pragmática de Rorty y Sen, y se guarda distancia de posiciones que lleven a 
un institucionalismo trascendental, es decir, sin pretensiones universalistas o 
universalizables, sino con miras a aplicaciones pragmáticas que puedan, de cierta manera, 
ser traslapables a diversos estadios o situaciones, concepción que se propone así: 
                                                          
50
 Cfr. Ibíd. P. 32. 
51
 Cfr. Ibíd. P. 40. 
52
 PASCAL, Blaise. Pensées. Citado por Walzer. Op. Cit. P. 31. 
53
 Cfr. WALZER, Michael. Op. Cit. P. 32. 
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La justicia es la base para el constructo de una sociedad equitativa. Conjuga el instinto de 
asociación para la supervivencia de la especie y del individuo, y propende por el 
reconocimiento del otro como un semejante en clave de igualdad material (en tanto se 
reconozca y garantice la diversidad y el acceso a los bienes sociales), acompañado de una 
reflexión intensa sobre lo perjudicial de las consecuencias de actuar atentando en contra del 
instinto de asociación y de aquel identificado como semejante. Tal identificación parte, en 
un primer momento, de la ampliación de los lazos de solidaridad más allá de la propia 
especie, concibiendo al otro como parte de un nosotros. 
 
El reconocimiento del otro también se da en clave de lo asociativo, es decir, al identificarlo 
como asociado, tanto en materia de pérdidas como de ganancias. En este momento se deben 
procurar relaciones de equidad o proporcionalidad social, a través de la exaltación de 
sentimientos de generosidad, reconocimiento y amistad, con la finalidad de promocionar y 
preservar la igualdad, es decir, cuidando de que la generosidad no desborde en servilismo y 
asistencialismo; que el reconocimiento de talentos, virtudes, destrezas y/o fuerzas no lleve a 
la opresión o tiranía, y que la amistad y el amor sean base para el reconocimiento del 
semejante, sin que primen estos sentimientos sobre la razón o el derecho ajeno. 
 
Así, entendiendo que relaciones entre asociados tienen tantas dimensiones como individuos 
existan, los productos de tal asociación atienden a cargos, bienes, derechos y obligaciones 
que cobran significados especiales en virtud de la propia interrelación social, o sea, a partir 
de significaciones compartidas, susceptibles de variar de acuerdo con el tiempo, con el 
lugar, con las cargas históricas, políticas, educativas, etcétera. Por su parte, la distribución 
de los productos sociales debe atender a la mayor autonomía posible entre los diversos 
criterios para llevarla a cabo, procurando que la titularidad de determinado cargo o la 
detentación de un bien en particular no signen ni sean determinantes para el acceso a otro 
cargo u otro bien.  
 
Una vez expuesta la anterior propuesta de reconceptualización de la Justicia, se concluirá 
con la advertencia del propio Walzer respecto de los elementos extraídos para esta 
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concepción: dado que el intercambio de los bienes sociales se efectúa a nivel local, pero 
también en fronteras políticas, escenarios donde tanto el monopolio como el predominio 
pueden operar fácilmente, y los significados comunes serán relativos, pues no siempre ni en 
todo lugar podrían ser compartidos, seguramente surgirán diversas dificultades para la 
extensión de la Igualdad Compleja a los escenarios de las relaciones interestatales, por lo 
que su propuesta tiende a revisiones locales, para unidades más pequeñas, ya que en tal tipo 
de unidades será más dable distinguir los significados de los bienes y demarcar las esferas 
distributivas.
 55
 A pesar de esta advertencia, el mismo autor contempla la posibilidad de 
extender la metodología al ámbito global, siempre y cuando no se discurra de manera 




Como puede verse, la Revisión Documental efectuada en el presente capítulo permitió 
incluir nuevos elementos teóricos al debate identificado en el segundo momento del Estado 
del Arte respecto del concepto de Justicia, dando lugar a una participación dialógica dentro 
de la tensión discursiva a partir de las producciones científicas recopiladas y analizadas, de 
donde se extrajeron elementos medulares para la propuesta de reconceptualización del 
segundo nodo de la problemática. Así las cosas, la metodología adoptada para la presente 
investigación resulta útil en tanto que admite la utilización del Estado del Arte no solo para 
verificar los actuales avances respecto del problema de investigación, sino para adelantar 
una intervención activa en la producción de conocimiento.
57
  
                                                          
55
 Cfr. Ibíd. Pp. 42.  
56
 Cfr. Ibíd. Pp. 43.  
57
 En tal sentido, siguiendo a URIBE ROLDAN (Op. Cit. P. 199), el presente trabajo procura conjugar los dos 
tipos de la Investigación Documental: informativa (revisión de información relevante) y argumentativa 





Propuestas de conciliación 
 
Este momento final de la investigación atenderá a la verificación empírica del viraje en el 
modelo interpretativo sobre los Derechos Humanos propuesto en el capítulo segundo, y de 
la reconceptualización de la Justicia lograda en el capítulo tercero, verificación que, de 
acuerdo con el planteamiento del problema central de esta producción, deberá atender al 
criterio de eficacia. Así las cosas, la integración de los conceptos estudiados se adelantará 
desde los ámbitos local (Colombia) y global (Organización de las Naciones Unidas), 
momentos en los que se dará continuidad a la Revisión Documental apelando a los 





Primera fórmula conciliatoria: el ámbito local. La autocracia 
 
En esta primera fórmula se hará caso a las advertencias de Michael Walzer, es decir, se 
propondrá una posible fórmula desde el ámbito local, siendo que en tal escenario resulta 
más dable distinguir los significados compartidos de los bienes y los criterios de 
distribución. En tal clave, se propone una fórmula de conciliación de los conceptos de 
Justicia y de Derechos Humanos aplicable para el Estado colombiano, partiendo de la 
propia Constitución Política como institución que conjuga, en términos generales, una parte 
                                                          
1
 La recopilación e interpretación de normas legales y jurisprudencia se enmarca dentro de la metodología de 
investigación que se sigue, pues el concepto de documento, de acuerdo con URIBE ROLDAN (Op. Cit. P. 
197), ha venido variando, entendiéndose que hoy “la conjunción de cualquier tipo de material susceptible de 
transmitir o proveer información puede ser ya considerado como documento. Ya no sólo se consideran 
documentos a los textos, fotos, películas, etc. sino también a toda aquella información desarrollada y 
contextualizada en forma digital y multimedial, así como todas las nuevas formas de transmisión de 
información como los archivos informáticos y las páginas web.”, y, dado que estamos ante una investigación 
desde de la ciencia del derecho, resulta obligatorio y necesario el análisis de los insumos normativos y 
jurisprudenciales, tenidos dentro de la categoría de Documento. 
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deontológica que contiene principios, derechos y deberes, y una parte orgánica, donde se 
prevén las reglas estructurales del Estado. 
 
La Constitución Política colombiana de 1991, en su preámbulo, exalta una serie de 
principios rectores que se deben desarrollar dentro de un marco jurídico, democrático, 
participativo y pluralista que garantice un orden político, económico y social justo. Para tal 
fin, en primer lugar, se prevé la forma de organización jurídico-política bajo la fórmula 
Estado Social de Derecho, y la organización político-administrativa, donde se establece a 





El estatuir a Colombia como Estado Social de Derecho resulta una previsión de 
significativo avance histórico-político a nivel mundial, pues esta fórmula permea toda la 
construcción normativa, administrativa y jurisprudencial del país, en los ámbitos 
cuantitativo y cualitativo. El primer ámbito se define como Estado bienestar, es decir, como 
Estado que garantiza estándares mínimos de salario, alimentación, salud, habitación, 
educación, asegurados para todos los ciudadanos bajo la idea de derecho y no simplemente 
de caridad. El segundo ámbito es concebido como estado constitucional democrático, o sea, 
como  
 
[R]espuesta jurídico-política derivada de la actividad intervencionista del Estado, fundada 
en nuevos valores-derechos consagrados por la segunda y tercera generación de derechos 
humanos, y se manifiesta institucionalmente a través de la creación de mecanismos de 
democracia participativa, de control político y jurídico en el ejercicio del poder y sobre 
todo, a través de la consagración de un catálogo de principios y de derechos fundamentales 




                                                          
2
 Cfr. Constitución Política de Colombia, preámbulo y artículo 1. 
3
 Cfr. Corte Constitucional colombiana. Sentencia T – 406 de 1992, Magistrado Ponente Ciro Angarita Barón. 
En esta jurisprudencia se efectúa un estudio pormenorizado de la fórmula Estado Social de Derecho desde 
aspectos históricos, políticos y filosóficos, no solo como forma de organización jurídico-política, sino en 
armonía con los principios, derechos, deberes y mecanismos de protección de derechos fundamentales, siendo 
una jurisprudencia base para el abordaje de este importante concepto. 
Para el caso concreto del ámbito de estado constitucional democrático, la Sentencia en comento sigue a 
ARAGÓN REYES, Manuel. Constitución y Democracia. Tecnos, Madrid, 1989. 
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Así pues, la fórmula Estado Social de Derecho se convierte en referente especial para la 
interpretación de todo el texto constitucional, así como para todo el andamiaje normativo 
del país, toda vez que trasciende del ámbito de derechos individuales hacia todo el aparato 
organizativo del Estado, así lo previó la Sentencia T – 406 de 1992 al indicar que  
 
La Constitución está concebida de tal manera que la parte orgánica de la misma solo 
adquiere sentido y razón de ser como aplicación y puesta en obra de los principios y de los 
derechos inscritos en la parte dogmática de la misma. La carta de derechos, la nacionalidad, 
la participación ciudadana, la estructura del Estado, las funciones de los poderes, los 
mecanismos de control, las elecciones, la organización territorial y los mecanismos de 
reforma se comprenden y justifican como transmisión instrumental de los principios y 
valores constitucionales. No es posible, entonces, interpretar una institución o un 
procedimiento previsto por la Constitución por fuera de los contenidos materiales 




Pasando ahora a la organización político-administrativa contemplada en el artículo primero 
de la Carta Política colombiana, la configuración de un estado unitario con autonomía en 
sus entidades territoriales,
5
 la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional,
6
 ha sido 
enfática en reconocer tal autonomía en los términos y con las previsiones de los artículos 1, 
287 y 288 de la Constitución de 1991, es decir, un reconocimiento de la autonomía de las 
entidades territoriales para la gestión de sus propios intereses, siempre dentro de los límites 
de la Constitución y la ley, ejercidas conforme a los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad, reconociendo como derechos mínimos: i) la capacidad de 
gobernarse por autoridades propias, ii) la potestad de ejercer las competencias que les 
correspondan, iii) la facultad de administrar los recursos y establecer los tributos necesarios 





Ahora bien, esta autonomía no es tenida como un absoluto poder soberano de las entidades 
territoriales, sino que es comprendida y desarrollada en un contexto unitario, a partir de 
                                                          
4
 Cfr. Ibíd. 
5
 El artículo 286 de la Constitución Política establece que “Son entidades territoriales los departamentos, los 
distritos, los municipios y los territorios indígenas. La ley podrá darles el carácter de entidades territoriales a 
las regiones y provincias que se constituyan en los términos de la Constitución y de la ley.” 
6
 Los pronunciamientos de la Corte Constitucional datan de 1994, y se extienden hasta el año 2014. Como 
insumos para el presente trabajo se ha optado por las sentencias: C-520 de 1994, C-535 de 1996, C-149 de 
2010, C-937 de 2010 y C-072 de 2014. 
7
 Cfr. Constitución Política de Colombia, artículos 1, 287 y 288. 
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reglas mínimas orientadas a asegurar una articulación entre la protección debida a la 
autonomía territorial y el principio unitario, es decir, que ambos principios resultan ser 
límites recíprocos,
8
 y para los casos en que se presenten competencias compartidas entre el 
nivel central y el nivel descentralizado, se debe apelar a los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad, preservándose las competencias de las entidades territoriales 
en asuntos de interés meramente local, y prefiriéndose las del nivel central en lo que 
trascienda a tal ámbito.
9
 Estos principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad 
son explicados por la Corte Constitucional de la siguiente manera: 
 
Concurrencia: en determinadas materias, la actividad del Estado debe cumplirse con la 
participación de los distintos niveles de la Administración. Tales actividades deben 
atribuirse a distintos órganos, de manera que se garantice el objeto propio de la acción 
estatal, sin que sea posible la exclusión de entidades que, en razón de la materia, estén 
llamadas a participar. Las distintas instancias del Estado deben actuar allí donde su 
presencia sea necesaria para la adecuada satisfacción de sus fines, sin que puedan sustraerse 
de esa responsabilidad. 
(…) 
Coordinación: Presupone la existencia de competencias concurrentes entre distintas 
autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de manera armónica, de 
modo que la acción de los distintos órganos resulte complementaria y conducente al logro 
de los fines de la acción estatal.   
(…) 
Subsidiariedad: como criterio para la distribución y para el ejercicio de las competencias. 
La intervención del Estado, y la correspondiente atribución de competencias, debe 
realizarse en el nivel más próximo al ciudadano. A su vez, las autoridades de mayor nivel 
de centralización solo pueden intervenir en los asuntos propios de las instancias inferiores 





Una vez verificados el tipo y la forma de Estado por que optó el Constituyente de 1991, es 
necesario dar un vistazo a los demás componentes de la parte deontológica de la Carta, 
parte que consagra los fines primordiales del Estado, resalta la soberanía popular, otorga el 
estatus de Norma Fundante a la Constitución Política, reconoce la existencia de derechos 
inalienables, contempla la responsabilidad de los particulares y de las autoridades, exalta la 
diversidad étnica y cultural de la Nación, asume la protección de las riquezas culturales y 
naturales, reafirma la soberanía nacional en las relaciones exteriores, estatuye al castellano 
                                                          
8
 Cfr. Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-072 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
9
 Cfr. Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-937 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
10
 Cfr. Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-149 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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como idioma oficial y reconoce a las lenguas de los grupos étnicos como preponderantes 




Posteriormente, se enuncia todo un decálogo que contiene los derechos, las garantías y los 
deberes, dividiendo los primeros en: i) derechos fundamentales, ii) derechos sociales, 
económicos y culturales y iii) derechos colectivos y del ambiente. Todos estos derechos, a 
su vez, verifican la necesidad de su protección, por lo que se estatuyen diversos 
mecanismos administrativos y judiciales de rango constitucional, como por ejemplo el 
derecho de petición, como instrumento para poner en marcha a la administración; la acción 
de tutela, a efectos de la defensa de los derechos fundamentales, y las acciones populares, 




Por otra parte, se establece la figura del bloque de constitucionalidad, concepto expuesto 
desde la jurisprudencia nacional en el capítulo segundo de este trabajo, en virtud del cual se 
dotan de un rango superior, al nivel de la misma Norma Fundante, a los tratados y 
convenios sobre Derechos Humanos ratificados por Colombia
13
, y además los concibe 
como referente para la interpretación de los derechos y deberes consagrados, sin que se 
agoten tales derechos en un listado taxativo, sino de manera enunciativa, para garantizar así 
que otros derechos inherentes a las personas se incluyan en el rango de fundamentales, aun 




Esta última parte de la previsión deontológica permite evidenciar que los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política colombiana son concebidos como 
derechos inalienables e inherentes a todas las personas, sin distinción alguna por género, 
raza, nacionalidad o preferencias, y los alinea con normas supranacionales contentivas de 
Derechos Humanos, por lo que, desde un punto de vista instrumentalista, al ser la propia 
Norma Fundante la que les otorga un reconocimiento como norma válida a los decálogos de 
                                                          
11
 Cfr. Constitución Política de Colombia, artículos 2 a 10. 
12
 Cfr. Constitución Política de Colombia, artículos 11 a 92. 
13
 En los cuadros anexos 1 y 2 se puede verificar que Colombia ha suscrito y ratificado 8 de los 9 principales 
tratados, siendo la Convención Internacional sobre la protección de derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares el único tratado no suscrito, pero sí adherido. 
14
 Cfr. Constitución Política de Colombia, artículos 93 y 94. 
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los Derechos Humanos, no será necesario entrar a verificar si son o no aplicables en el 
ámbito nacional. 
 
De esta revisión somera de la parte deontológica de la Constitución Política colombiana se 
extraerán los siguientes elementos para la propuesta de conciliación: i) La injerencia de la 
fórmula Estado Social de Derecho en toda la construcción normativa, administrativa y 
jurisprudencial del país. ii) La división político-administrativa consagrada en el artículo 
primero de la Constitución Política, poniendo especial énfasis en la autonomía de las 
entidades territoriales. iii) La enunciación de derechos fundamentales. iv) El 
reconocimiento de normas supranacionales sobre Derechos Humanos como referente para 
la interpretación de los derechos y deberes en el país. 
 
Se propone, entonces, un mayor desarrollo y fortalecimiento a la autonomía reconocida a 
las entidades territoriales, comprendiendo que las previsiones de la Constitución Política de 
1991 otorgan todas las herramientas para que Colombia se desarrolle como un Estado 
Autocrático o Autárquico, sin que con ello se sacrifique el principio de República Unitaria. 
La aplicación práctica de esta propuesta se verifica en que, de acuerdo con los 
planteamientos de Proudhon, Rorty y Walzer estudiados en el tercer capítulo de este 
trabajo, el vínculo asociativo dentro de una gran comunidad está mediado por diversidad de 
comunidades singularizadas, respecto de las cuales existen diversos lazos de proximidad, lo 





Para tal fin será menester que la declaratoria de la autonomía de las entidades territoriales, 
junto con los criterios formales y orgánicos para su formación, esté precedida por la 
condición del efectivo reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales y de los 
Derechos Humanos en aras de su materialización. Esta propuesta encuentra su sustento en 
tres criterios, a saber: 
 
                                                          
15
 Así, por ejemplo, no serán iguales los criterios sobre necesidades agrícolas en los Llanos Orientales que en 
Bogotá, ni los criterios sobre ganadería en el departamento de Córdoba que en el de La Amazonía, ni los 
criterios sobre pesca en el departamento del Atlántico que en el de Cundinamarca, etcétera. 
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i) Dado que la parte deontológica de la Carta Política permea toda la construcción 
normativa, administrativa y jurisprudencial del país, y dentro de ella se consagran 
los derechos fundamentales, los derechos sociales, económicos y culturales, y los 
derechos colectivos y del ambiente, los cuales deben estar armonizados y 
transversalizados por los Derechos Humanos, los fines del Estado (como unidad) y 
de las entidades territoriales (como entidades autónomas) deben estar signados por 
los Derechos Humanos. 
ii) En virtud de los principios de concurrencia, coordinación y subsidiariedad para la 
materialización de la autonomía de las entidades territoriales, las actividades del 
Estado deben adelantarse con la participación de los distintos niveles de la 
Administración en el grado más próximo posible al ciudadano, y las acciones de los 
distintos órganos deben ser complementarias, es decir, la garantía de los Derechos 
Humanos en las actividades nacionales y locales debe ser armónica y 
mancomunada.  
iii) En atención a los planteamientos de Tugendhat, expuestos en el capítulo segundo de 
la presente producción, una posible salida a la fundamentación naturalista de los 
Derechos Humanos desde una posición ético-política parte de la necesidad de que la 
legitimidad de cualquier Estado sea dada por el reconocimiento y garantía de los 
Derechos Humanos, y no viceversa, fórmula que admite su aplicación al ámbito 
local de las entidades autónomas en términos de eficacia de los derechos y 
protección de los asociados. 
 
Así pues, los Derechos Humanos serán tenidos como el principal de los criterios para la 
distribución de bienes, resaltando siempre el peso de la significancia compartida que les 
otorga la propia Constitución Política como insumo transversal para la interpretación del 
marco normativo nacional, de donde devendrá la validez de las producciones en materia de 
legislación, en primer lugar. En una segunda instancia, como norte para la acción del 
Estado (a nivel nacional y local), de donde devendrán la legitimidad y la eficacia del poder 
ejecutivo. Y como base para las decisiones de las autoridades judiciales, quienes se erigen 
como garantes de la efectividad de los derechos, en un tercer estadio respecto de la 




Una vez expuesto lo anterior, y teniendo en cuenta las previsiones comunitaristas 
presentadas y defendidas a lo largo del presente trabajo de que dentro de cada sociedad 
singularizada existirán diversidad de significancias de bienes sociales y de criterios de 
distribución, el modelo autárquico permitirá mayor facilidad para la identificación de 
significancias compartidas de los posibles bienes sociales rescatados de la parte 
deontológica de la Constitución como medulares para el Estado colombiano, y que podrían 
ser compartidos, en mayor o menor grado, por todas las entidades territoriales.  
 
Para tal fin se podrá hacer uso del principio genérico de la autonomía expuesto desde 
Walzer en el tercer capítulo de la presente producción, en cuanto que ningún bien social X 
ha de ser distribuido entre hombres y mujeres que posean algún otro bien Y simplemente 
porque poseen Y sin tomar en cuenta el significado de X.  
 
En tal clave, por ejemplo, se podrían tener como algunos de los bienes sociales la 
educación, el trabajo y el poder político. El primero, como derecho fundamental, servicio 
público, y obligación del Estado, la familia y la sociedad para el desarrollo de la persona, 
de la comunidad y de la humanidad; el segundo como derecho fundamental y medio para 
lograr el mantenimiento de la vida en condiciones de dignidad, y el tercero como bien 




Respecto de tales bienes, desde lo local, ni la fundación y continuidad de establecimientos 
educativos, ni la creación de empresas y generación de empleos, ni el acceso al poder 
político podrán atender a criterios subjetivos de quienes pretendan prestar tales servicios, ni 
a la posición dominante o preponderante que educadores, empresarios o políticos ejerzan 
sobre otro bien o servicio, pues todos estos bienes enunciados representan bienes de interés 
social, y como tal, la prestación del servicio será para el desarrollo de la propia comunidad.  
 
                                                          
16




De igual manera, tales bienes (y los demás que surjan en torno a las relaciones sociales 
dentro de las entidades territoriales) deben estar alineadas con las finalidades propias del 
Estado, pero preponderantemente deben atender a las principales necesidades de la entidad 
territorial, como por ejemplo el desarrollo de economías locales, la diversidad cultural, 
étnica y lingüística de la región, el entorno ecológico, las proyecciones del mercado laboral, 
la exploración y el entendimiento de la cultura local, entre muchas otras posibles. 
 
La previsión de criterios como los expuestos, o similares, permitirán desarrollar un control 
constante por parte de la comunidad y del gobierno local a las distribuciones de bienes 
sociales, generará criterios de medición más cercanos a las realidades de las comunidades 
en cada territorio, dará la oportunidad de participar activamente en los procesos con los 
actores sociales y garantizará el permanente escrutinio de los derechos fundamentales, los 
Derechos Humanos y sus mecanismos de protección. A su vez, el nivel central de la 
administración recibirá datos más específicos sobre las necesidades de las entidades 
territoriales, a fin de armonizar las políticas públicas nacionales con las reales necesidades 
locales.  
 
Segunda fórmula conciliatoria: el ámbito global. Replanteamiento de estructuras 
 
Como se advirtió en el segundo capítulo de esta investigación, el viraje en el modelo 
interpretativo del concepto de Derechos Humanos propuesto permite abrir las discusiones a 
ámbitos de interés práctico, en aras de encaminar los esfuerzos a diálogos constructivos 
sobre problemáticas que ponen en riesgo la aplicabilidad de tales derechos, para así 
explorar diversas herramientas y estrategias en vistas de su efectividad y eficacia. Así pues, 
se extrajeron tres problemáticas que Jürgen Habermas identificó en las obras La inclusión 
del otro. Estudios de teoría política y El derecho internacional en la transición hacia un 
escenario posnacional, las cuales se propone sean abordadas desde la concepción de 





Así como en la primera fórmula conciliatoria arriba expuesta, se tendrán en cuenta las 
previsiones de Walzer respecto de las dificultades para traslapar una concepción de Justicia 
desde la justicia distributiva al ámbito global, pero tomando distancia de una de sus 
principales conclusiones a este respecto, en cuanto que considera que la única 
aproximación al mundo como un todo en clave de justicia es a través del contractualismo 
ideal o la comunicación no distorsionada propuesta por Rawls, pues indica que para 
adelantar un escrutinio en clave de justicia, se requeriría que los representantes de la 
comunidad global se pusieran de acuerdo para determinar los procedimientos y esquemas 




Tal distanciamiento (que no supone restarle importancia a la real dificultad que representa 
la concepción de Justicia para el ámbito global en cuanto concepción de bienes sociales y 
criterios de distribución) se efectúa debido a que estatuir una serie de reglas y 
procedimientos para reflexionar sobre las problemáticas de la comunidad de naciones no 
representa un sistema útil, pues en la posición inicial que dio como resultado la redacción 
de la Carta de las Naciones Unidas se previeron las reglas procedimentales para su reforma, 
reglas que se propondrá sean omitidas para apelar, como se procuró en la primera fórmula 
conciliatoria, a la parte dogmática de la norma fundante, la cual debe permear toda 
interpretación del texto legal. Es así como se pretende someter a revisión la hipótesis de 
esta investigación en el ámbito internacional, a partir de la estructura actual de la 
Organización de las Naciones Unidas, concretamente respecto de su Consejo de Seguridad. 
 
Para entrar en materia, las crisis identificadas por Habermas, expuestas en el segundo 
capítulo de esta producción, atienden a: i) la crisis de la soberanía exterior de los Estados 
dadas las fluctuantes relaciones interestatales, ii) la crisis de la soberanía interna de los 
Estados en virtud de las limitaciones normativas de la clásica política de expansión y iii) la 
estratificación de la sociedad mundial. Estas problemáticas son evidentes en la parte 
orgánica de la Carta de las Naciones Unidas, en tanto se efectúa una distribución de 
funciones y atribuciones que han generado escepticismo respecto de la eficacia y 
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 Cfr. WALZER, Michael. Op. Cit. P. 42. En esta conclusión el autor sigue el trabajo de Charles Beitz en 
Political theory and international relations, autor que defiende las posiciones rawlsianas. 
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efectividad al momento de poner en marcha los poderes de intervención de la Organización 
ante crisis que comprometen los Derechos Humanos, me refiero a las mayorías cualificadas 
exigidas para la toma de decisiones en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y 




Se procede ahora a escrutar la Carta de las Naciones Unidas, a fin de extraer la 
composición del Consejo de Seguridad de la Organización, su injerencia en la toma de 
decisiones de la Asamblea General y demás naciones (miembros y no miembros de la 
Organización), y los alcances más significativos de la mayoría cualificada para la adopción 
de decisiones, incluida la reforma de la propia Carta; posteriormente se expondrán los 
cuadros contentivos de dos propuestas infructuosas para la reforma de dicho Consejo, y, 
finalmente, se estudiará la parte dogmática de la Carta en busca de herramientas para la 
propuesta de conciliación. 
 
                                                          
18 
A este respecto se ha tomado como base el trabajo adelantado por AYALA CONTRERAS, Rocío como 
tesis para optar por el título de Licenciada en Derecho con área en derecho internacional de la Universidad de 
Las Américas de Puebla, México, Reforma al consejo de seguridad de la organización de las Naciones 
Unidas. En tal trabajo se expone la forma organizativa de la Organización, se efectúa una juiciosa labor 
investigativa sobre el devenir histórico del derecho a veto que ostentan cinco naciones al interior de la 
Organización de las Naciones Unidas (China, Estados Unidos de Norteamérica, Francia, Reino Unido y 
Rusia) como miembros permanentes del Consejo de Seguridad, y se exponen los intentos fallidos por una 
reforma al Consejo de Seguridad hasta el año 2006. El trabajo arqueológico resulta de vital importancia, en la 
medida en que expone cómo las exigencias de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, desde las 
posiciones dominantes que les otorgó el triunfo en la Segunda Guerra Mundial, signaron el reconocimiento de 
una mayoría cualificada para la toma de decisiones en la ONU. Igualmente da a ver cómo los intereses 
individuales han dado lugar a excluir la posibilidad de intervención en conflictos por parte de la Organización, 
los datos estadísticos del uso del derecho a veto por cada nación miembro permanente y las diferentes 
propuestas de reforma, que han devenido infructuosas.  
 
Para los intereses de este capítulo en concreto, se tomarán como referencia dos propuestas de reforma al 
Consejo de Seguridad que se dieron entre los años 2003 y 2005, que son exaltadas como las más significativas 
por la autora y recogidas también por CARRASCO ALBADALEJO, Loreto en Reforma del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas. Boletín de información. Núm. 291, 2005. Pp. 32 - 56, de donde se extraerán 
dos cuadros que sintetizan tales propuestas. 
 
En tal sentido, no se procederá a la exposición de estos pormenores por dos razones: 1) tales investigaciones 
exponen suficientemente el tema desde una perspectiva histórica y conducen al lector hasta la actual situación 
del Consejo de Seguridad, lo que significa un marco expositivo ya decantado, y 2) intentar recoger todo el 
devenir de esta problemática representa un trabajo demasiado extenso que desbordaría el objeto de la 
investigación, así como el marco de este cuarto capítulo que atiende a conciliaciones de conceptos. En su 
lugar, se procederá a verificar las bases normativas deontológicas que puedan servir como insumo para la 





El Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas se encuentra 
conformado por quince miembros: diez de ellos, con asiento no permanente por periodos de 
dos años, no reelegibles para el periodo subsiguiente, escogidos por la Asamblea General 
bajo los criterios de la contribución de los miembros de las Naciones Unidas al 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, y los demás fines y propósitos de la 
Organización, con base en una distribución geográfica equitativa, y  cinco miembros 
permanentes: China, Estados Unidos de Norteamérica, Francia, Reino Unido y Rusia,
19
 
naciones vencedoras en el marco de la Segunda Guerra Mundial. 
 
Este Consejo representa, tal vez, el órgano con mayores poderes al interior de la 
Organización, pues tiene preponderancia sobre las decisiones de la propia Asamblea 
General de la Organización de las Naciones Unidas, ya que en el evento en que el Consejo 
se encuentre en desempeño de sus funciones respecto de una controversia o situación, la 
Asamblea General no podrá realizar ningún tipo de recomendación sobre el tema, a menos 
que el propio Consejo de Seguridad lo solicite; también cuenta con la posibilidad de 
reservar todas sus actuaciones en ejercicio de sus funciones, ya que el Secretario General de 
la Organización podrá rendir informes a la Asamblea General sobre los asuntos en materia 
de paz y seguridad internacional que esté debatiendo el Consejo de Seguridad, solamente si 
es autorizado por el propio Consejo, o cuando se deje de tratar el asunto.
20
   
 
Adicionalmente, al Consejo de Seguridad se le confiere la responsabilidad primordial de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, con todas las prerrogativas de uso de 
fuerzas armadas contempladas en el título VII de la Carta, las decisiones que adopte son de 
obligatorio acatamiento para todos los miembros de la Organización, puede establecer 
organismos subsidiarios para el desempeño de sus funciones a discreción, dicta su propio 
reglamento, efectúa recomendaciones a la Asamblea General para la admisión o no de 
nuevos miembros dentro de la Organización y tiene la facultad de establecer las 
condiciones para que una nación que no sea miembro de la Organización pueda participar 
en asuntos de su competencia.
21
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 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 23. 
20
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 12. 
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En cuanto a las votaciones, la Carta consagra previsiones de mayorías calificadas y 
cualificadas en asuntos del Consejo. Las mayorías calificadas se dan en los asuntos que 
deba decidir respecto de procedimientos, donde se exige la votación afirmativa de nueve de 
sus quince miembros (no se trata de mayoría simple de la mitad más uno). Las mayorías 
cualificadas se requieren en todos los demás ámbitos de competencia de dicho Consejo, y 
representan el voto afirmativo de nueve de sus quince miembros, incluyendo el voto 
afirmativo de todos los miembros permanentes.
22
 No suficiente con esto, cualquier reforma 
a la Carta de las Naciones Unidas requiere del voto afirmativo de las dos terceras partes de 
los miembros de la Asamblea General, pero su ratificación exige el voto afirmativo de las 
dos terceras partes de los Miembros de las Naciones Unidas y el voto afirmativo de todos 




De la anterior exposición se puede deducir fácilmente que el Consejo de Seguridad tiene un 
predominio determinante al interior de la Organización de las Naciones Unidas, pues 
detenta una autonomía prácticamente total en los asuntos a su cargo, y su injerencia en 
decisiones trasciende las competencias de la Asamblea General, lo cual es entendible, en 
parte, dadas sus funciones y responsabilidades especialísimas de mantenimiento de la paz y 
la seguridad internacionales, pero tales funciones no justifican el poder de determinar los 
criterios para que una nación que no sea miembro de la Organización pueda participar en 
los asuntos de su competencia, así como tampoco justifican el hecho de que esté por encima 
de la propia mayoría calificada de los Estados miembro en lo tocante a la reforma de la 
Carta, lo que se traduce en flagrante injusticia en estos últimos ámbitos del predominio.  
 
También se deduce, sin mayor esfuerzo, el monopolio que detenta el grupo de las cinco 
naciones miembros permanentes del Consejo de Seguridad, quienes a partir del derecho a 
veto que se verifica en lo que se ha denominado mayorías cualificadas en las decisiones, 
desplazan a todo órgano de la Organización, a toda decisión respecto de naciones que no 
son miembro de las Naciones Unidas, y le permite ejercer un poder exclusivo sobre la 
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 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 27. 
23
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 108. 
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ratificación de reformas a la propia Carta de las Naciones Unidas. Este monopolio, en 
efecto, se torna injusto, pues su ejercicio desborda en tiranía, y como tal, debe ser abordado 
a partir de la concepción de Justicia que se ha reconstruido y se defiende en el presente 
trabajo. 
 
Como se indicó más arriba, han habido múltiples intentos por reformar el Consejo de 
Seguridad, gran parte de ellos son recogidos por Rocío Ayala Contreras en “Reforma al 
Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas” y por Loreto Carrasco 
Albadalejo en “Reforma del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas”, producciones en 
las que se adelantan estudios pormenorizados y se exaltan dos especiales propuestas fruto 
del trabajo que adelantó un grupo de alto nivel conformado a solicitud del Secretario 
General de la Organización en el año 2003, y que generaron recomendaciones para 
introducir cambios en cada uno de los órganos principales de la Organización de las 




A continuación se presentan los dos cuadros resumen de las propuestas, advirtiendo desde 
ya que dichos modelos, amén de no haber sido adoptados por la Organización, se 
rechazarán de plano en la presente fórmula de conciliación, puesto que el primero de ellos 
no solo propone la continuidad de los cinco puestos permanentes que en la actualidad 
existen, sino que pretende que sean incluidos seis puestos permanentes más, lo que, en 
lugar de eliminar el monopolio existente, busca perpetuarlo y expandirlo. Por su parte, el 
segundo modelo, también rechazado, pretende mantener el monopolio existente desde 
1945, y procura la inclusión de dos nuevas categorías de asientos, una de cuatro años 
renovable y otra de dos años no renovable, lo que, en lugar de acortar la brecha entre las 
diversas naciones, genera una estratificación de los Estados, situación que reviste 
acrecentamiento de las crisis expuestas desde Habermas. 
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 Cfr. AYALA CONTRERAS, Rocío. Reforma al consejo de seguridad de la organización de las Naciones 




Ahora bien, pasando al ámbito deontológico de la Carta de las Naciones Unidas, se pueden 
extraer conceptos clave para la propuesta de conciliación a ofrecer, pues en el preámbulo de 
dicha Carta se consagra la declaración de los motivos para la creación de la Organización, 
que estriban en la prevención a ultranza de la guerra, la primacía de los derechos 
inalienables de las personas, la igualdad material de las personas y las naciones, la justicia y 
el respeto a las fuentes del derecho internacional, la promoción del progreso social y la 
elevación del nivel de vida, todo esto cimentado en un concepto más amplio de libertad, 
con las finalidades de promover la tolerancia, la convivencia pacífica, el mantenimiento de 
la paz y seguridad internacionales, y la proscripción del uso de la fuerza armada, salvo en 




Esta exposición de motivos y finalidades son armonizados con los propósitos y principios 
consagrados en los artículos 1 y 2 de la Carta, donde se exalta la preponderancia de arreglar 
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 CARRASCO ALBADALEJO, Loreto. Reforma del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. Boletín de 
información. Núm. 291, 2005. P. 41. 
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 Ibíd. P. 42 
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(que se mantienen) 
Nuevos puestos 
permanentes  
Puestos con un 
mandato de dos 
años (no renovable)  
Total 
África 53 0 2 4 6 
Asia y el 
Pacífico 56 1 2 3 6 
Europa 47 3 1 2 6 
América 35 1 1 4 6 
Total 191 5 6 13 24 








(que se mantienen) 
Puestos con 
mandato 




renovable de dos 
años  
Total 
África 53 0 2 4 6 
Asia y el 
Pacífico 56 1 2 3 6 
Europa 47 3 2 1 6 
América 35 1 2 3 6 
Total 191 5 8 11 24 
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las diferencias por medios pacíficos sin poner en riesgo la paz y la seguridad 
internacionales, apelando a los buenos oficios y apoyo de las demás naciones miembro, con 
el fin de evitar amenazas y el uso de fuerza; pero también prevé la posibilidad de tomar 
medidas coercitivas para el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, lo que se 
materializa a través de la cooperación internacional para la intervención de la Organización 
en caso de requerir el uso de la fuerza. Todos estos principios y propósitos encuentran 
fundamento en la exaltación de la igualdad de derechos y de la libre autodeterminación de 
los pueblos, es decir, se parte de la igualdad soberana de todos sus miembros, presumiendo 





Es precisamente ese reconocimiento de los principios de la igualdad soberana, la libre 
determinación de los pueblos y la no discriminación el que se ve violentado al momento de 
estatuir en la parte orgánica previsiones odiosas de predominio y monopolio, previsiones 
que se basan en la identificación del Consejo de Seguridad como un bien social que si bien 
debe ser preponderante dadas sus especiales finalidades del mantenimiento de la paz y la 
seguridad a nivel internacional, no tiene por qué representarse como dominante respecto de 
otros bienes sociales, como serían los mecanismos para la reforma de la Carta o la 
participación de naciones que no sean miembros de la Organización, pues tales previsiones 
tienen que ser del resorte del grupo más amplio posible a fin de que los criterios de 
distribución de tales bienes tengan coincidencia con significancias compartidas por la 
mayor cantidad de estados miembros, y no limitarlo ni a mayorías calificadas dentro de un 
grupo de quince, menos aún que esté sujeto mayorías cualificadas, como la voluntad de un 
solo Estado con derecho a veto. 
 
Por otra parte, el monopolio que ostentan los cinco miembros permanentes del Consejo de 
Seguridad representa la mayor expresión de la tiranía, pues no solo se otorga un poder 
desmesurado a un grupo de naciones, de las cuales el capricho de una sola puede 
determinar la no discusión de situaciones de interés global, sino porque el criterio que se 
usó para distribuir de tal manera la detentación del predominio sobre el Consejo atendió a 
                                                          
28
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículos 1 y 2. 
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criterios ajenos a la finalidad de la Organización, como lo son las capacidades 
armamentísticas y económicas (principalmente), que dieron lugar a la derrota de otras 
naciones en el marco de la Segunda Guerra Mundial. 
 
Adicionalmente, este monopolio tiránico tiene graves consecuencias que se han visto 
materializadas a lo largo de la existencia de la Organización, y es que quienes detentan el 
dominio de aquel Consejo (dominio que se transfiere a otras esferas sin justificación 
suficiente), no siempre operan de manera consecuente con los principios y las finalidades 
de la propia Carta, sino que trascienden a ámbitos de intereses particulares de alguna de las 
naciones, principalmente intereses económicos y políticos, y, en ocasiones, a criterios 
xenófobos, lo cual debe ser atendido de manera prioritaria, pues violenta los principios en 
virtud de los cuales se estatuyó la Organización misma. 
 
Pues bien, como se puede ver en la producción de Rocío Ayala Contreras que se sigue en 
este apartado, han sido muchos los intentos para lograr una reforma real a la estructura del 
Consejo de Seguridad sin que tales intentos se hayan materializado a la fecha. Podría 
deducirse que la mayor talanquera puede estribar en que las posiciones iniciales que dieron 
lugar a la promulgación de la Carta de las Naciones Unidas, al no haber tenido en cuenta lo 
fluctuante de las relaciones humanas, ni la mutación de las condiciones sociales, dejó 
establecidos criterios de distribución que conllevaron a monopolios tiránicos, pues en tal 
posición inicial se previó que la mayor garantía posible para evitar nuevos conflictos, como 
los verificados en las dos Guerras Mundiales, estribaba en dar un poder desmedido a 
quienes detentaban poder económico, político y armamentístico por sobre los países 
derrotados, es decir, no se tuvo en cuenta la autonomía de las esferas distributivas entre las 
naciones miembro, dejando además una “camisa de fuerza” para una posible reforma a tales 
criterios de distribución. 
 
Así, se propone limitar el predominio del Consejo de Seguridad, como bien social, a los 
asuntos que tienen que ver con el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, es 
decir, que el Consejo de Seguridad no invada, en absoluto, otros bienes sociales; que no se 
permita injerencia sobre las facultades de la Asamblea General; que se permita cierto grado 
99 
 
de control a la función del Consejo para evitar la vulneración de otros bienes sociales; que 
no se admita la intromisión en la autodeterminación de los pueblos al entorpecer por parte 
de una élite de naciones las reformas necesarias para la real promoción, garantía y 
materialización de los Derechos Humanos a escala global, atendiendo a las reales 
significancias sociales de la comunidad de naciones y no a la voluntad de una y hasta cinco 
naciones que pueden vetar acciones necesarias para su efectividad, por lo que también 
deberá discutirse y someterse a votación la injerencia del Consejo de Seguridad respecto 
del ingreso y permanencia de naciones miembro de la Organización. 
 
El mecanismo procedente, dadas las limitantes procedimentales verificadas en la propia 
Carta, podría ser la promoción de una figura como el plebiscito, en donde la totalidad de las 
naciones miembro de la Organización de las Naciones Unidas sometan a votación una 
reforma estructural del Consejo de Seguridad a fin de decidir eliminar la figura de las 
naciones miembro permanentes y sus exorbitantes poderes en virtud del derecho a veto. Tal 
mecanismo también podría imponer límites a las funciones del Consejo, así como 
mecanismos de control, a fin de prevenir nuevas tiranías. Lógicamente, la votación debería 
darse con total garantía de que las naciones que hoy ostentan aquel monopolio no puedan 
influir con sus poderes armamentísticos, políticos, económicos y similares, en la voluntad 
de los demás pueblos, aun bajo coerción por parte de la misma Organización. 
 
La coerción propuesta atenderá a medidas cautelares extraordinarias que la Asamblea 
General, como máximo órgano administrativo de la Organización que agremia a la 
totalidad de los miembros de las Naciones Unidas, podría imponer durante el periodo de 
votación a los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, sin que se vulneren los 
derechos fundamentales ni civiles de sus ciudadanos, y sin que sea desconocida la 
soberanía de dichas naciones, pero que efectivamente limiten la injerencia sobre el voto de 
otras naciones a partir de sus posiciones dominantes. Se pasa a enunciar tres posibles 
medidas preventivas o cautelares. 
 
i. Límites en fronteras económicas: las naciones miembro permanentes del Consejo 
de Seguridad, durante el periodo de votaciones plebiscitarias, y durante la 
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implementación de las decisiones adoptadas en el marco del plebiscito, no podrán 
retirar grupos empresariales ni bancarios, así como tampoco las inversiones de 
capital que se encuentren en territorios de las demás naciones integrantes de la 
Organización. 
ii. Límites a relaciones diplomáticas y consulares: Embajadores y Cónsules de las 
naciones miembro permanentes del Consejo de Seguridad, durante el periodo de 
votaciones plebiscitarias y durante la implementación de las decisiones adoptadas 
en el marco del plebiscito, tendrán limitada su negociación diplomática directa con 
las demás naciones integrantes de la Organización, por lo que las relaciones 
diplomáticas se verificarán a través de la Asamblea General de la Organización, de 
manera exclusiva.  
iii. Límites a pie de fuerza armado y a poderío armamentístico: las naciones 
miembros permanentes del Consejo de Seguridad, durante el periodo de votaciones 
plebiscitarias, y durante la implementación de las decisiones adoptadas en el marco 
del plebiscito, retirarán todo pie de fuerza, bases militares, y cualquier presencia 
armada que tengan en las demás naciones. Lo anterior se realizará con la 
supervigilancia de la Asamblea General en garantía de las soberanías locales. 
 
Las medidas preventivas enunciadas encuentran fundamento normativo en la propia Carta 
de las Naciones Unidas, pues tal norma estipula que la Asamblea General podrá discutir 
asuntos sobre funciones y poderes de todos los órganos de la Organización de las Naciones 
Unidas;
29
 también podrá discutir asuntos sobre cooperación internacional en los campos 
político, económico, social, cultural, educativo y sanitario,
30
 lo que abre las puertas para las 
discusiones sobre los ámbitos a limitar con las medidas preventivas. Igualmente, la 
Asamblea ostenta la facultad para atender situaciones que puedan perjudicar el interés 
general y disposiciones que afecten los propósitos y principios de la organización,
31
 
pudiendo ser convocada por la mayoría de las naciones miembro
32
, y así decretar la 
                                                          
29
Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 10.  
30
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 13. 
31
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 14. 
32
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 20. 
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suspensión de derechos y privilegios de los miembros mediante el voto de la mayoría de 




Esta propuesta plebiscitaria encuentra su fundamento en la prevalencia del interés general y 
en la igualdad soberana reconocida en la propia Carta a todas las naciones, miembro o no, 
y, a pesar de no estar contemplado como mecanismo dentro de la misma Norma Fundante, 
atendería a la democratización de la Organización de las Naciones Unidas, con lo que se 
eliminaría la crisis de las soberanías exteriores (o por lo menos no estaría atada a una élite 
de naciones), se podrían establecer escenarios para la discusión real y con argumentos para 
eventos en que se deban sacrificar las soberanías interiores, y se eliminaría, en parte, la 
odiosa estratificación de las naciones. 
 
Ya expuestas las fórmulas propuestas, es dable exaltar que la estrategia metodológica 
adoptada para el presente trabajo procuró las herramientas necesarias para adelantar la 
recolección y sistematización de insumos teóricos, y su posterior interpretación crítica 
discursiva, lo que permitió conciliar dos conceptos transversales de las ciencias humanas y 
del derecho: los Derechos Humanos y la Justicia, conceptos cuyo carácter social, a pesar de 
contar con un desarrollo teórico inmenso, los mantiene en constante desarrollo, razón por la 
cual la sustitución de discursos universalistas y fundamentadores por análisis pragmáticos 
abre la puerta al escrutinio de los conceptos en términos de eficacia, sin que se sacrifiquen 
sus cargas deontológicas, y así se verificó a lo largo de las fórmulas conciliatorias, pues se 
apeló a las normas fundantes y a desarrollos jurisprudenciales, proceso válido dentro de la 
Investigación Documental. 
 
                                                          
33
 Cfr. Carta de las Naciones Unidas, artículo 18 numeral 2. 
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Conclusiones y recomendaciones 
 
La rigurosidad que impone el método científico exige que los productos teóricos logrados 
se encuentren alineados con la metodología de investigación adoptada, con lo cual se 
garantiza que la comunidad científica pueda comprobar la validez de los hallazgos 
realizados, por lo que se procederá a la verificación de los pasos seguidos en la 
Investigación Documental que se propuso al iniciar el presente trabajo. 
 
Sea lo primero advertir que en el desarrollo de una Investigación Documental, de acuerdo 
con Uribe Roldan, se debe garantizar la observancia de cinco principios: i) el de la 
finalidad, que busca que los objetivos trazados sean respetados; ii) el de la coherencia, que 
garantiza la unidad interna del proceso investigativo; iii) el de la fidelidad, que impone 
transparencia y veracidad de la información recopilada; iv) el de la integración, que implica 
la interpretación armónica de los núcleos temáticos y del conjunto en general, y v) el de la 





La unidad interna del proceso investigativo se verificó al haber conjugado dos técnicas que 
hacen parte de la Investigación Documental, a saber: el Estado del Arte y la Revisión 
Documental, por lo que se procuró esquematizar el proceso de investigación de manera tal 
que se pudiera efectuar un aporte teórico a cada uno de los momentos del Estado del Arte.  
 
De esta manera, al recopilar producciones científicas en defensa de la universalidad de los 
Derechos Humanos, en el capítulo segundo se procuró un giro a sus modelos 
interpretativos, con lo que se propuso la superación de tal tipo de trabajos en aras de la 
eficacia del concepto de Derechos Humanos. Por su parte, al diagnóstico del debate 
contemporáneo sobre el concepto de Justicia se le dio respuesta en el tercer capítulo al 
incluir nuevos interlocutores en la discusión para buscar generar una reconceptualización 
de la Justicia desde el comunitarismo anarquista. Finalmente, la conciliación de los 
                                                          
1
 Cfr. URIBE ROLDAN, Jorge. Op. Cit. P. 185 
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Derechos Humanos en clave de Justicia, que representa la preocupación central de la 
investigación adelantada, fue posible en el capítulo cuarto, donde, a partir de la conjugación 
de toda la reconstrucción teórica lograda en derredor de los núcleos problémicos de la 
investigación y el uso de insumos propios de la ciencia del derecho, se efectuó la 
construcción de lo que se denominó propuestas de conciliación.  
 
Con todo el camino andado hasta aquí, y una vez verificado el anterior diagnóstico 
metodológico, es dable proceder a dar respuesta a la pregunta central de esta investigación 
que atiende a indagar ¿qué posibles herramientas han de usarse en aras de conciliar los 
conceptos de Derechos Humanos y de Justicia en términos de eficacia?  
 
Una primera herramienta identificada es la superación del debate sobre si los Derechos 
Humanos pueden ser tenidos o no como universales a partir del abordaje desde el 
positivismo, comprendiendo que el decálogo de los Derechos Humanos, dados los procesos 
que se deben adelantar para su adopción y refrendación por parte de las diferentes naciones, 
se dota de validez interna y externa a partir de las reglas del reconocimiento defendidas por 
H.L.A. Hart, amén de la integración de tales decálogos a los andamiajes normativos de cada 
país en el mismo rango de sus Normas Fundantes. 
 
Otra herramienta para la comunión de ambos conceptos implica también la superación de 
aquel debate, pero esta vez desde la filosofía política pragmática, para lo cual se apeló a 
corrientes como las representadas por Rorty y Tugendhat, quienes abogan por evitar el 
estudio ontológico para desentrañar la naturaleza humana, y proponen dirigir la atención 
hacia problemas prácticos como los de la negación del otro como humano, o los conflictos 
sobre la materialización de los Derechos Humanos respecto de personas que se vean 
privadas del atributo de la nacionalidad. También se logró extraer herramientas con el 
abordaje de problemáticas procedimentales y estructurales como las exaltadas por 
Habermas respecto de la estructura de la Organización de las Naciones Unidas. Así pues, 





Por otra parte, la reflexión sobre el concepto de Justicia puede ser tenida como otra 
herramienta útil para la conciliación perseguida, pues con ella se puede reconstruir debates 
e identificar nociones aplicables en el campo práctico, lo cual fue posible en el presente 
trabajo a partir de la inclusión de nuevos interlocutores en el debate democrático-liberal 
contemporáneo sobre la Justicia, lo que permitió identificar elementos desde la justicia 
distributiva que ayudaron a complementar la propuesta rortyana sobre la ampliación de los 
lazos de solidaridad, y la posición de Sen sobre diferenciación y reconocimiento de la 
población en posición de desventaja, al incluir diversos criterios para la identificación y 
distribución de bienes sociales desde las categorías de equidad y autonomía defendidas por 
Proudhon y Walzer. 
 
Ahora bien, la conciliación de los conceptos estudiados claramente resulta eficaz, toda vez 
que se hizo evidente que tanto los replanteamientos de los esquemas interpretativos como el 
trabajo de reconceptualización son susceptibles de verificación en escenarios prácticos. Tal 
verificación se efectuó, a nivel local, en clave de justicia distributiva bajo el entendido de 
que los Derechos Humanos pueden ser tenidos como criterio de distribución de bienes 
sociales en el escenario de un estado autárquico o autocrático, procurando la autonomía de 
los bienes sociales y su distribución, en tanto se condicione la existencia de las entidades 
territoriales autónomas a la real materialización de los Derechos Humanos. 
 
Para el segundo nivel, el global, la identificación de talanqueras procedimentales luego de 
superar el afán fundamentador de los Derechos Humanos permitió repensar la estructura de 
la propia Organización de las Naciones Unidas, tras la interpretación de los esquemas 
existentes desde la concepción de Justicia que se decantó, a fin de proponer reformas 
estructurales posibles, aplicando los contenidos deontológicos identificados en la Carta de 
las Naciones Unidas para superar las limitantes normativas y lograr una democratización 
del Consejo de Seguridad de la Organización en clave de equidad y autonomía entre las 
naciones miembro y sus roles dentro de propia Organización.  
 
Así las cosas, tanto la metodología adoptada, como las cavilaciones teóricas efectuadas en 
torno a los Derechos Humanos y la Justicia, representan insumos que pueden enriquecer los 
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debates contemporáneos, en la medida en que se demostró que si se da continuidad a las 
reflexiones críticas respecto de las diversas posiciones normativas, jurisprudenciales, 
filosóficas y políticas, es posible llevar a la aplicación práctica los conceptos, a fin de 
materializarlos, en lugar de mantener los trabajos reflexivos exclusivamente en el campo 
teórico. La recomendación, entonces, tiende a que se exploren y promuevan nuevas 
dinámicas discursivas y reflexivas con vistas a la eficacia práctica de los conceptos materia 
de investigación. 
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http://www.un.org/es/treaty/untc.shtml. 
 
Declaración universal de derechos humanos: fundamento de las normas internacionales de 
derechos humanos, consultado en: http://www.un.org/es/documents/udhr/law.shtm 
 





















TRATADOS INTERNACIONALES SOBRE 







CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
1 
Afganistán 19/11/1946 
3       X X X       
2 
Albania 14/12/1955 
3           X   X X 
3 
Alemania* 18/09/1973 
8 X X X X X X   X X 
4 
Andorra 28/07/1993 
5 X X     X X     X 
5 
Angola 01/12/1976 
4 X       X X   X   
6 
Antigua y Barbuda 11/11/1981 
2           X     X 
7 
Arabia Saudita 24/10/1945 
1       X           
8 
Argelia 08/10/1962 
7 X X X   X X   X X 
9 
Argentina 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
10 
Armenia 02/03/1992 
3             X X X 
11 
Australia 01/11/1945 
7 X X X X X X     X 
12 
Austria 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
13 
Azerbaiyán 02/03/1992 
2               X X 
14 
Bahamas 18/08/1973 
5   X X   X X     X 
15 
Bahrein 21/09/1971 
1                 X 
16 
Bangladesh 17/09/1974 
3           X X   X 
17 
Barbados 09/12/1966 
3       X   X     X 
18 
Belarús* 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
19 
Bélgica 27/12/1945 
8 X X X X X X   X X 
20 
Belice 25/09/1981 
5 X   X X   X     X 
21 
Benin 20/09/1960 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
22 
Bhután 21/09/1971 
4 X     X   X     X 
23 
Bolivia (Estado Plurinacional de) 14/11/1945 
6 X     X X X   X X 
24 
Bosnia y Herzegovina* 22/05/1992 
2               X X 
25 
Botswana 17/10/1966 
2   X     X         
26 
Brasil 24/10/1945 
6 X     X X X   X X 
27 
Brunei Darussalam 21/09/1984 
2         X       X 
28 
Bulgaria 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
29 
Burkina Faso 20/09/1960 
4           X X X X 
30 
Burundi 18/09/1962 
5 X     X   X   X X 
31 
Cabo Verde* 16/09/1975 
2               X X 
32 
Camboya 14/12/1955 
6 X X X X     X   X 
33 
Camerún 20/09/1960 
6 X     X   X X X X 
34 
Canadá 09/11/1945 
5 X     X X X     X 
35 
Chad 20/09/1960 
4           X X X X 
36 
Chile 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
37 
China 24/10/1945 
6   X X X X X     X 
38 
Chipre 20/09/1960 
7 X X X   X X   X X 
39 
Colombia 05/11/1945 
8 X X X X X X   X X 
40 
Comoras 12/11/1975 
8 X X X   X X X X X 
41 
Congo 20/09/1960 
4       X     X X X 
42 
Costa Rica 02/11/1945 
8 X X X X X X   X X 
43 
Côte d'Ivoire 20/09/1960 
3       X   X     X 
44 
Croacia* 22/05/1992 
2               X X 
45 
Cuba 24/10/1945 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
46 
Dinamarca 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
47 
Djibouti 20/09/1977 
2 X         X       
48 
Dominica 18/12/1978 
3       X   X     X 
49 
Ecuador 21/12/1945 
7   X X X X X   X X 
50 
Egipto* 24/10/1945 
6 X X X X   X     X 
51 
El Salvador 24/10/1945 
6   X X X   X X   X 
52 
Emiratos Árabes Unidos 09/12/1971 
1                 X 
53 
Eritrea 28/05/1993 
1           X       
54 
Eslovenia* 22/05/1992 
2               X X 
55 
España 14/12/1955 
7   X X X X X   X X 
56 
Estados Unidos de América 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
57 
Estonia 17/09/1991 
1                 X 
58 
Etiopía 13/11/1945 
3       X       X X 
59 
ex República Yugoslava de Macedonia* 08/04/1993 
1                 X 
60 
Federación de Rusia* 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
61 
Fiji 13/10/1970 
4         X X X   X 
62 
Filipinas 24/10/1945 
7 X X X X   X   X X 
63 
Finlandia 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
64 
Francia 24/10/1945 
6       X X X X X X 
65 
Gabón 20/09/1960 
5 X     X X X     X 
66 
Gambia (República de) 21/09/1965 
3       X X X       
67 
Georgia 31/07/1992 
3             X X X 
68 
Ghana 08/03/1957 
8 X X X X X X   X X 
69 
Granada 17/09/1974 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
70 
Grecia 25/10/1945 
7 X     X X X X X X 
71 
Guatemala 21/11/1945 
4 X     X   X     X 
72 
Guinea 12/12/1958 
6 X X X X X       X 
73 
Guinea Bissau 17/09/1974 
7 X X   X X X X   X 
74 
Guinea Ecuatorial 12/11/1968 
2             X X   
75 
Guyana 20/09/1966 
9 X X X X X X X X X 
76 
Haití 24/10/1945 
5 X     X X X   X   
77 
Honduras 17/12/1945 
5   X X X   X     X 
78 
Hungría 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
79 
India 30/10/1945 
6 X     X X   X X X 
80 
Indonesia* 28/09/1950 
4       X X X     X 
81 
Irán (República Islámica del) 24/10/1945 
4 X X X     X       
82 
Iraq 21/12/1945 
4 X X X         X   
83 
Irlanda 14/12/1955 
7 X X X   X X   X X 
84 
Islandia 19/11/1946 
7 X X X X X X     X 
85 
Islas Marshall 17/09/1991 
1           X       
86 
Islas Salomón 19/09/1978 
1                 X 
87 
Israel 11/05/1949 
8 X X X X X X   X X 
88 
Italia 14/12/1955 
8 X X X X X X X   X 
89 
Jamaica 18/09/1962 
7 X X X X   X   X X 
90 
Japón 18/12/1956 
5   X X X   X     X 
91 
Jordania 14/12/1955 
5   X X X   X     X 
92 
Kazajstán 02/03/1992 
5   X X     X   X X 
93 
Kenya 16/12/1963 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
94 
Kirguistán 02/03/1992 
1                 X 
95 
Kiribati 14/09/1999 
0                   
96 
Kuwait 14/05/1963 
3           X X X   
97 
Lesotho 17/10/1966 
2       X   X       
98 
Letonia 17/09/1991 
2               X X 
99 
Líbano 24/10/1945 
3           X X   X 
100 
Liberia 02/11/1945 
4   X X     X     X 
101 
Libia* 14/12/1955 
2               X X 
102 
Liechtenstein 18/09/1990 
3         X X   X   
103 
Lituania 17/09/1991 
3 X             X X 
104 
Luxemburgo 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
105 
Madagascar 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
106 
Malasia* 17/09/1957 
1                 X 
107 
Malawi 01/12/1964 
2               X X 
108 
Maldivas 21/09/1965 
3           X   X X 
109 
Malí 28/09/1960 
4       X   X   X X 
110 
Malta 01/12/1964 
6 X   X     X X X X 
111 
Marruecos 12/11/1956 
6 X X X   X X     X 
112 
Mauricio 24/04/1968 
2               X X 
113 
Mauritania 27/10/1961 
4 X         X X X   
114 
México 07/11/1945 
5 X     X X X     X 
115 
Micronesia (Estados Federados de) 17/09/1991 
3         X     X X 
116 
Mónaco 28/05/1993 
4   X X         X X 
117 
Mongolia 27/10/1961 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
118 
Montenegro* 28/06/2006 
3             X X X 
119 
Mozambique 16/09/1975 
2           X     X 
120 
Myanmar 19/04/1948 
1     X             
121 
Namibia 23/04/1990 
2           X     X 
122 
Nauru 14/09/1999 
3 X X     X         
123 
Nepal 14/12/1955 
3       X   X     X 
124 
Nicaragua 24/10/1945 
5       X X X   X X 
125 
Niger 20/09/1960 
3 X         X     X 
126 
Nigeria 07/10/1960 
4       X X X     X 
127 
Noruega 27/11/1945 
7 X X X X X X     X 
128 
Nueva Zelandia 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
129 
Omán 07/10/1971 
2               X X 
130 
Países Bajos 10/12/1945 
7 X X X X X X     X 
131 
Pakistán 30/09/1947 
8 X X X   X X X X X 
132 
Palau 15/12/1994 
7 X X X X X     X X 
133 
Panamá 13/11/1945 
7 X X X X X X     X 
134 
Papua Nueva Guinea 10/10/1975 
4           X X X X 
135 
Paraguay 24/10/1945 
5 X       X X X   X 
136 
Perú 31/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
137 
Polonia 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
138 
Portugal 14/12/1955 
6   X X X X X     X 
139 
Qatar 21/09/1971 
2           X     X 
140 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
141 
República Árabe Siria* 24/10/1945 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
142 
República Centroafricana 20/09/1960 
4 X         X   X X 
143 
República Checa* 19/01/1993 
1                 X 
144 
República de Corea 17/09/1991 
5 X     X   X   X X 
145 
República de Moldova 02/03/1992 
1                 X 
146 
República Democrática del Congo* 20/09/1960 
3       X   X   X   
147 
República Democrática Popular Lao 14/12/1955 
5   X X X X       X 
148 
República Dominicana 24/10/1945 
4       X X X     X 
149 
República Popular Democrática de Corea 17/09/1991 
3           X   X X 
150 
República Unida de Tanzanía* 14/12/1961 
4       X   X   X X 
151 
Rumania 14/12/1955 
5   X X X   X     X 
152 
Rwanda 18/09/1962 
2       X   X       
153 
Eslovaquia* 19/01/1993 
2               X X 
154 
Saint Kitts y Nevis 23/09/1983 
2           X   X   
155 
Samoa 15/12/1976 
2           X     X 
156 
San Marino 02/03/1992 
5 X     X X     X X 
157 
San Vicente y las Granadinas 16/09/1980 
1           X       
158 
Santa Lucía 18/09/1979 
3   X       X     X 
159 
Santo Tomé y Príncipe 16/09/1975 
6 X X X X X     X   
160 
Senegal 28/09/1969 
9 X X X X X X X X X 
161 
Serbia* 01/11/2000 
1                 X 
162 
Seychelles 21/09/1976 
3             X X X 
163 
Sierra Leona 27/09/1961 
5 X     X X X     X 
164 
Singapur* 21/09/1965 
1 X                 
165 
Somalia 20/09/1960 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
166 
Sri Lanka 14/12/1955 
3       X   X     X 
167 
Sudáfrica 07/11/1945 
7 X X X X X X     X 
168 
Sudán 12/11/1956 
3         X X     X 
169 
Sudán del Sur* 14/07/2011 
1               X   
170 
Suecia 19/11/1946 
8 X X X X X X   X X 
171 
Suiza 10/09/2002 
3       X X X       
172 
Suriname 04/12/1975 
3           X   X X 
173 
Swazilandia 24/09/1968 
3           X   X X 
174 
Tailandia 16/12/1946 
2             X   X 
175 
Tayikistán 02/03/1992 
0                   
176 
Timor-Leste 27/09/2002 
2             X X   
177 
Togo 20/09/1960 
3         X X     X 
178 
Tonga 14/09/1999 
1                 X 
179 
Trinidad yTobago 18/09/1962 
5 X     X   X   X X 
180 
Túnez 12/11/1956 
7 X X X X X X     X 
181 
Turkmenistán 02/03/1992 
1             X     
182 
Turquía 24/10/1945 
6 X X X   X X     X 
183 
Tuvalu 05/09/2000 
0                   
184 
Ucrania 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
185 
Uganda 25/10/1962 
4       X   X   X X 
186 
Uruguay 18/12/1945 
7 X X X X X X     X 
187 
Uzbekistán 02/03/1992 
2               X X 
188 
Vanuatu 15/09/1981 
5   X       X X X X 
189 
Venezuela (República Bolivariana de) 15/11/1945 









CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
190 
Viet Nam 20/09/1977 
4       X X X     X 
191 
Yemen* 30/09/1947 
3           X   X X 
192 
Zambia 01/12/1964 
4 X     X   X     X 
193 
Zimbabwe 25/08/1980 
1           X       
  







RATIFICACIONES, ADHESIONES Y SUCESIONES DE TRATADOS INTERNACIONALES  
SOBRE DERECHOS HUMANOS 






CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
1 Afganistán 19/11/1946 
7 X X X X X X     X 
2 Albania 14/12/1955 
9 X X X X X X X X X 
3 Alemania* 18/09/1973 
8 X X X X X X   X X 
4 Andorra 28/07/1993 
6 X X   X X X     X 
5 Angola 01/12/1976 
5   X X X   X     X 
6 Antigua y Barbuda 11/11/1981 
5 X     X X X     X 
7 Arabia Saudita 24/10/1945 
5 X     X X X     X 
8 Argelia 08/10/1962 
8 X X X X X X X   X 
9 Argentina 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
10 Armenia 02/03/1992 
8 X X X X X X   X X 
11 Australia 01/11/1945 
7 X X X X X X     X 
12 Austria 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
13 Azerbaiyán 02/03/1992 
8 X X X X X X X   X 
14 Bahamas 18/08/1973 
6 X X X X   X     X 
15 Bahrein 21/09/1971 
7 X X X X X X     X 
16 Bangladesh 17/09/1974 
8 X X X X X X X   X 
17 Barbados 09/12/1966 
6 X X X X   X     X 
18 Belarús* 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
19 Bélgica 27/12/1945 
8 X X X X X X   X X 
20 Belice 25/09/1981 
9 X X X X X X X X X 
21 Benin 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
123 
 






CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
22 Bhután 21/09/1971 
2       X   X       
23 Bolivia (Estado Plurinacional de) 14/11/1945 
9 X X X X X X X X X 
24 Bosnia y Herzegovina* 22/05/1992 
9 X X X X X X X X X 
25 Botswana 17/10/1966 
5 X X   X X X       
26 Brasil 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
27 Brunei Darussalam 21/09/1984 
3       X   X     X 
28 Bulgaria 14/12/1955 
7 X X X X X X     X 
29 Burkina Faso 20/09/1960 
9 X X X X X X X X X 
30 Burundi 18/09/1962 
7 X X X X X X     X 
31 Cabo Verde* 16/09/1975 
8 X X X X X X X   X 
32 Camboya 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
33 Camerún 20/09/1960 
6 X X X X X X       
34 Canadá 09/11/1945 
7 X X X X X X     X 
35 Chad 20/09/1960 
6 X X X X X X       
36 Chile 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
37 China 24/10/1945 
6 X   X X X X     X 
38 Chipre 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
39 Colombia 05/11/1945 
9 X X X X X X X X X 
40 Comoras 12/11/1975 
4 X     X   X     X 
41 Congo 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
42 Costa Rica 02/11/1945 
8 X X X X X X   X X 
43 Côte d'Ivoire 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
44 Croacia* 22/05/1992 
7 X X X X X X     X 
45 Cuba 24/10/1945 
6 X     X X X   X X 
124 
 






CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
46 Dinamarca 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
47 Djibouti 20/09/1977 
7 X X X X X X     X 
48 Dominica 18/12/1978 
5   X X X   X     X 
49 Ecuador 21/12/1945 
9 X X X X X X X X X 
50 Egipto* 24/10/1945 
8 X X X X X X X   X 
51 El Salvador 24/10/1945 
8 X X X X X X X   X 
52 Emiratos Árabes Unidos 09/12/1971 
5 X     X X X     X 
53 Eritrea 28/05/1993 
6 X X X X X X       
54 Eslovenia* 22/05/1992 
7 X X X X X X     X 
55 España 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
56 Estados Unidos de América 24/10/1945 
3 X X     X         
57 Estonia 17/09/1991 
7 X X X X X X     X 
58 Etiopía 13/11/1945 
7 X X X X X X     X 
59 ex República Yugoslava de Macedonia* 08/04/1993 
7 X X X X X X     X 
60 Federación de Rusia* 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
61 Fiji 13/10/1970 
5 X     X X X X     
62 Filipinas 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
63 Finlandia 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
64 Francia 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
65 Gabón 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
66 Gambia (República de) 21/09/1965 
6 X X X X   X     X 
67 Georgia 31/07/1992 
8 X X X X X X X   X 
68 Ghana 08/03/1957 
7 X X X X X X     X 
69 Granada 17/09/1974 
7 X X X X   X   X X 
125 
 






CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
70 Grecia 25/10/1945 
8 X X X X X X X   X 
71 Guatemala 21/11/1945 
8 X X X X X X X   X 
72 Guinea 12/12/1958 
7 X X X X X X     X 
73 Guinea Bissau 17/09/1974 
8 X X X X X X X   X 
74 Guinea Ecuatorial 12/11/1968 
6 X X X X X X       
75 Guyana 20/09/1966 
7 X X X X X X     X 
76 Haití 24/10/1945 
8 X X X X   X X X X 
77 Honduras 17/12/1945 
7 X X X X X X     X 
78 Hungría 14/12/1955 
7 X X X X X X     X 
79 India 30/10/1945 
7 X X X X   X X   X 
80 Indonesia* 28/09/1950 
7 X X X X X X     X 
81 Irán (República Islámica del) 24/10/1945 
6 X X X     X   X X 
82 Iraq 21/12/1945 
7 X X X X X X     X 
83 Irlanda 14/12/1955 
6 X X X X X X       
84 Islandia 19/11/1946 
7 X X X X X X     X 
85 Islas Marshall 17/09/1991 
3       X   X     X 
86 Islas Salomón 19/09/1978 
4 X   X X   X       
87 Israel 11/05/1949 
8 X X X X X X   X X 
88 Italia 14/12/1955 
8 X X X X X X X   X 
89 Jamaica 18/09/1962 
7 X X X X   X   X X 
90 Japón 18/12/1956 
7 X X X X X X     X 
91 Jordania 14/12/1955 
8 X X X X X X   X X 
92 Kazajstán 02/03/1992 
7 X X X X X X     X 
93 Kenya 16/12/1963 
8 X X X X X X X   X 
126 
 






CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
94 Kirguistán 02/03/1992 
6 X X X X X X       
95 Kiribati 14/09/1999 
3       X   X     X 
96 Kuwait 14/05/1963 
9 X X X X X X X X X 
97 Lesotho 17/10/1966 
7 X X X X X X     X 
98 Letonia 17/09/1991 
7 X X X X X X     X 
99 Líbano 24/10/1945 
6 X X X X X X       
100 Liberia 02/11/1945 
8 X X X X X X X   X 
101 Libia* 14/12/1955 
6 X X X X X X       
102 Liechtenstein 18/09/1990 
7 X X X X X X   X   
103 Lituania 17/09/1991 
7 X X X X X X     X 
104 Luxemburgo 24/10/1945 
8 X X X X X X X   X 
105 Madagascar 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
106 Malasia* 17/09/1957 
3       X   X     X 
107 Malawi 01/12/1964 
7 X X X X X X     X 
108 Maldivas 21/09/1965 
9 X X X X X X X X X 
109 Malí 28/09/1960 
8 X X X X X X   X X 
110 Malta 01/12/1964 
9 X X X X X X X X X 
111 Marruecos 12/11/1956 
7 X X X X X X     X 
112 Mauricio 24/04/1968 
9 X X X X X X X X X 
113 Mauritania 27/10/1961 
9 X X X X X X X X X 
114 México 07/11/1945 
7 X X X X X X     X 
115 Micronesia (Estados Federados de) 17/09/1991 
3       X   X     X 
116 Mónaco 28/05/1993 
7 X X X X X X   X   
117 Mongolia 27/10/1961 
8 X X X X X X   X X 
127 
 






CERD CCPR CESCR CEDAW CAT CRC CMW CED CRPD 
118 Montenegro* 28/06/2006 
8 X X X X X X X   X 
119 Mozambique 16/09/1975 
6 X X   X X X     X 
120 Myanmar 19/04/1948 
3       X   X     X 
121 Namibia 23/04/1990 
7 X X X X X X     X 
122 Nauru 14/09/1999 
4       X X X     X 
123 Nepal 14/12/1955 
8 X X X X X X X   X 
124 Nicaragua 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
125 Niger 20/09/1960 
9 X X X X X X X X X 
126 Nigeria 07/10/1960 
7 X X X X X X     X 
127 Noruega 27/11/1945 
7 X X X X X X     X 
128 Nueva Zelandia 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
129 Omán 07/10/1971 
5 X     X   X   X X 
130 Países Bajos 10/12/1945 
7 X X X X X X     X 
131 Pakistán 30/09/1947 
7 X X X X X X     X 
132 Palau 15/12/1994 
3           X   X X 
133 Panamá 13/11/1945 
7 X X X X X X     X 
134 Papua Nueva Guinea 10/10/1975 
8 X X X X   X X X X 
135 Paraguay 24/10/1945 
9 X X X X X X X X X 
136 Perú 31/10/1945 
7 X X X X X X     X 
137 Polonia 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
138 Portugal 14/12/1955 
7 X X X X X X     X 
139 Qatar 21/09/1971 
5 X     X X X     X 
140 Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 24/10/1945 
8 X X X X X X X   X 
141 República Árabe Siria* 24/10/1945 
8 X X X X X X   X X 
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142 República Centroafricana 20/09/1960 
8 X X X X X X   X X 
143 República Checa* 19/01/1993 
7 X X X X X X     X 
144 República de Corea 17/09/1991 
7 X X X X X X     X 
145 República de Moldova 02/03/1992 
7 X X X X X X     X 
146 República Democrática del Congo* 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
147 República Democrática Popular Lao 14/12/1955 
7 X X X X X X     X 
148 República Dominicana 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
149 República Popular Democrática de Corea 17/09/1991 
5   X X X   X     X 
150 República Unida de Tanzanía* 14/12/1961 
6 X X X X   X     X 
151 Rumania 14/12/1955 
8 X X X X X X X   X 
152 Rwanda 18/09/1962 
7 X X X X X X     X 
153 Eslovaquia* 19/01/1993 
8 X X X X X X   X X 
154 Saint Kitts y Nevis 23/09/1983 
4 X     X   X   X   
155 Samoa 15/12/1976 
4   X   X   X     X 
156 San Marino 02/03/1992 
8 X X X X X X X   X 
157 San Vicente y las Granadinas 16/09/1980 
7 X X X X X X     X 
158 Santa Lucía 18/09/1979 
3 X     X   X       
159 Santo Tomé y Príncipe 16/09/1975 
9 X X X X X X X X X 
160 Senegal 28/09/1969 
8 X X X X X X   X X 
161 Serbia* 01/11/2000 
9 X X X X X X X X X 
162 Seychelles 21/09/1976 
7 X X X X X X     X 
163 Sierra Leona 27/09/1961 
7 X X X X X X     X 
164 Singapur* 21/09/1965 
3       X   X     X 
165 Somalia 20/09/1960 
7 X X X   X X X X   
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166 Sri Lanka 14/12/1955 
7 X X X X X X     X 
167 Sudáfrica 07/11/1945 
7 X X X X X X     X 
168 Sudán 12/11/1956 
5 X X X     X     X 
169 Sudán del Sur* 14/07/2011 
3       X X X       
170 Suecia 19/11/1946 
8 X X X X X X   X X 
171 Suiza 10/09/2002 
7 X X X X X X     X 
172 Suriname 04/12/1975 
5 X X X X   X       
173 Swazilandia 24/09/1968 
7 X X X X X X     X 
174 Tailandia 16/12/1946 
8 X X X X X X X   X 
175 Tayikistán 02/03/1992 
7 X X X X X X X     
176 Timor-Leste 27/09/2002 
7 X X X X X X   X   
177 Togo 20/09/1960 
7 X X X X X X     X 
178 Tonga 14/09/1999 
2 X         X       
179 Trinidad yTobago 18/09/1962 
7 X X X X   X   X X 
180 Túnez 12/11/1956 
7 X X X X X X     X 
181 Turkmenistán 02/03/1992 
8 X X X X X X X   X 
182 Turquía 24/10/1945 
7 X X X X X X     X 
183 Tuvalu 05/09/2000 
4       X   X   X X 
184 Ucrania 24/10/1945 
8 X X X X X X X   X 
185 Uganda 25/10/1962 
9 X X X X X X X X X 
186 Uruguay 18/12/1945 
7 X X X X X X     X 
187 Uzbekistán 02/03/1992 
6 X X X X X X       
188 Vanuatu 15/09/1981 
6   X   X X X X   X 
189 Venezuela (República Bolivariana de) 15/11/1945 
7 X X X X X X     X 
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190 Viet Nam 20/09/1977 
7 X X X X X X     X 
191 Yemen* 30/09/1947 
8 X X X X X X   X X 
192 Zambia 01/12/1964 
7 X X X X X X     X 
193 Zimbabwe 25/08/1980 
6 X X X X   X     X 






NOTAS ACLARATORIAS SOBRE LA SITUACIÓN DE ALGUNOS PAÍSES  
ANTE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
Alemania: La República Federal de Alemania y la República Democrática Alemana fueron admitidos como Miembros de las Naciones Unidas el 18 
de septiembre 1973. El 3 de Octubre de 1990, la República Democrática Alemana y la República Federal de Alemania se unieron para 
formar un solo Estado Miembro con el nombre de República Federal de Alemania. 
Belarús: 
El 19 de septiembre de 1991, Bielorrusia informó a las Naciones Unidas de que había cambiado su nombre por el de Belarús. 
Cabo Verde: La República de Cabo Verde cambió su nombre oficial el 24 de octubre de 2013 en una solicitud presentada al Secretario General por 
medio de su Representante Permanente ante las Naciones Unidas. 
Egipto y República Árabe Siria: Egipto y Siria fueron Miembros originales de las Naciones Unidas desde el 24 de octubre de 1945. 
A raíz de un plebiscito celebrado el 21 de febrero de 1958, Egipto y Siria se unieron para formar la República Árabe Unida, que continuó 
como un solo Estado Miembro. 
El 13 de octubre de 1961, Siria reasumió la condición de Estado independiente y simultáneamente su calidad de Estado Miembro 
separado. 
El 2 de septiembre de 1971, la República Árabe Unida cambió su nombre por el de República Árabe de Egipto. 
Federación de Rusia: La Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas fue Miembro original de las Naciones Unidas desde 1945. 
En carta de fecha 24 de diciembre de 1991, Boris Yeltsin, Presidente de la Federación de Rusia, con el apoyo de los 11 países miembros 
de la Comunidad de Estados Independientes, informó al Secretario General que la Federación de Rusia ocupaba el lugar de la ex Unión 
Soviética en el Consejo de Seguridad y en todos los demás órganos de las Naciones Unidas. 
Indonesia: Por carta de fecha 20 de enero de 1965, Indonesia anunció su decisión de retirarse de las Naciones Unidas «en esta etapa y bajo las 
presentes circunstancias». 
Por telegrama de 19 de septiembre de 1966, Indonesia comunicó su decisión de reasumir su cooperación plena con las Naciones Unidas y 
su participación en las actividades de la Organización. 
El 28 de septiembre de 1966, la Asamblea General tomó nota de esa decisión y el Presidente de la Asamblea invitó a los representantes 
de Indonesia a ocupar sus lugares correspondientes en la Asamblea. 
Libia: Tras la aprobación de la resolución 66/1 por la Asamblea General, la Misión Permanente de Libia ante las Naciones Unidas notificó 
formalmente a las Naciones Unidas de una Declaración por el Consejo Nacional de Transición fechada el 3 de agosto, en la cual se 
cambió el nombre oficial de la Jamahiriya Árabe Libia a «Libia» y se cambió también su bandera nacional. 
Malasia y Singapur: La Federación de Malaya se incorporó a las Naciones Unidas el 17 de septiembre de 1957. 
El 16 de septiembre de 1963 cambió su nombre por el de Malasia, después de que se hubiera admitido en la nueva federación a Singapur, 
Sabah (Borneo Septentrional) y Sarawak. Singapur se independizó el 9 de agosto de 1965 y fue admitido como Miembro de las Naciones 
Unidas el 21 de septiembre de 1965. 
República Unida de Tanzanía: Tanganyika se incorporó a las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1961, y Zanzíbar lo hizo el 16 de diciembre de 1963. 
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Tras haberse ratificado el 26 de abril de 1964 el Convenio de Unión entre Tanganyika y Zanzíbar, la República Unida de Tanganyika y 
Zanzíbar continuaron como un solo Estado Miembro, y el 1 de noviembre de 1964 cambiaron su nombre por el de República Unida de 
Tanzanía. 
Sudán del Sur: La República de Sudán del Sur se separó formalmente del Sudán el 9 de julio de 2011 mediante un referendo celebrado en enero 2011 
bajo la supervisión de la comunidad internacional y fue admitido como nuevo Estado Miembro por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 14 de julio de 2011. 
Yemen: El 30 de septiembre de 1947 la Asamblea General decidió admitir como Miembro de las Naciones Unidas al Estado de la República 
Árabe de Yemen. El 14 de diciembre de 1967 la Asamblea General decidió admitir como Miembro de las Naciones Unidas al Estado de 
la República Democrática Popular de Yemen. 
El 22 de mayo de 1990 se unieron para formar un solo estado con el nombre de Yemen. 
República Checa y Eslovaquia: Checoslovaquia fue un Miembro Original de las Naciones Unidas desde el 24 de Octubre de 1945. 
En una carta fechada el 10 de diciembre de 1992, su Representante Permanente informó al Secretario General  que la República Federal 
Checa y Eslovaca dejarían de existir el 31 de diciembre de 1992 y que la República Checa y Eslovaquia, como estados sucesores, 
requerirían una inscripción formal de membrecía a las Naciones Unidas. 
La República Checa y Eslovaquia fueron admitidos como Estados Miembros el 19 de enero de 1993. 
El 17 de mayo de 2016, la Misión Permanente de la República Checa ante las Naciones Unidas informó a la Organización que se puede 
usar Chequia como versión corta del nombre del país. 
República Democrática del Congo: Zaire se incorporó a las Naciones Unidas el 20 de septiembre de 1960. El 17 de mayo de 1997, su nombre cambió al de República 
Democrática del Congo.  
Bosnia y Hersegovina, Croacia, Eslovenia, 
ex República Yugoslava de Macedonia, 
Montenegro y Serbia: 
La República Federativa Socialista de Yugoslavia fue uno de los Miembros originales de las Naciones Unidas, y como tal firmó la Carta 
el 26 de junio de 1945 y la ratificó el 19 de octubre de 1945, hasta su disolución tras el establecimiento y posterior admisión como 
nuevos miembros de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, la ex República yugoslava de 
Macedonia, y la República Federativa de Yugoslavia. 
La República de Croacia fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución A/RES/46/238 de la Asamblea 
General, de 22 de mayo de 1992. 
La República de Bosnia y Herzegovina fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la solución A/RES/46/237 de la 
Asamblea General, de 22 de mayo de 1992. 
La República de Eslovenia fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución A/RES/46/236 de la Asamblea 
General, de 22 de mayo de 1992. 
Mediante la resolución 47/225, de 8 de abril de 1993, la Asamblea General decidió admitir como Miembro de las Naciones Unidas al 
Estado que, a todos los efectos dentro de las Naciones Unidas, es designado provisionalmente "la ex República Yugoslava de 
Macedonia" hasta tanto se llegue a un arreglo sobre la diferencia que ha surgido con respecto al nombre del Estado. 
La República Federativa de Yugoslavia fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución A/RES/55/12 de 
la Asamblea General, de 1 de noviembre de 2000. 
Tras la aprobación y promulgación de la Carta Constitucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea de la República Federativa de 
Yugoslavia el 4 de febrero de 2003, el nombre del Estado de la República Federativa de Yugoslavia pasó a ser Serbia y Montenegro. 
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La República de Serbia ocupa el lugar de la Unión Estatal de Serbia y Montenegro en las Naciones Unidas, incluidos todos los órganos y 
organizaciones del sistema de las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Constitucional de Serbia y 
Montenegro, activada por la Declaración de Independencia que la Asamblea Nacional de Montenegro aprobó el 3 de junio de 2006. 
La República de Montenegro fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución A/RES/60/264 de la 
Asamblea General, de 28 de junio de 2006. 
Ciudad del Vaticano o Santa Sede: Con una superficie de apenas 44 hectáreas, la Ciudad del Vaticano es el estado independiente más pequeño del mundo, ya sea por el 
número de habitantes o por su territorio. 
Su frontera está delimitada por las murallas y, en Plaza San Pedro, por la franja de travertino que une las dos alas de la columnata. 
Además del territorio propio del Estado, la jurisdicción vaticana se extiende a otras zonas en Roma y fuera de ella que gozan del derecho 
de extraterritorialidad. 
Es uno de los dos Estados reconocidos a nivel mundial como soberanos que no son miembros de la ONU y poseen calidad de observador. 
En julio de 2004, la Santa Sede recibió todos los derechos de una incorporación plena a excepción del derecho a voto. 
Estado de Palestina: Es un Estado con reconocimiento limitado ubicado en el Próximo Oriente, más concretamente en el Levante mediterráneo, y que limita 
con Israel, Jordania, Egipto y la ribera sudoriental del mar Mediterráneo. También es considerado un protoestado. 
En 1994, conforme a los acuerdos de Oslo entre la OLP y el Gobierno de Israel, fue establecida la Autoridad Nacional Palestina como 
una entidad administrativa transitoria. El 31 de octubre de 2011, fue admitida como miembro número 195 de la UNESCO, como estado 
miembro de pleno derecho 
Representado por la Autoridad Nacional Palestina, fue invitado por la Asamblea General a participar en calidad de observador y el 29 de 
noviembre de 2012 (Resolución 67/19) se le da la calidad de Estado observador no miembro, constituyéndose en uno de los dos Estados 
reconocidos a nivel mundial como soberanos que no son miembros de la ONU. Desde noviembre de 2012, el Estado Palestino posee 
todos los derechos de una incorporación plena a excepción del derecho a voto. 
República Árabe Saharaui Democrática:  El 27 de febrero de 1976, en Bir Lehlu, una pequeña localidad situada al norte de África, en el lado oriental del Sahara, junto al muro de 
más de 2.000 kilómetros construido por el reino de Marruecos y que divide la zona occidental y atlántica del Sahara con el área 
controlada por el Frente Polisario, brazo político militar del pueblo Saharaui, se proclamó la República Árabe Saharaui Democrática. 
Desde 1960, las Naciones Unidas, a través de la Resolución 1542, consideran al Sahara Occidental como uno de los 17 territorios no 
autónomos bajo supervisión del Comité Especial de Descolonización. Para 1967, la ONU promueve su independencia y en 1975, la Corte 
de Justicia de La Haya emite una opinión consultiva en la que determina que esta zona no es un territorio sin propietario, los Saharaui la 
habitan y conviven históricamente, por lo que sugiere nuevamente la descolonización y el respeto al principio de autodeterminación de 
los pueblos. 
Desde 1991 la ONU promueve un referéndum en el Sahara que incluya un alto el fuego, lo que ha sido obstruido por los intereses 
económicos que Marruecos, Mauritania y otros países europeos como Francia tienen sobre la zona, en particular por las minas de fosfato 
y su riqueza ictiológica, lo cual recientemente en diciembre de 2016 ha sido observado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
que determinó que los acuerdos de asociación y comercio alcanzados entre la UE y Marruecos no son aplicables al Sahara Occidental. 
República de China o Taiwan: Con una extensión aproximada de 36 000 km², se encuentra frente a las costas de la provincia china de Fujian, separada de esta por 
el estrecho de Taiwán. Al norte se encuentra el mar de la China Oriental y al sur el mar de la China Meridional, mientras que la costa 
oriental de la isla está bañada por el océano Pacífico y el archipiélago de islas Ryūkyū de Japón. 
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Desde 1945, la isla y otras cercanas han estado bajo el régimen político de la República de China, el estado que gobernaba toda China 
hasta el final de la guerra civil entre el Kuomintang y el Partido Comunista de China, cuando este último se hizo con el poder en la China 
continental. 
Naciones Unidas y la mayoría de las naciones occidentales siguieron considerando al de Taipéi –la capital de Taiwán– como el 
gobierno legítimo de China hasta 1971. 
En la actualidad solamente 21 de los 193 miembros de la ONU –incluyendo 12 naciones de América Latina y el Caribe– reconocen 
oficialmente al gobierno de Taipéi, lo que lo hace un "estado soberano parcialmente reconocido". 
Niue: Es un país insular en el océano Pacífico Sur, conocido como la Roca de Polinesia.A pesar de poseer un autogobierno, mantiene un 
estatus de libre asociación con Nueva Zelanda. Está localizado a unos 2400 kilómetros al noreste de Nueva Zelanda, en un triángulo 
entre Tonga, Samoa y las Islas Cook. No pertenece a la ONU, pero la Organización Mundial de la Salud (OMS) mantiene observación en 
materia sanitaria, nutrición, factores de riesgo y mortalidad y morbilidad, generando además estrategias de cooperación como país. 
El Acta de Constitución de Niue de 1974 otorga la autoridad ejecutiva de la isla a la Reina en Derecho de Nueva Zelanda y 
al Gobernador General de Nueva Zelanda. La Constitución especifíca que se conformará un Gabinete del Premier de Niue y otros tres 
ministros. 
En materia de derechos humanos, respecto a la pertenencia a los siete organismos de la Carta Internacional de Derechos Humanos, que 
incluyen al Comité de Derechos Humanos (HRC), Niue ha firmado y ratificado la Convención sobre los Derechos del Niño.  
Islas Cook: Las Islas Cook son una democracia parlamentaria. El poder ejecutivo reside en el monarca británico, que es Jefe de Estado, y lo ejerce a 
través de un representante. El parlamento es unicameral compuesto por 
24 miembros que se renueva cada cuatro años, y existe además la Cámara de los 
Jefes (House of Ariki) establecida en 1966. 
La Constitución de 5 de agosto de 1965 establece que Islas Cook es un país autó- nomo y está libremente asociada a Nueva Zelanda, 
siendo sus habitantes también ciudadanos neozelandeses.El Gobierno lo forma un Gabinete que consta de un primer ministro y de cinco a 
siete ministros, incluido el viceprimer ministro. 
El estatus de Estado Libre Asociado a Nueva Zelanda constituye la clave de la política exterior de las Islas Cook. La relación con Nueva 
Zelanda implica que este país ostenta las responsabilidades de las relaciones exteriores y de defensa de las Islas Cook, si bien estas 
prerrogativas solo pueden ejercerse a petición y en nombre del gobierno de las mismas. Las Islas Cook han establecido relaciones 
diplomáticas con la Unión Europea y 40 países. Las únicas representaciones de las islas en el exterior se encuentran en Wellington y en 
Bruselas. 
Las Islas Cook no forman parte de las Naciones Unidas de pleno derecho, si bien participan en la OMS, la UNESCO, la OMI, la OACI y 
desde 2015 en la OIT. Participa del Foro de Islas del Pacífico y de la Secretaría de la Comunidad del Pacífico. Es miembro asociado de la 
Comisión Económica y Social para Asia y el Pacífico (CESPAP). 
Kosovo:  Es un estado con reconocimiento limitado ubicado en la península balcánica, en el sureste de Europa. Limita con Montenegro, Albania, 
Macedonia y la región de Serbia Central, y está compuesto por las regiones de Kosovo y Metohija. 
El Reconocimiento internacional de la independencia de Kosovo es motivo de controversia. El gobierno de Kosovo, en cuyo territorio 
la etnia albanesa tiene predominio numérico, declaró unilateralmente su independencia de Serbia el 17 de febrero de 2008, con el apoyo 
de Estados Unidos y de la mayoría de los países de la Unión Europea, instaurando la República de Kosovo. Sin embargo, Serbia aún 
considera a Kosovo una provincia autónoma dentro de su propio territorio, en conformidad con su Constitución y con la Resolución 
1244 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, aunque no intervenga en su administración desde 1999. 
135 
 
Al finalizar la Guerra de Kosovo, el gobierno de la región quedó en manos de la OTAN y de la Misión de Administración Provisional de 
las Naciones Unidas en Kosovo por mandato del citado Consejo de Seguridad. 
Actualmente Kosovo es reconocido como Estado soberano por 109 de los 193 miembros de Naciones Unidas. 
La Conferencia General de la Unesco (organismo de la ONU dedicado a la ciencia y la cultura) ha promovido debates y votaciones en 
torno a la posible incorporación de ese país, ante lo cual se ha dado decisiones divididas, sin que se logre la mayoría calificada requerida 
en el seno de tal organismo, bajo el argumento de que resulta ser un territorio, pero no un estado soberado. 
 
